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Doctor: 

ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO 

JUEZ 4 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  

Dirección: Calle 14 No. 7-36 P. 8 

Teléfono: 60 (1) 342-5167 

Mail: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Bogotá D.C. 

E.S.D. 

REF:    PROCESO LABORAL: 11001310500420140023800 

             DEMANDANTE: FABIO DE LA PAVA AMAYA  

                         DEMANDADO: OCCIDENTAL DE COLOMBIA LLC - NIT 860053930 
 
                        ASUNTO:   ALLEGA CONTANCIA DE PAGO 
                                           HONORARIOS ABOGADO  

 
XENIA CASTAÑO PUENTES abogada titulada y en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional 
No. 112.192 del Consejo Superior de la Judicatura, identificada con la cédula de ciudadanía 
No. 40.776.341 de Florencia – Cqtá, actuando como apoderada del señor Fabio de la Pava 
Amaya, acorde con el poder debidamente conferido para actuar dentro del proceso de la 
referencia; allego a su Despacho documentos relacionados con el pago de los Honorarios. 
 
Acorde con el contrato de prestación de servicios se realizaron los pagos correspondientes a la 
cláusula segunda del contrato de prestación de servicios profesionales quedando pendiente por 
pagar el 10% del valor total recibido el cual se canceló en debida forma emitida sentencia en 
segunda instancia, para lo cual remito. 
 
Copia Contrato de prestación de servicios profesionales suscrito entre el señor Fabio de la Pava 
Amaya y el Abogado Germán Enrique Avendaño Murillo de fecha 21 de febrero de 2014. 
 
Copia del recibo correspondiente al valor total recibido por el señor Fabio de la Pava y entregado 
por Colpensiones por la suma de Doscientos sesenta y seis millones cuatrocientos ochenta y un 
mil ciento treinta y cuatro pesos moneda legal ($266.481.134). 
 
Copia de solicitud de pago de honorarios realizada por el Dr. Germán Enrique Avendaño Murillo 
por la suma de veintiséis millones nueve mil trescientos sesenta y cuatro pesos moneda legal 
($ 26.009.364). 
 
Copia del Cheque de Gerencia del Banco Davivienda No. 40635-1 de fecha 3 de noviembre de 
2020 por la suma de veintiséis millones nueve mil trescientos sesenta y cuatro pesos moneda 
legal ($26.009.364) girado a favor del Dr. Germán Enrique Avendaño Murillo 
 
Es preciso indicar que acorde con el contrato de prestación de servicios profesionales se canceló 
el total de los honorarios por la suma de veintiséis millones nueve mil trescientos sesenta y cuatro 
pesos moneda legal ($26.009.364). que corresponden al 10% de la suma de Doscientos sesenta 
y seis millones cuatrocientos ochenta y un mil ciento treinta y cuatro pesos moneda legal 
($266.481.134) valor total recibido por el señor Fabio de la Pava.   

 
Aunado a lo anterior es importante manifestar que el recurso presentado resulta ser 
improcedente a la luz de lo preceptuado en el Artículo 76 del Código General del Proceso 
(…) “El auto que admite la revocación no tendrá recursos” (…) de igual forma es preciso 
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indicar que no es procedente solicitar la retención de título judicial correspondiente a las 
constas procesales a favor de la parte demandante, toda vez que no existe dentro del 
proceso medida cautelar alguna que lo decrete. (Subrayado y comillas fuera del texto). 
 
Del mismo modo y en relación con la asignación de un nuevo apoderado se evidencio que el 
abogado no cumplió con su deber de solicitar, reclamar y entregar el título judicial 
correspondiente a las costas procesales a nombre de su mandante por lo cual y ante su ausencia 
y cumplimiento del mandato,  se vio en la obligación de nombrar nueva abogada que lo 
representara  cuyo poder es revocado automáticamente con la presentación de nuevo poder en 
el cual se deja plasmada su voluntad tal y como lo preceptúa el articulo 76 del Código General 
del Proceso que en relación con la terminación del poder, respetuosamente me permito 
transcribir el cual señala: 
 

“Artículo 76. Terminación del poder 

El poder termina con la radicación en secretaría del escrito en virtud del cual se revoque o se 
designe otro apoderado, a menos que el nuevo poder se hubiese otorgado para recursos o 
gestiones determinadas dentro del proceso. 
 
El auto que admite la revocación no tendrá recursos. Dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la notificación de dicha providencia, el apoderado a quien se le haya revocado el poder podrá 
pedir al juez que se regulen sus honorarios mediante incidente que se tramitará con 
independencia del proceso o de la actuación posterior. Para la determinación del monto de los 
honorarios el juez tendrá como base el respectivo contrato y los criterios señalados en este 
código para la fijación de las agencias en derecho. Vencido el término indicado, la regulación de 
los honorarios podrá demandarse ante el juez laboral.” (…) (Subrayado y negrilla fuera del texto). 

 
Así mismo es pertinente manifestar que realizado el pago de honorarios y al no estar de acuerdo 
con los mismos y una vez proferido el auto del 20 de septiembre de 2022 Notificado por Estado 
del 21 de Septiembre de 2022 proferido dentro del presente proceso; que admite la revocatoria 
del mandato, el abogado debió realizar el procedimiento señalado para tal fin con el objeto de 
que se fijaran los honorarios; razón por la cual; cumplido el termino de 30 días para presentar el 
incidente de que trata el Artículo 76 del Código General del Proceso señalado Sub-litem, esta ya 
no es la instancia judicial en la cual se debe debatir su inconformidad, razón por la cual el 
abogado debe acudir al trámite de regulación de honorarios si lo considera pertinente. “la 
regulación de los honorarios podrá demandarse ante el juez laboral.” 
 

Al respecto se ha pronunciado la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, todavía vigente, 

sobre la remuneración de los profesionales del derecho y ha dicho: 

 

“… en lo que toca a la retribución, el artículo 2143 del C.C. 

dispone que el mandato puede ser gratuito o remunerado y que la remuneración es 

determinada por la convención de las partes, por la ley o por el juez. De otro lado, el 

artículo 2184, ordinal 3º, del mismo Código define que el mandante está obligado 

entre otras cosas a pagarle al mandatario “… la remuneración estipulada o la usual…”1 

 

Así que en lo que tiene que ver con este tema, el artículo 76 del 

C.G.P., establece que para su determinación el juez deberá tener como base el respectivo contrato 

y los criterios señalados en la norma para la fijación de las agencias en derecho. 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia Dic. 10/97. MP Francisco Escobar Henríquez.  
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Se tiene, entonces, que la remuneración de los servicios prestados 

por los profesionales del derecho se encuentra determinada por lo convenido entre las partes en 

el contrato de mandato; y a falta de una estipulación expresa (verbal o escrita), su tasación 

corresponderá al juez teniendo en cuenta, así lo dice categóricamente el artículo 76, los 

fundamentos señalados para la fijación de agencias en derecho, que concretamente señala hoy 

la norma, esto es, los mínimos y los máximos fijados por el Consejo Superior de la Judicatura, la 

naturaleza del asunto y de la gestión, la calidad y la duración de esta última realizada por el 

apoderado judicial, la cuantía del proceso y otras circunstancias especiales (numeral 4º del artículo 

366 del CGP). “ 

 
Por lo anterior, respetuosamente solicito a su señoría ratificar la entrega del titulo Judicial de 
pago de costas procesales con el Secuencial PIN 531617 del 07 de febrero de 2022 por la suma 
de ocho millones setecientos ochenta y dos mil ochocientos cuarenta y dos pesos moneda legal 
($8.782.842), consignado a órdenes del Juzgado y a favor de mi mandante. 
 

ANEXOS 
 

1. Contrato de prestación de servicios profesionales 
2. Copia Recibo pago Colpensiones 
3. Copia de solicitud de pago de honorarios 
4. Copia del Cheque de Gerencia del Banco Davivienda No. 40635-1 
5. Correos remitidos al Abogado. 

 
NOTIFICACIONES 

 
Mi mandante Dr. Fabio de la Pava Amaya recibe notificación en la calle 29 A Bis No.33-44 Barrio 
Acevedo Tejada de Bogotá D.C. correo electrónico: delapavafabio@hotmail.com y celular 
3102753040. 
 
La suscrita recibo notificación en la calle 29 A Bis No. 33-44 Barrio Acevedo Tejada de Bogotá 
D.C., en el correo electrónico: xeniac34@hotmail.com  y celular 3112370946. 
 
Del señor Juez, 
 
Respetuosamente, 

 

 
XENIA CASTAÑO PUENTES 
C.C. 40.776.341  
T.P. No. 112.192 del C.S. de la Judicatura 
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Doctor: 

ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO 

JUEZ 4 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ  

Dirección: Calle 14 No. 7-36 P. 8 

Teléfono: 60 (1) 342-5167 

Mail: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Bogotá D.C. 

E.S.D. 

REF:    PROCESO LABORAL: 11001310500420140023800 

             DEMANDANTE: FABIO DE LA PAVA AMAYA  

                         DEMANDADO: OCCIDENTAL DE COLOMBIA LLC - NIT 860053930 
 
                        ASUNTO:   RECURSO REPOSICION AUTO 1/12/2022 

 
XENIA CASTAÑO PUENTES abogada titulada y en ejercicio, portadora de la tarjeta profesional 
No. 112.192 del Consejo Superior de la Judicatura, identificada con la cédula de ciudadanía 
No. 40.776.341 de Florencia – Cqtá, actuando como apoderada del señor Fabio de la Pava 
Amaya, acorde con el poder debidamente conferido para actuar dentro del proceso de la 
referencia;  presento recurso de Reposición en contra del numeral segundo del Auto de fecha  
primero (01) de diciembre de 2022 emitido por el Despacho dentro del proceso de la referencia, 
por las razones que expongo a continuación:  
 
Por resolver el Despacho respecto de una situación nueva dentro del proceso contenida en el 
numeral segundo del auto de fecha primero (01) de diciembre de 2022 es procedente recurrir a 
lo preceptuado en el Articulo 63 del Código Procedimiento Laboral y Seguridad Social en 
concordancia con lo señalado en el inciso cuarto del Artículo 318 del Código General del Proceso 
que en cuento a la procedencia y oportunidad recurso señala al tenor: 
 
“El auto que decide la reposición no es susceptible de ningún recurso, salvo que contenga 
puntos no decididos en el anterior, caso en el cual podrán interponerse los recursos 
pertinentes respecto de los puntos nuevos. (Subrayado y negrilla fuera del texto) 
 
 
En cuanto a la decisión de compulsar copias ante la Comisión Seccional de Disciplina Judicial 
“para que, si a bien lo tiene adelante la investigación a que haya lugar” es preciso indicar a su 
señoría que mi comportamiento como profesional del derecho se ha enmarcado dentro de los 
principios de buena fe, transparencia y lealtad profesional tal y como se demuestra a 
continuación. 
 
Una vez me fue solicitado por el señor Fabio de la Pava el retiro del título judicial correspondiente 
a las costas procesal, verifiqué en debida forma que el proceso se encontrara concluido en el 
cual se evidencio que el fallo de segunda instancia proferido por el Honorable Tribunal de Bogotá 
Sala Laboral se profirió el 19 de Agosto de 2015, al cual se dio cumplimiento en debida forma 
por la demandada Occidental de Colombia quien procedió a realizar pago respectivo a 
Colpensiones S.A.  y el valor de la indemnización a favor del señor Fabio de la Pava por la suma 
de Doscientos sesenta y seis millones cuatrocientos ochenta y un mil ciento treinta y cuatro pesos 
moneda legal ($266.481.134). 
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Una vez requerido el señor Fabio de la Pava respecto del pago de Honorarios al abogado 
manifestó que una vez recibido el pago de la indemnización por parte de Occidental de Colombia 
S.A. procedió a comunicarle al Abogado para cancelar los honorarios acorde con el contrato de 
prestación de servicios; se observó que el abogado Dr. German mediante comunicado de fecha 
28 de octubre de 2021, solicita  a su mandante el pago de la suma de $26.009.364 por concepto 
de honorarios;  en el cual señalo que: 
 

(…) “Como quiera que usted señalo en una comunicación del 18/6/2021 que de acuerdo a su 

entender liquida la suma de $ 26.009.364 a mi favor y este se hacia efectivo efectuada su 

liquidación la cual ya se efectuó en este auto, le solicito favor hacer consignación a mi cuenta de 

ahorros 2650217526 del Banco Caja Social a nombre de German Enrique Avendaño Murillo C.C. 

19395891 de Bogotá.” 
 
De igual forma se evidencio que el señor Fabio de la Pava  expidió Cheque de Gerencia del 
Banco Davivienda No. 40635-1 de fecha 3 de noviembre de 2021 a favor del Dr. Germán Enrique 
Avendaño Murillo, por la suma requerida de veintiséis millones nueve mil trescientos sesenta y 
cuatro pesos moneda legal ($26.009.364); constatando dicha formación con los soportes 
respectivos entregados por el señor Fabio de la Pava; de igual forma señalo que el abogado no 
le contestaba el teléfono  y que no obstante de haber girado el valor final correspondiente a los 
honorarios no le había expedido el Paz y Salvo. 
 
Así mismo se verifico que la sentencia de segunda instancia que puso fin al proceso se profirió 
el 19 de agosto de 2015, que el Despacho emite auto de obedézcase y cúmplase el 27 de octubre 
de 2021 y auto de liquidación y aprobación de costas el 11 de enero de 2022; que la razón 
procesal por las cual fue contratado el Abogado Dr. Germán Enrique Avendaño Murillo había 
concluido en su totalidad, téngase en cuenta que el contrato de prestación de servicios señala 
en la cláusula primera que:  
 
“El APODERADO se compromete para con el PODERDANTE a llevar su representación como 
demandante en Proceso Ordinario Laboral de DOBLE INSTANCIA contra OCCIDENTAL de 
COLOMBIA LLC para el reconocimiento y pago de los aportes a la seguridad social durante el 
tiempo durante el tiempo de su vinculación con dicha Compañía desde el 12 de agosto de 1985 
hasta el 30 de diciembre de 1991” (Subrayado y negrilla fuera del texto) 
 
Al respecto se ha pronunciado el Honorable Consejo Superior de la Judicatura sala Jurisdiccional 
Disciplinaria en sentencia de fecha 9 de octubre de 2019, con ponencia del Dr. Pedro Alonso 

Sanabria Buitrago dentro del radicado 110011102000201705555 01 en los siguientes 
términos: 
 
“Así las cosas, recuérdese que en acatamiento de los deberes establecidos en el artículo 
28 de la Ley 1123 de 2007, en especial el consagrado en el numeral 20 de tal precepto, 
los profesionales del derecho que asumen un asunto, deben cerciorarse que se han 
adoptado los mecanismos necesarios para finiquitar la gestión de quien 
sustituyen,” (…) 
 
“No puede olvidarse que nuestro Estado de Derecho legitima la interdicción a la 
indefensión, con el objetivo de evitar que las personas se vean privadas de la posibilidad 
de solicitar la protección judicial de sus derechos con apoyo técnico jurídico por 
intermedio de profesionales del derecho a fin de remover obstáculos, y de esta manera 
garantizar el goce efectivo de su defensa bajo los cánones del debido proceso y en 
últimas el goce a una tutela judicial efectiva.” 
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“En este contexto, cabe agregar que resultaría injustificado vetar la representación judicial y 
asesoría jurídica a la señora Dicenid Herrera por no contar con el Paz y Salvo de su 
exmandatario, condición que lógica y jurídicamente no estaba en condiciones de expedir el doctor 
Vélez Murillo, por cuanto la nueva causa que convocaba a la Justicia, era precisamente la 
regulación de honorarios, mediante el trámite incidental por él activado.” 
 
Razón por la cual, no se puede predicar que la suscrita haya desplazado de la labor contrata al 
Dr. Germán Enrique Avendaño Murillo por cuanto la misma se encontraba concluida con 
sentencia de segunda instancia y con el cumplimiento ejecutado a la misma. 
 
De igual forma señala en la cláusula segunda del contrato de prestación de servicios en relación 
con el pago de honorarios que: 
 
(…) “y el diez por ciento (10%) del valor total de las sumas que reciba el extrabajador por 
concepto del pago de la condena” (…)  “La constancia de pago se demostrará según recibo de 
pago firmado por el apoderado o comprobante de consignación a la cuenta del apoderado” 
(subrayado fuera del texto),  
 
Pago que se constató con el cheque girado a favor del Dr. Germán Enrique Avendaño Murillo, 
por la cuantía que el mismo requirió, tal y como se describió en el cuerpo del presente escrito 
por la suma de veintiséis millones nueve mil trescientos sesenta y cuatro pesos moneda legal 
($26.009.364). 
 
En este orden y teniendo en cuenta que,  a pesar de haberse emitido auto de aprobación y 
liquidación en costas, de que la sociedad Occidental de Colombia LLC haya realizado el depósito 
judicial el 7 de febrero de 2022 y comunicando al Despacho para lo cual allego los soportes 
respectivos, por concepto de costas procesales y de igual forma le comunico al apoderado Dr. 
Germán Enrique Avendaño Murillo, no lo reclamo a favor de su mandante y por contrario 
transcurrieron más de seis meses sin pronunciamiento algo causando perjuicios económicos a 
su mandante teniendo en cuenta la pérdida de valor adquisitivo así como  el dejar de percibir 
renta sobre dicho dinero. 
 
No obstante, lo anterior se señalo que en el evento en que existan discrepancias en el pago de 
honorarios debe acudir a los procedimientos señalados para tal fin los cuales no fueron utilizados, 
no hubo pronunciamiento alguno al respecto, teniendo en cuenta que el pago final de honorarios 
se realizo el 3 de noviembre de 2020.  
 
Así las cosas, se evidencia que la suscrita ha actuado en debida forma con el cuidado y 
transparencia para evitar transgredir los derechos del abogado Dr. Germán Enrique Avendaño 
Murillo sin incurrir por acción o por omisión de mis deberes profesionales, valga pena resaltar 
que el contrato de prestación de servicios suscrito con el señor Fabio de la Pava corresponde a 
la solicitud de entrega del depósito judicial por concepto de costas procesales a su favor. 
 
 

PRUEBAS 
 
Solicito a su señoría se decrete y tenga como pruebas los siguientes documentos los cuales 
obran dentro proceso: 

 
1. Contrato de prestación de servicios profesionales 
2. Copia Recibo pago Colpensiones 
3. Copia de solicitud de pago de honorarios 
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4. Copia del Cheque de Gerencia del Banco Davivienda No. 40635-1 
5. Correos remitidos al Abogado. 

 
 

ANEXOS 
 

Anexo al presente escrito los documentos descritos en el acápite de pruebas. 
 
 
 

PETICION 
 

Por las razones expuestas y ante la evidencia que la suscrita actuó en debida y legal 
forma en cumplimiento de mis deberes como profesional del Derecho respetuosamente 
solicito a su señoría reponer el numeral segundo del auto de fecha 1 de diciembre de 
2022 en consecuencia revocar la decisión de compulsar copias a la Comisión Seccional 
de Disciplina Judicial.  
 

NOTIFICACIONES 
 

Mi mandante Dr. Fabio de la Pava Amaya recibe notificación en la calle 29 A Bis No.33-44 Barrio 
Acevedo Tejada de Bogotá D.C. correo electrónico: delapavafabio@hotmail.com y celular 
3102753040. 
 
La suscrita recibo notificación en la calle 29 A Bis No. 33-44 Barrio Acevedo Tejada de Bogotá 
D.C., en el correo electrónico: xeniac34@hotmail.com  y celular 3112370946. 
 
Del señor Juez, 
 
Respetuosamente, 

 

 
XENIA CASTAÑO PUENTES 
C.C. 40.776.341  
T.P. No. 112.192 del C.S. de la Judicatura 
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Doctor Avendaño: 

Un saludo. 

Acuso recibo de su correo en el que insiste en la información relativa a los pagos que el suscrito 

haya recibido por concepto de los aportes hechos por la OXY a Colpensiones derivados de la 

Sentencia  confirmada por la Sala Laboral de la C.S. de J. 

Ante todo, me veo en la necesidad de insistirle, con todo respeto, absuelva los interrogantes 

planteados en  mi correo de fecha 13 de enero, los que  no merecieron respuesta alguna de su 

parte.   

En cuanto a su solicitud, le informo que a la fecha de hoy no he recibido suma alguna por parte de 

Colpensiones, y como bien lo sabe tampoco de la Oxy. 

Con fecha 25 de enero del año en curso solicité a Colpensiones hiciera la revisión pertinente de mi 

Historia Laboral con el fin de conocer mi situación y los derechos derivados de ella. 

Según me informaron, de acuerdo con las normas vigentes cuentan con un plazo de ciento veinte 

(120) días para dar respuesta. 

Estoy seguro Dr. Avendaño, que conoce usted el procedimiento legal para la terminación del 

proceso, las liquidaciones que la preceden y sus correspondientes aprobaciones. 

En lo demás, incluyendo la liquidación de sus honorarios, me permito reiterarle lo expresado en el 

citado correo del 13 de enero. 

 

Cordialmente, 

FABIO DE LA PAVA A. 
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Dr. Avendaño: 

Un saludo. 

Doy respuesta a su correo del día de hoy, al que con todo respeto debo reiterarle una vez más lo 

expresado en mis comunicaciones de fechas 13 de enero y 10 de febrero, ambas del año en curso. 

Tal como se lo manifestó la OXY, y desde luego es de su conocimiento,  la liquidación final del 

proceso aún no ha sido efectuada por el Juzgado Laboral de 1ª. Instancia, con cuyo cumplimiento 

de dará por terminado el mismo conforme a lo dispuesto por el art. 366 del C.G. del P.  

Al día de hoy, 6 de abril, continúo a la espera de la respuesta de COLPENSIONES a mi solicitud del 

25 de enero del año en curso, de la cual también le comunique oportunamente. 

En su momento, y una vez haya recibido EFECTIVAMENTE el valor resultante A MI FAVOR, se hará 

la liquidación de los honorarios que le correspondan conforme a lo pactado en el contrato de 

honorarios. 

Cordialmente, 

FABIO DE LA PAVA A, 
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Bogotá D.C 28 de octubre de 2021  

 

SEÑOR 

FABIO DE LA PAVA  

E.S.M 

 

Me permito señalar que de conformidad al auto de fecha 26 de octubre de 2021, el 

juzgado 4 laboral del circuito señalo la totalidad de las costas que ya estaban 

decretadas en la casación y ajusta agencias en derecho para una suma total de $ 

8.872.842. Para lo cual, le solicitara a la compañía OXI haga el respectivo  pago 

correspondiente por deposito judicial, tal como ellos señalaron en correo del 18 de 

marzo de 2021 comunicado a usted igualmente. 

 

El objeto del proceso ya se cumplió desde el momento mismo en que le hicieron el 

deposito del valor de los aportes a su favor, tal como se pretendió en la demanda 

de la seguridad social que se reclamaron en la demanda.   

 

Como quiera que usted señalo en una comunicación del 18/6/2021 que de acuerdo 

a su entender liquida la suma de $ 26.009.364 a mi favor y este se hacia efectivo 

efectuada su liquidación la cual ya se efectuó en este auto, le solicito favor hacer 

consignación a mi cuenta de ahorros 2650217526 del Banco Caja Social a nombre 

de German Enrique Avendaño Murillo C.C. 19395891 de Bogotá.  

 

 

 

 

GERMAN ENRIQUE AVENDAÑO MURILO  

C.C. 19.395.891  

T.P 40.875 del C.S.J 

CELULAR: 3102336395 

CORREO: avendanoortiz@hotmail.com 
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REcurso de REposición y en subsidio Apelacion . RAd. 2019-219, DTe. Jorge GArzon
CArvajal

Lissy Cifuentes <lissy_cifuentes@yahoo.es>
Vie 2022-11-18 10:56

Para: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Jeimy Gaviota Sarta Rodriguez <abogado2mandatocafesalud@gmail.com>

De manera respetuosa adjunto memorial  y anexos para el proceso de la referencia como nueva apoderada del
Mandatario  ATEB SOLUCIONES EMPRESARIALES S.A.S.

 

Atentamente,

 

LISSY CIFUENTES SANCHEZ

CC. 34.043.774 de Pereira

T.P. NO. 27.779 del C.S.J.

 

Celular : 3102438964
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LISSY CIFUENTES SANCHEZ 

Abogada 

Calle 12 C No. 8-39. Edificio Sabana Royal piso 4º. 

Correo electrónico: lissy_cifuentes@yahoo.es 

Celular: 310-2438964 

 

 

 

 
 

Señor 
JUEZ 04 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
Vía correo electrónico 

 jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

 
Referencia: Ordinario Laboral    
Radicación: 2019-219    

Demandante: Jorge Garzón Carvajal  
Demandado:  Cafesalud E.P.S. hoy liquidada   

 
LISSY CIFUENTES SANCHEZ, abogada en ejercicio con tarjeta profesional No 
27.779 del C.S.J., reconocida como  apoderada  Judicial  de ATEB 

SOLUCIONES EMPRESARIALES SAS, actuando dentro del  término de ley, 
interpongo ante su despacho recurso de REPOSICIÓN  y en Subsidio Apelación 

contra el Auto del pasado 16  de noviembre  de 2022,  notificado el 17 del mismo 
mes  y año,  que niega la desvinculación de CAFESALUD EPS ya liquidada, para lo 
cual presento las siguientes  

 
CONSIDERACIONES: 

 
Es importante tener en cuenta que en este proceso  CAFESALUD EPS EN 
LIQUIDACION, no ha sido demandada y su vinculación se da en la primera 

audiencia de trámite, por el hecho de haber sido la EPS, que Calificó inicialmente 
la enfermedad del demandante como de origen común; tal como se explicó en la 

contestación,  este dictamen no es susceptible de modificación, pues si bien el 
demandante  ha cumplido con todo el procedimiento de ley hasta llegar a la última 
instancia como es la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, no ha logrado 

desvirtuar el origen de la enfermedad y el primer dictamen permanece incólume.  
 

Es claro entonces que la participación de CAFESALUD EPS, es inane ya que no 
puede existir ningún pronunciamiento sobre la calificación inicial, aunado a que 

para la fecha en que se presenta este recurso, se ha producido  la extinción de la 
personalidad jurídica de CAFESALUD EPS EN LIQUIDACIÓN;  Al darse esa situación 
simultáneamente se pierde la capacidad para ser parte en un litigio, puesto que 

extinguida la personalidad jurídica de la sociedad, quien fuera su liquidador, 
también pierde la competencia para representar y realizar todas gestiones 

encomendadas por la ley, de forma que carece de capacidad para intervenir 
judicial y extrajudicialmente; es así, como la sociedad no solo pierde la capacidad 
para ser parte, sino también la capacidad procesal o la facultad de realizar actos 

procesales válidos. 
 

Aunado a lo anterior se precisa que ATEB SOLUCIONES EMPRESARIALES 
S.A.S, en ningún caso es sucesor, ni subrogatario de la persona jurídica de 
CAFESALUD EPS SA EN LIQUIDACIÓN y no tiene legitimación en la causa por 

pasiva (a título personal) para actuar en procesos judiciales o administrativos que 
sean del interés de CAFESALUD EPS SA EN LIQUIDACIÓN, toda vez que sus 

atribuciones se limitan a las previstas en el presente contrato, ello de conformidad 
a las cláusulas del Contrato de Mandato con Representación, que, como Ley para 
las partes, establece los límites de las actuaciones y responsabilidad de ATEB   

SOLUCIONES EMPRESARIALES S.A.S. 
 

Es importante precisar al despacho que si bien el Liquidador, al suscribir el contrato 
de Mandato No. 015 DE 2022 con la empresa ATEB SOLUCIONES 
EMPRESARIALES S.A.S, previó la atención de la defensa judicial, debe dejarse 

claro que tal como su nombre lo indica dicho contrato es un MANDATO, donde el 
mandatario, deberá ceñirse rigurosamente a los términos del mandato, tal como 

lo establece del artículo 2157 del Código Civil, dentro de lo que claramente no se 
encuentra el reconocimiento de derechos o pagos diferentes a los previamente 
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LISSY CIFUENTES SANCHEZ 

Abogada 

Calle 12 C No. 8-39. Edificio Sabana Royal piso 4º. 

Correo electrónico: lissy_cifuentes@yahoo.es 

Celular: 310-2438964 

 

 

establecidos por el mandatario en los anexos que acompañan dicho contrato. 

 
Por lo expuesto anteriormente, presento la siguiente  

  
PETICIÓN:  
 

REVOCAR la decisión de instancia y en su lugar desvincular a  CAFESALUD EPS ya 
liquidada del proceso 

 
Cumplimiento  Ley 2213 de 2022:   
Revisada la demanda no se encuentran correos electrónicos donde pueda enviarse 

este memorial.  
 

Del señor juez  
Atentamente,  

 
 

LISSY CIFUENTES SANCHEZ 
C.C. 34.043.774 de Pereira 

T.P. No. 27.779 del C.S.J.  
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LISSY CIFUENTES SANCHEZ 
Abogada 

Calle 12 C No. 8-39. Edificio Sabana Royal piso 4º. 

Correo electrónico: lissy_cifuentes@yahoo.es 

Celular: 310-2438964 
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RECURSO DE REPOSICIÓN - PROCESO 11001310500420190014400 SEGUROS DE VIDA
SURAMERICANA S.A. VS ASTRID LÓPEZ SAENZ Y OTROS

Victor Sosa <vsosa@arizaygomez.com>
Lun 2023-01-23 13:36

Para: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: Rafael Ariza V <rafaelariza@arizaygomez.com>;Jerson Fernando Pinchao
<jfpinchao@arizaygomez.com>;Notificaciones Ariza y Gomez Abogados SAS
<notificaciones@arizaygomez.com>
Señores:
Juzgado Cuarto (4°) Laboral del Circuito de Bogotá
E. S. D.

Proceso:                                 Declarativo Verbal
Demandante:                          Seguros de Vida Suramericana S.A.
Demandados:                         Junta Nacional de Calificación de Invalidez y otros.  
Radicado:                               110013105004 - 2019 - 00144 - 00. 
Asunto:                                  Recurso de reposición.

Amablemente me permito remitir memorial con destino al proceso de la referencia.

Agradezco su colaboración con el trámite pertinente.

Cordialmente,

Rafael Alberto Ariza Vesga
Socio Director  
Ariza y Gómez Abogados S.A.S.
Calle 33 # 6B-24 Oficina 505
Bogotá D.C. / Colombia
Teléfono: (1)4660134 / 3185864291
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Señores:  

Juzgado Cuarto (4°) Laboral del Circuito de Bogotá D.C.  

E   S    D 

 

 

Proceso: Ordinario laboral 

Demandante: Seguros de Vida Suramericana S.A. 

Demandado: 

 

Litisconsortes: 

 

 

 

Radicado: 

Asunto: 

 

Junta Nacional de Calificación de Invalidez. 
Administradora de Fondos de Pensiones y 
Cesantías Protección S.A., Astrid López Sáenz y 
beneficiarios indeterminados del sr. Miguel Ángel 
Santos López 
2019-144 
Recurso de reposición frente a auto del 18 de enero 

de 2023, notificado por estado del día 19 de enero 
pasado, mediante el cual se fijó fecha para 
audiencia de trámite y juzgamiento.  

 

Rafael Alberto Ariza Vesga, mayor de edad, domiciliado en la ciudad de Bogotá D.C., identificado 

con cédula de ciudadanía número 79.952.462 de Bogotá D.C. y portador de la tarjeta profesional 

No. 112.914 del C. S. de la J., actuando en calidad de apoderado judicial de Seguros de Vida 

Suramericana S.A., en el proceso de la referencia, según poder que obra en el expediente, el cual 

se encuentra debidamente otorgado y acreditado, mediante el presente escrito procedo a presentar 

en forma oportuna recurso de reposición, en contra del auto del 18 de enero de 2023, notificado 

por estado del día 19 de enero pasado, mediante el cual fijó fecha para audiencia de trámite y 

juzgamiento, con fundamento en lo siguiente: 

 

I. Presentación general del auto recurrido y del recurso: 
 

El Despacho mediante el auto recurrido, dispuso fijar fecha para audiencia de que trata el artículo 

80 del C.P.T. y S.S., para el próximo 18 de abril, teniendo en cuenta que, según se señala en la 

providencia, la Secretaría de Movilidad del Distrito de Bogotá dio respuesta al oficio remitido, por 

lo cual es procedente fijar fecha de audiencia. 

 

Frente a la anterior decisión, respetuosamente nos permitimos manifestar nuestra inconformidad, 

en tanto, considera este extremo procesal que no están dados los presupuestos para realizar la 

audiencia de trámite y juzgamiento, en tanto, se encuentra pendiente la práctica de la prueba 

pericial a cargo de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez que fue decretada en la audiencia 

inicial. 
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II. Argumentos fácticos y jurídicos del recurso: 
 

En primera medida, es necesario precisar que, tal como manifestó Su Señoría en la audiencia inicial, 

el informe del accidente de tránsito y la prueba pericial decretada son los medios probatorios 

idóneos para resolver el objeto de litigio, el cual se centra en determinar si hay lugar o no a declarar 

la nulidad e ineficacia del dictamen emitido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 

día 23 de agosto de 2018, frente a los hechos acaecidos el 2 de septiembre de 2016 en relación con 

el Sr. Miguel Ángel Santos, en lo que tiene que ver con el origen del evento en el cual perdió la vida 

el referido trabajador. 

 

Para tales efectos, según el decreto de pruebas efectuado por el Despacho, en la audiencia inicial 

realizada el 22 de julio de 2020 se señaló que a partir de la fecha en que se incorpore ese informe 

(el informe de accidente de tránsito número A000408275) al proceso, la parte actora cuenta con 

un término no mayor a 10 días para cancelar los honorarios ante la Junta Nacional. En la misma 

línea se señaló que una vez acreditado el pago ante el Juzgado, se librará por secretaría oficio 

para que dicha entidad cumpla con la orden impartida. 

 

En el presente caso, si bien, de la revisión del expediente digital se evidencia que en el mes de abril 

del año 2022 la Secretaría de Movilidad Distrital dio respuesta a los múltiples requerimientos 

efectuados por el despacho remitiendo el informe de accidente de tránsito antes indicado, es 

importante advertir que tal información no fue puesta en conocimiento de las partes, no se efectuó 

por el despacho acto mediante el cual se enterara a las partes de la incorporación del referido 

informe, al punto que incluso de manera posterior a la remisión del mismo, este extremo procesal, 

desconociendo la respuesta dada por la entidad oficiada, allegó memoriales solicitando requerir a 

la Secretaría de Movilidad para que diera respuesta a la orden impartida por el Sr. Juez. 

 

Efectivamente, no se evidencia acto procesal alguno que permitiera dar publicidad a la 

incorporación del informe de accidente de tránsito remitido por la Secretaría de Movilidad, en tal 

sentido no se emitió auto, ni se dio respuesta por parte de la secretaría del despacho cuando se 

solicitó requerir a la oficiada, ni se efectuó anotación de consulta judicial Siglo XXI. De manera tal 

que, solo hasta el día 19 de enero de 2023, fecha en la que se notifica la providencia recurrida, se 

enteró a las partes de la incorporación al proceso del informe de accidente de tránsito. 

 

Como se advierte de lo antes relatado, se encuentran pendientes actos procesales, específicamente 

relacionados con el trámite de las pruebas, que son de la mayor relevancia para el proceso, sin los 

cuales no se podrá resolver el objeto del litigo, y si bien, se evidencia la existencia de un término 

más o menos amplio entre la fecha actual y la fecha de realización de audiencia, es importante 

advertir que dadas las múltiples vicisitudes que encierra la emisión de un dictamen pericial, lo que 

requiere de la intervención, por lo menos, de actuaciones del suscrito apoderado, de la parte 

procesal, de la secretaría del despacho y de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, no existe 

certeza con que para la fecha en que se programó la diligencia de trámite y juzgamiento se podrá 

contar con la referida prueba pericial. 

381

http://www.arizaygomez.com/


 

Ariza & Gómez Abogados S.A.S. 
Calle 33 No. 6B – 24 Oficina 505 – PBX: (+571) 4660134 -  Móvil (+57) 3185864291 

www.arizaygomez.com 
Bogotá D.C. - Colombia 

Página 3 de 3 

 

 

De tal manera que, respetuosamente, se considera que en el presente caso no se reúnen los 

presupuestos necesarios para fijar fecha para audiencia de trámite y juzgamiento y que, por razones 

de economía procesal, resulta conveniente fijar fecha y hora para dicha diligencia tan pronto se 

incorpore al proceso la prueba pericial decretada por el Sr. Juez.  

 

Con fundamento en lo anterior, ruego al Sr. Juez reponer la decisión adoptada. 

 

III. Petición 

 

Con fundamento en lo expuesto, comedidamente solicito al Despacho: 

 

1. REPONER el auto del 18 de enero de 2023, notificado por estado del día 19 de enero 

pasado, mediante el cual se fijó fecha para audiencia de trámite y juzgamiento. 

 

 

Del Señor Juez, 

  

 

 

 

 

 

 

 

Rafael Alberto Ariza Vesga 

C.C. N°. 79.952.462 de Bogotá 

T.P. N° 112.914 del C. S. de la J. 
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Corrección de su auto del 12 de julio de 2022, NOTIFICADO el 13 del mismo mes y año

Pablo Cardenas <pablocardenas@orjuricol.com>
Vie 2022-07-15 9:20

Para: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Doctor
ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO
JUEZ 4 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ
jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
 
Ref:    Ordinario Laboral

Demandante:         ALBA PIEDAD RODRÍGUEZ ARIZA.  
Demandado:          BANCO POPULAR S.A.

           Radicación No:       11001-31-05-004-2020-00476-00. 

 Respetado Doctor.

A través de este mensaje, remito escrito escrito en formato pdf. 

Favor confirmar lo recibido. 

Atentamente.

PABLO ENRIQUE CÁRDENAS TORRES.
C.C. No. 19.169.817 de Bogotá.
T.P. No. 17.053 del C.S. de la J.

  

534

mailto:jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co


Bogotá D.C., 13 de julio 2022. 
 
Doctor 
ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO 
JUEZ 4 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 
 
Ref: Ordinario Laboral 

Demandante: ALBA PIEDAD RODRIGUEZ ARIZA.   
Demandado:  BANCO POPULAR S.A. 
Radicación No: 11001-31-05-004-2020-00476-00  
 

 

ASUNTO: Corrección de su auto del 12 de julio de 2022, NOTIFICADO 
el 13 del mismo mes y año.  

 
Respetado Doctor: 
 
Como apoderado de la actora en el proceso de la referencia, manifiesto que 

interpongo recurso de REPOSICION contra el auto del asunto, mediante el 

cual dispuso:  

“PRIMERO: RECONOCER PERSONERÍA a la Dr. DIEGO ARMANDO ROA MUÑOZ, 
como curador ad litem de Erika Daniela Sánchez Cuevas. 

 
SEGUNDO: ADMITIR la contestación de la demanda del curador ad litem de Erika 
Daniela Sánchez Cuevas. 

 
TERCERO: En firme, ingrese el expediente al despacho para señalar fecha de 

Audiencia”. 
 
Lo anterior, por cuánto su proveído definitivamente NO 
CORRESPONDE al proceso de la referencia. 
 

 
Atentamente: 
 
 

PABLO ENRIQUE CARDENAS TORRES 
C.C. 19.169.817 de Bogotá 

T.P. 17.053 del C.S.J. 
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Recurso Auto 6-12-22 Proceso Ordinario 2021-483

Jackeline Dominguez <estudiodeabogados12016@outlook.es>
Vie 2022-12-09 14:13

Para: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>;phuertas@godoycordoba.com
<phuertas@godoycordoba.com>;Luis Carlos Pereira Jimenez <notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co>;afchavez@godoycordoba.com
<afchavez@godoycordoba.com>;Laura Katherine Miranda Contreras <notificacionesjudiciales@porvenir.com.co>

Señor(a)   
 
JUEZ 4 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA.     
Correo: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E.               S.                     D. 
 
REF: ORDINARIO LABORAL DE INEFICACIA TRASLADO REGIMEN PENSIONAL  
EXPEDIENTE No. 2021 /483 
DEMANDANTE: PAOLA FORERO SALAMANCA  
DEMANDADOS: LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A, Y ADMINISTRADORA
COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES).        
   
Asunto: Recurso de Reposición contra auto de fecha 6 de Diciembre de 2022 No�ficado mediante Estado 7 de Diciembre de 2022. Art
63 CPTSS 

  
Respetado Doctor(a):   
   
En mi condición de apoderada de la demandante y dentro del término legal, presento ante su despacho recurso de reposición contra el
auto de fecha 6 de Diciembre de 2022, el cual fue no�ficado mediante estado del 7 de diciembre de 2022.

Anexo el respec�vo documento que argumenta el recurso de reposición. 

Agradezco su atención. 

Edith Dominguez
Apoderada Demandante 

Enviado desde Outlook
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Señor(a)   

 

JUEZ 4 LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA.     
Correo: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co 

E.  S.  D. 
 

REF: ORDINARIO LABORAL DE INEFICACIA TRASLADO REGIMEN PENSIONAL  

EXPEDIENTE No. 2021 /483 

DEMANDANTE: PAOLA FORERO SALAMANCA  

DEMANDADOS: LA SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 

PORVENIR S.A, Y ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES (COLPENSIONES).        

   
Asunto: Recurso de Reposición contra auto de fecha 6 de Diciembre de 2022 Notificado 

mediante Estado 7 de Diciembre de 2022. Art 63 CPTSS 1.  

  

Respetado Doctor(a):   

   

En mi condición de apoderada de la demandante y dentro del término legal,  presento ante su 

despacho recurso de reposición contra el auto de fecha 6 de Diciembre de 2022, el cual fue 

notificado mediante estado del 7 de diciembre de 2022. 

  
PETICIÓNES  

 

 Solicito revocar los numerales 1 y 3 del auto de fecha 6 de diciembre de 2022, y declarar que 

de conformidad a los artículos 8 y 92 de decreto 806 de 2020 en concordancia con la ley 2213 

 
1 “El recurso de reposición procederá contra los autos interlocutorios, se interpondrá dentro de los dos días siguientes a su no tificación 
cuando se hiciere por estados, y se decidirá a más tardar tres días después. Si se interpusiere en audiencia, deberá decidirse oralmente en 
la misma, para lo cual podrá el juez decretar un receso de media hora.” 

 
2 ARTÍCULO 8. Notificaciones personales. Las notificaciones que deban hacerse personalmente también podrán efectuarse con el envío de 

la providencia respectiva como mensaje de datos a la dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se rea lice la 
notificación, sin necesidad del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se enviarán 
por el mismo medio. 
 
El interesado afirmará bajo la gravedad del juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio 
suministrado corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las evidencias  
correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.  
La notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles siguientes al envío del mensaje y los términos 
empezarán a correr a partir del día siguiente al de la notificación. 
Para los fines de esta norma se podrán Implementar o utilizar sistemas de confirmación del recibo de los correos electrónicos o mensajes 
de datos. 
 
Cuando exista discrepancia sobre la forma en que se practicó la notificación, la parte que se considere afectada deberá manifestar bajo la 
gravedad del juramento, al solicitar la declaratoria de nulidad de lo actuado, que no se enteró de la providencia, además de cumplir con lo 
dispuesto en los artículos 132 a 138 del Código General del Proceso. 

 
PARÁGRAFO 1. Lo previsto en este artículo se aplicará cualquiera sea la naturaleza de la actuación, incluidas las pruebas extraprocesales o 
del proceso, sea este declarativo, declarativo especial, monitorio, ejecutivo o cualquiera otro.  
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de 2022 artículos 8 y 9, y la sentencia C 420-2020 formulada por la Corte Constitucional lo 

siguiente: 

 

1. Tener por notificada a la entidad Porvenir desde el día 16 de diciembre de 2021 (artículo 

8 decreto 806 de 2020), como se evidencia en el certificado DE ENVÍO, ENTREGA Y ACUSE DE 
RECIBO MENSAJE DE DATOS REALIZADO POR LA PLATAFORMA DE ENVÍOS ELECTRÓNICOS: 

https://procesos.notificadorelectronico.com DE: POSTACOL CON LICENCIA MIN TIC. 011953 
REGISTRO. POSTAL C.R.C. 0195.  

 
Dicha certificación se remito al correo electrónico del despacho junto con sus respectivos anexos 

el día 3 de marzo de 2022, por medio de la cual se certifica acuse de recibido por la demandada 
Porvenir y a su vez se solicitó al despacho dar aplicación al parágrafo 2. Del artículo 31 del código 
procesal del trabajo y de seguridad social y continuar con el trámite.  
  
2. Tener por no contestada la demanda por la demandante PORVENIR S.A, teniéndose en 

cuenta que el termino para el traslado comenzó a correr a los 2 días hábiles siguientes del envío 
del mensaje de datos (Decreto 806 de 2020). La notificación personal fue recibida el 13 de 

diciembre de 2021 y abierta el mismo día, venciéndose el plazo para dar contestación el 20 de 
enero de 2022.  

 

3. Dar aplicación al parágrafo 2. Del artículo 31 del código procesal del trabajo y de seguridad 
social, por lo que sus efectos jurídicos son plenos en contra de PORVENIR S.A.  

 
4. Que se señale fecha y hora para la celebración de la audiencia del artículo 77 del Código 

Procesal del Trabajo, de manera prioritaria y al transcurrir más de tres meses desde el envío de 
las notificaciones personales a las demandas. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Y RAZONES DE HECHO  
 

              Al correo institucional del despacho, en fecha 10 de marzo de 2022, se anexo el 
certificado expedido por la empresa de mensajería POSTACOL de la notificación personal 

 
PARÁGRAFO 2. La autoridad judicial, de oficio o a petición de parte, podrá solicitar información de las direcciones electrónicas o sitios de la 
parte por notificar que estén en las Cámaras de Comercio, superintendencias, entidades públicas o privadas, o utilizar aquell as que estén 
informadas en páginas Web o en redes sociales. 

 
ARTÍCULO 9. Notificación por estado y traslados. Las notificaciones por estado se fijarán virtualmente, con inserción de la providencia, y no 
será necesario imprimirlos, ni firmarlos por el secretario, ni dejar constancia con firma al pie de la providencia respectiva. 
No obstante, no se insertarán en el estado electrónico las providencias que decretan medidas cautelares o hagan mención a menores, o 
cuando la autoridad judicial así lo disponga por estar sujetas a reserva legal. 

 
De la misma forma podrán surtirse los traslados que deban hacerse por fuera de audiencia. 
Los ejemplares de los estados y traslados virtuales se conservarán en línea para consulta permanente por cualquier interesado . 

 
PARÁGRAFO. Cuando una parte acredite haber enviado un escrito del cual deba correrse traslado a los demás sujetos procesales, mediante 
la remisión de la copia por un canal digital, se prescindirá del traslado por secretaria, el cual se entenderá realizado a los dos (2) días hábiles 
siguientes al del envío del mensaje y el término respectivo empezará a correr a partir del día siguiente. 
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realizada a la demandada PORVENIR S.A, evidenciándose el acuse de recibida por la entidad 
desde el 13 de diciembre de 2022 de conformidad a lo consagrado en el artículo 8 decreto 806 
de 2020. En el mencionado correo se le manifestó al despacho la falta de contestación de la 

demanda en el término legal establecido, siendo evidente el quebrantamiento del artículo 9 del 
ya mencionado decreto y el articulo 74 del Código Procesal del trabajado y de la seguridad social.   
 
Por lo dicho, en la fecha que se procedió a darse contestación por parte de la demandada al 
despacho, ya se encontraba más que finiquitado el termino de ley (10 días), por lo que no se 
puede revivir, violándose el principio al debido proceso y legalidad.  
 
La fecha límite para proceder a la contestación de la demanda, era el 20 de enero de 2022 y la 
contestación fue enviada al correo del despacho el 2022-06-22, es decir cinco (5) meses después.  
 

Además, es importante aclarar que el artículo 293 del C.G.P, dice abro comillas. … “que ignora el 
lugar donde puede ser citado el demandado o quien deba ser notificado personalmente, se 

procederá al emplazamiento en la forma prevista en este código. 
 

En ningún momento se ignoró la dirección de notificación física o electrónica de la entidad 
porvenir, siendo informada al despacho en el respectivo acápite de notificaciones del escrito de 

demanda, cumpliéndose con el envío del traslado anticipado de la demanda y sus anexos a cada 

uno de los demandados como ordena el articulo 6 del Decreto 806 al correo institucional 
establecido en la página web y cumpliéndose con el envío de la notificación del artículo 8.  

 
Lo anterior se evidencia en el correo de fecha 5 de Octubre de 2021, al cual se dio aviso de 

recibido por la demanda PORVENIR S.A en la misma fecha y los correos de fechas 10 -3-22 y 17-
0192022   enviados al despacho anexándose las notificaciones personales enviadas a los emails 

de las demandadas, y la constancia de certificación del aviso de recibido de fecha 13 de diciembre 
de 2021.  

 
Se concluye que desde ningún punto de vista era procedente el nombramiento que se llevó a 
cabo de un curador ad litem. Sin embargo, dicha falencia ya fue subsanada por el despacho al 
eximir a la curadora nombrada de su cargo y como quedo depositado en el auto objeto de este 
recurso.    

PRUEBAS  

 

1. Correo electrónico de fecha 5 de octubre de 2022 remitido al correo institucional de la 

entidad PORVENIR S.A. traslado presentación de demanda.  

 

2. Correo Con acuse de recibido remitido por PORVENIR S.A de fecha 5 de octubre de 2022, 

traslado presentación de demanda.   

 

3. Correo de fecha 17 de enero de 2022 enviado al correo institucional del Juzgado 4 Laboral 

del circuito de Bogota con la documentación remitida correspondiente a la notificación 
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articulo 8 decreto 806 de 2020 enviado a COLPENSIONES y PORVENIR S.A notificándoles 

el auto admisorio de la demanda, junto con los respectivos anexos.  

 
4. Correo de fecha 10 de marzo de 2022 enviado al correo institucional del Juzgado 4 laboral 

del circuito de Bogota, con anexo certificación notificación articulo 8 decreto 860 con 

acuse de recibido por la entidad PORVENIR S.A de fecha 13 de diciembre de 2021.  

 
5. Todas y cada una de las documentales anexas al proceso.   

  

COMPETENCIA  

  

Usted es competente para conocer del recurso de Reposición.   
   

NOTIFICACIONES  

La suscrita en la calle 106 No 13-35 de Bogotá, Email de notificación para este proceso 

estudiodeabogados12016@outlook.es y Celular: 3182915296  

Mi poderdante en la Carera 111 A 148 -50 torre 2 apto 1602 barrio suba Tibabuyes de Bogotá, 

y email paoforerosalamanca@gmail.com.      

 

Atentamente.  
 

 

  

EDITH DOMINGUEZ  
T. P. 111016 del C. S. de la J.   

C. de C. No. 52.332.629 de Bogotá.   
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19/12/22, 11:35 Correo: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAMkAGFmMWI5YzRjLWJmZTAtNDYwMy1hNWJjLThhMDkxOTk3ZmVlMwBGAAAAAAAnMszMY1vnTbIn3QV1DzzKBwAi60fZl7q0QYMeqDVmSXnhAAAAA%2… 1/1

RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA VS COLPENSIONES RAD.
2021-00228

Luisa Fernanda Martínez López <luisaabogada5689@gmail.com>
Lun 2022-12-19 9:33

Para: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenos días 

Anexo, Recurso de reposición. en Subsidio el de apelación, contra el Auto del 14 de diciembre de 2022, notificada por Estado el 15 de
diciembre de 2022, por medio del cual se tiene por NO CONTESTADA, la demanda por parte de COLPENSIONES

Demandante:           MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA C.C. 39663624
Demandada:            COLPENSIONES
Asunto:                      RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO APELACIÓN
Radicado:                 11001310500420210022800

Para los fines pertinentes, quedo atenta.
--
LUISA FERNANDA MARTÍNEZ LÓPEZ
Celular 3137105135
Abogada
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Doctor 
ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO 
JUEZ CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
E.S.D 
  
 
Medio de control:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
Demandante: MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA C.C. 39663624 
Demandada: COLPENSIONES 
Asunto:   RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO APELACIÓN  
Radicado:   11001310500420210022800 

 
 
LUISA FERNANDA MARTINEZ LOPEZ, mayor de edad, identificada con C.C. Nº 
1.053.795.580 expedida en Manizales y T.P. Nº 231.411 del C. S., de la J., domiciliado 
en la ciudad de Manizales, abogado en ejercicio, obrando en calidad de 
apoderado sustituto del Dr. MIGUEL ÁNGEL RAMIREZ GAITAN identificado con C.C. 
Nº 80.421.257 de Bogotá, portador de la T.P. Nº 86.117 del C.S. de la J., apoderado 
principal de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones; me 
permito presentar, en termino recurso de reposición en subsidio apelación contra 
el auto emitido el 21 de junio de 2022, y notificado por estado el día 22 del mismo 
mes, mediante el cual se advierte que COLPENSIONES no presentó escrito de 
contestación de la demanda. 
 
MOTIVOS DE INCONFORMIDAD CON EL AUTO EN MENCION  
 
De conformidad con el artículo 318 y 322 del Código General del Proceso, procedo 
a sustentar mi recurso en los siguientes términos:  
 

1. El día 08 de marzo del año 2022, mediante auto notificado por estados, se 
admitió la demanda instaurada por la señora MAGDA PATRICIA BOGOTA 
BARRERA  contra COLPENSIONES. 
 

2. El día 14 de marzo de 2022, el despacho mediante notificación personal, 
procedió a notificar a COLPENSIONES.   
 

3. El día 15 de diciembre de 2022, se notifica por estados el auto del 14 de 
diciembre de 2022, mediante el cual se advierte que COLPENSIONES no dio 
respuesta a la demanda. 
 

Esta apoderada judicial, discrepa de la decisión adoptada por el juez, en virtud a 
que, se considera que se vulnera el derecho al debido proceso y al acceso a la 
justicia, toda vez que estando en término oportuno fue presentada la contestación 
de la demanda, por cuanto, conforme a soporte que envío anexo al presente 
escrito, la contestación de la demanda se presentó el 29 de marzo de 2022 a las 
15:34 pm, es decir, el día 10 del vencimiento de la contestación de la demanda, 
términos que se contaron de la siguiente forma: 
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15,16,17,18 días hábiles 
19,20 y 21, días no hábiles y festivo 
22,23,24,25 días hábiles 
26 y 27 festivos 
28 y 29 días hábiles del mes de marzo de 2022 
 
De acuerdo a lo anterior, tenía COLPENSIONES, términos para contestar la 
demanda, hasta el 29 de marzo de 2022, día en el cual se presentó la contestación 
de la demanda. 
 
Dentro del soporte que se anexa al presente Recurso, se logra evidenciar que el 
apoderado judicial sustituto para la fecha de los hechos, dio por contestada la 
demanda en los términos establecidos por la Ley,  
 

De acuerdo a lo anterior, estaría el Despacho desconociendo el Derecho del que 
cuenta mi representada, a la contradicción, además hay una evidente afectación 
jurídica para la Entidad al no tener en cuenta la contestación de la demanda. 

 
 PETICIÓN 
 

1. Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, mi representada solicita 
al despacho revocar el auto que dio por no contestada la demanda por 
parte de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES y en 
su lugar decretar que la misma se realizó en termino oportuno por 
COLPENSIONES, en consecuencia dejar sin efecto el auto recurrido 
  

2. En caso de que el juzgado mantenga su decisión, solicito respetuosamente 
remitir el expediente con la finalidad de surtir el recurso de apelación y por 
lo tanto solicito al Honorable Tribunal del Distrito Judicial Sala Laboral, 
revocar el auto en razón a los argumentos expuestos.  

 
 
Anexos. 
 

- Soporte contestación de demanda del 29 de marzo de 2022, con la 
contestación de la demanda 

Atentamente, 
 

                    
 
LUISA FERNANDA MARTÍNEZ LÓPEZ.  
C.C.1.053.795.580  EXPEDIDA EN MANIZALES. 
T.P. 231.411 DEL C.S DE LA J. 



4/4/22, 11:14 Gmail - CONTESTACION DEMANDA COLPENSIONES 2021-228 DE MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA EN CONTRA DE CO…

https://mail.google.com/mail/u/0/?ik=a9bef92463&view=pt&search=all&permthid=thread-a%3Ar3531337371827893427&simpl=msg-a%3Ar398846344… 1/1

brayan leon coca <ableonc93@gmail.com>

CONTESTACION DEMANDA COLPENSIONES 2021-228 DE MAGDA PATRICIA
BOGOTA BARRERA EN CONTRA DE COLPENSIONES Y OTRO, ESCRITURA
PUBLICA, CERTIFICADO 2021 ESCRITURA, CONTESTACION,EXPEDIENTE ADVO,
HISTORIA LABORAL 
1 mensaje

brayan leon coca <ableonc93@gmail.com> 29 de marzo de 2022, 15:34
Para: "Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C." <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Cordial saludo.
Me permito allegar la documental reseñada con el propósito de que repose en el plenario,  muchas gracias.
Por favor, acusar recibido!!
Atentamente:
Brayan Leon Coca (apoderado sustituto de Colpensiones)
C.C 1.019.088.845
T.P 301.126 del C.S de la J
Adjunto:

6 adjuntos

ESCRITURA PUBLICA..pdf 
2451K

SOPORTE ESCRITURA PUBLICA ACTUALIZADA 2021.pdf 
209K

SUSTITUCION.pdf 
401K

CONTESTACION COLPENSIONES 2021-228.pdf 
726K

EA.zip 
13295K

HL.PDF 
37K

https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=a9bef92463&view=att&th=17fd762f7fdc9c2b&attid=0.1&disp=attd&realattid=f_l1clib9f0&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=a9bef92463&view=att&th=17fd762f7fdc9c2b&attid=0.2&disp=attd&realattid=f_l1clii0y1&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=a9bef92463&view=att&th=17fd762f7fdc9c2b&attid=0.3&disp=attd&realattid=f_l1cljf5j3&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=a9bef92463&view=att&th=17fd762f7fdc9c2b&attid=0.4&disp=attd&realattid=f_l1cljna33&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=a9bef92463&view=att&th=17fd762f7fdc9c2b&attid=0.5&disp=attd&realattid=f_l1cljxjx4&safe=1&zw
https://mail.google.com/mail/u/0/?ui=2&ik=a9bef92463&view=att&th=17fd762f7fdc9c2b&attid=0.6&disp=attd&realattid=f_l1clk6fm5&safe=1&zw
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SEÑOR 
JUEZ  (04°) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

E. S.    D. 

 

Asunto:            Contestación de Demanda Laboral de Primera Instancia  
Proceso:            2021-228 
Demandante: MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA 
Demandados: Administradora Colombiana de Pensiones –     

COLPENSIONES- Administradora de Pensiones y cesantias – 
Administradora de Pensiones y cesantias – PORVENIR   

 

BRAYAN LEON COCA, abogado en ejercicio, identificado como aparece al pie de 
mi correspondiente firma, en mi calidad de apoderado sustituto de la 
Administradora Colombiana de Pensiones - en adelante COLPENSIONES-, de 
acuerdo al poder de sustitución otorgado por el Dra. DANNIA VANESSA YUSSELFY 
NAVARRO ROSAS, en su calidad de apoderado especial, conforme consta en el 
poder que al efecto adjunto a la presente, cordialmente solicito al Despacho 
reconocerme personería para actuar de acuerdo al poder adjunto y estando 
dentro del término de la oportunidad procesal, de manera respetuosa me permito 
dar contestación a la demanda propuesta dentro del proceso de la referencia 
instaurado contra mi representada, para que mediante sentencia que haga 
tránsito a cosa juzgada se absuelva a mi representada de todas y cada una de las 
pretensiones propuestas en la demanda y se condene en costas a la demandante. 

 
NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y 

DOMICILIO 
 
La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una empresa 
industrial y comercial del Estado del orden nacional, organizada como entidad 
financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería 
jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto 
consiste en la administración estatal del régimen de prima media con prestación 
definida incluyendo la administración de los beneficios económicos periódicos de 
que trata el Acto Legislativo 01 de 2005, de acuerdo con lo que establezca la ley 
que los desarrolle. 
 
La representación legal la ejerce el Doctor JUAN MIGUEL VILLA LORA identificado 
con Cédula de Ciudadanía 12.435.765 en el cargo de Presidente Grado 03 de la 
Administradora Colombiana de Pensiones Colpensiones para el cual fue designado 
mediante Acuerdo 138 del 17 de octubre de 2018. 
 
El domicilio principal es la ciudad de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre 
B piso 11, número telefónico 2170100. 
 

A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 
 
Me opongo a que prosperen todas y cada una de las pretensiones declarativas y 
condenatorias propuestas, por carecer de sustento fáctico y legal, como se 
demostrará a continuación: 
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1. PRETENSION :  Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en virtud de que 
la demandante se encuentra válidamente afiliada al Régimen de Ahorro 
Individual Con Solidaridad, cuando suscribió el formulario de afiliación de manera 
libre y voluntaria. Así mismo, no puede dejarse de lado que, al momento de 
efectuarse las afiliaciónes al RAIS, no se encontraba inmersa en las causales de 
prohibición y por ende su traslado es válido conforme lo indica la normatividad. 

2. PRETENSION :  Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en virtud de que 
la demandante se encuentra válidamente afiliada al Régimen de Ahorro 
Individual Con Solidaridad, cuando suscribió el formulario de afiliación de manera 
libre y voluntaria. Así mismo, no puede dejarse de lado que, al momento de 
efectuarse las afiliaciónes al RAIS, no se encontraba inmersa en las causales de 
prohibición y por ende su traslado es válido conforme lo indica la normatividad. 

3.  PRETENSION :  Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en virtud de que 
COLPENSIONES no puede actuar en contra de las disposiciones legales, motivo por 
el cual y en virtud del Principio de Legalidad no puede activar la afiliación en el 
RPM de un afiliado que se encuentra vinculado a un régimen diferente al 
administrado por mi representada, de igual manera la demandante se encuentra 
válidamente afiliada al Régimen de Ahorro Individual Con Solidaridad, cuando 
suscribió el formulario de afiliación de manera libre y voluntaria. 

Por lo tanto, COLPENSIONES no está facultada para recibir los aportes por ella 
efectuados al RAIS. 
 
Ahora bien, si en gracia de discusión si se determina que al demandante le asiste 
derecho a la declaratoria de nulidad de afiliación, la AFP demandada   deberá 
restituir los valores de la cuenta individual de la accionante a mi representada 
Administradora Colombiana De Pensiones Colpensiones, conforme a lo 
establecido en el artículo 113 de la Ley 100 de 1993, que establece: 
 

ARTÍCULO 113. TRASLADO DE RÉGIMEN. Cuando los afiliados al Sistema en 
desarrollo de la presente Ley se trasladen de un régimen a otro se aplicarán 
las siguientes reglas: 
a) Si el traslado se produce del Régimen de Prestación Definida al de Ahorro 

Individual con Solidaridad, habrá lugar al reconocimiento de bonos pensionales 
en los términos previstos por los artículos siguientes; 

b) b) Si el traslado se produce del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad al 
Régimen de Prestación Definida, se transferirá a este último el saldo de la cuenta 
individual, incluidos los rendimientos, que se acreditará en términos de semanas 
cotizadas, de acuerdo con el salario base de cotización. 

 

4.  PRETENSION : Nos oponemos, teniendo en cuenta no gozan de vocación de 
prosperidad las pretensiones de la demanda, no hay lugar a condenar por este 
concepto a mi representada. 

 
 

A LOS HECHOS: 

 
1. Es cierto. 
2. No me consta, teniendo en cuenta que mi representada no tiene 

conocimiento de la información brindada por los asesores de la AFP ., por lo 
tanto, no se puede manifestar la veracidad o falsedad de este hecho. 
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Solicito se pruebe dentro del proceso. Sumado al hecho debe manifestarse 
que la carga de la información no sólo está en la AFP, sino que también es 
deber del afiliado o el cliente informarse del servicio que va a adquirir. 
Además, debe precisarse que los beneficios, características, condiciones y 
modalidades pensionales propias de este régimen están consignadas en los 
artículos 59 y siguientes de la ley 100 de 1993, norma que por ser de alcance 
nacional impone su conocimiento a todos los ciudadanos a partir de su 
promulgación, por tanto no le es dable al demandante alegar la ignorancia 
como excusa a voces de lo que prevé el artículo 9 de Código Civil, para 
atribuir a la AFP la responsabilidad de haber omitido información al respecto 
ya que este señalamiento lo hace la ley. 

3. No me consta, teniendo en cuenta que mi representada no tiene 
conocimiento de la información brindada por los asesores de la AFP ., por lo 
tanto, no se puede manifestar la veracidad o falsedad de este hecho. 
Solicito se pruebe dentro del proceso. Sumado al hecho debe manifestarse 
que la carga de la información no sólo está en la AFP, sino que también es 
deber del afiliado o el cliente informarse del servicio que va a adquirir. 
Además, debe precisarse que los beneficios, características, condiciones y 
modalidades pensionales propias de este régimen están consignadas en los 
artículos 59 y siguientes de la ley 100 de 1993, norma que por ser de alcance 
nacional impone su conocimiento a todos los ciudadanos a partir de su 
promulgación, por tanto no le es dable al demandante alegar la ignorancia 
como excusa a voces de lo que prevé el artículo 9 de Código Civil, para 
atribuir a la AFP la responsabilidad de haber omitido información al respecto 
ya que este señalamiento lo hace la ley. 

4. No me consta, teniendo en cuenta que mi representada no tiene 
conocimiento de la información brindada por los asesores de la AFP ., por lo 
tanto, no se puede manifestar la veracidad o falsedad de este hecho. 
Solicito se pruebe dentro del proceso. Sumado al hecho debe manifestarse 
que la carga de la información no sólo está en la AFP, sino que también es 
deber del afiliado o el cliente informarse del servicio que va a adquirir. 
Además, debe precisarse que los beneficios, características, condiciones y 
modalidades pensionales propias de este régimen están consignadas en los 
artículos 59 y siguientes de la ley 100 de 1993, norma que por ser de alcance 
nacional impone su conocimiento a todos los ciudadanos a partir de su 
promulgación, por tanto no le es dable al demandante alegar la ignorancia 
como excusa a voces de lo que prevé el artículo 9 de Código Civil, para 
atribuir a la AFP la responsabilidad de haber omitido información al respecto 
ya que este señalamiento lo hace la ley. 

5. No me consta, teniendo en cuenta que mi representada no tiene 
conocimiento de la información brindada por los asesores de la AFP ., por lo 
tanto, no se puede manifestar la veracidad o falsedad de este hecho. 
Solicito se pruebe dentro del proceso. Sumado al hecho debe manifestarse 
que la carga de la información no sólo está en la AFP, sino que también es 
deber del afiliado o el cliente informarse del servicio que va a adquirir. 
Además, debe precisarse que los beneficios, características, condiciones y 
modalidades pensionales propias de este régimen están consignadas en los 
artículos 59 y siguientes de la ley 100 de 1993, norma que por ser de alcance 
nacional impone su conocimiento a todos los ciudadanos a partir de su 
promulgación, por tanto no le es dable al demandante alegar la ignorancia 
como excusa a voces de lo que prevé el artículo 9 de Código Civil, para 
atribuir a la AFP la responsabilidad de haber omitido información al respecto 
ya que este señalamiento lo hace la ley. 

6. No me consta, teniendo en cuenta que mi representada no tiene 
conocimiento de la información brindada por los asesores de la AFP ., por lo 
tanto, no se puede manifestar la veracidad o falsedad de este hecho. 
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Solicito se pruebe dentro del proceso. Sumado al hecho debe manifestarse 
que la carga de la información no sólo está en la AFP, sino que también es 
deber del afiliado o el cliente informarse del servicio que va a adquirir. 
Además, debe precisarse que los beneficios, características, condiciones y 
modalidades pensionales propias de este régimen están consignadas en los 
artículos 59 y siguientes de la ley 100 de 1993, norma que por ser de alcance 
nacional impone su conocimiento a todos los ciudadanos a partir de su 
promulgación, por tanto no le es dable al demandante alegar la ignorancia 
como excusa a voces de lo que prevé el artículo 9 de Código Civil, para 
atribuir a la AFP la responsabilidad de haber omitido información al respecto 
ya que este señalamiento lo hace la ley. 

7. No me costa. Como quiera que mi representada desconoce la veracidad o 
falsedad de este hecho, por ende, nos atenemos a lo probado en el curso 
del proceso. 
 

 
 

RAZONES DE DEFENSA 
 
 
Solicito respetuosamente al despacho se sirva negar las pretensiones declarativas 
y condenatorias impetradas por la parte demandante, en atención, a que de las 
pruebas allegadas dentro del acervo probatorio y de los fundamentos fácticos y 
jurídicos mencionados en la demanda, es evidente que en el presente caso, la 
demandante, la señora  MAGDA PATRICIA BOGOTA HERRERA no acredita los 
supuestos legales para que se declare la ineficacia y/o nulidad del traslado 
efectuado del RPM al RAIS el 01 de marzo de 2000 al suscribir el formulario de 
afiliación con la AFP PORVENIR S.A., donde actualmente se encuentra la  
demandante.  

Es necesario señalar que el Sistema General de Pensiones busca “(…) garantizarle 
a la población el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, invalidez 
y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se 
determinan en la presente ley (…)”, es decir que el Sistema General de Pensiones 
busca proveerle a sus afiliados la posibilidad, que a través de cualquiera de los 
regímenes en él dispuestos, sean cobijadas las contingencias que puedan llegar a 
afectar sus condiciones de vida, siendo estas la vejez, invalidez y muerte. 

Es por lo anterior que el Sistema General de Pensiones ha dispuesto a sus afiliados 
distintas clases de regímenes para que de acuerdo a las condiciones y beneficios 
que ofrece cada una de ellas decidan acogerse al régimen de su conveniencia. 
Argumento que se sustenta en los literales b. y e. del artículo 13 de la Ley 100 de 
1993, este último modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, que disponen: 

“(…) 

b. La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo 
anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto 
manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o del 
traslado. 

(…) 

e. Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen 
de pensiones que prefieran (…)” (Subrayas y negrita fuera del texto original) 
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La libertad en la escogencia del régimen en materia pensional es, según Sentencia 
C-1024 de 2004 proferida por la Corte Constitucional, M.P. Rodrigo Escobar Gil, “(…) 
un derecho de rango legal y no de origen constitucional (…)” y su regulación se 
encuentra en cabeza del legislador, siendo su deseo el otorgarle la facultad a 
cada afiliado de escoger el régimen de su conveniencia.   

Además, en el artículo 2 de la Ley 797 de 2003 anteriormente mencionado se 
determinó la posibilidad que el afiliado se traslade de régimen una vez cada cinco 
años contados a partir de la selección inicial, sin embargo, por razones financieras 
y de estabilidad en el sistema pensional, esta misma norma limitó este derecho 
cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para alcanzar la edad a pensión, 
salvo los afiliados que tuvieran 15 años cotizados a la entrada en vigencia del 
sistema general de pensiones, para quienes se conservó el derecho a regresar al 
Régimen de Prima Media en cualquier momento, es decir para aquellos afiliados 
beneficiario del Régimen de Transición de conformidad como se expuso en 
sentencia SU 062 DE 2010. 

Esta limitación se justifica en las adiciones efectuadas mediante el Acto Legislativo 
01 de 2005 al artículo 48 de la Constitución Política, a través del cual, tal como se 
manifestó en la exposición de motivos del referido Acto, se instauró el PRINCIPIO DE 
SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA en razón a las siguientes consideraciones: 

“A través de dicho proyecto se introduce como criterio el que debe 
procurarse la sostenibilidad financiera del Sistema de Seguridad Social, 
asegurando realmente la efectividad del derecho a una pensión para todos 
los colombianos, y conciliando el derecho a las pensiones con la necesidad 
que tiene el Estado de destinar recursos para atender sus deberes frente a 
todos los colombianos en materia de salud, educación y otros gastos 
sociales. 

(…) 

En la medida en que el país ha venido haciendo un esfuerzo considerable 
por sanear el problema pensional, es fundamental establecer mecanismos 
para evitar que en un futuro dicho esfuerzo pueda verse desperdiciado. Por 
tal razón, se propone incluir como principio constitucional el de la 
sostenibilidad financiera del sistema. Lo anterior implica, por consiguiente, 
que en cualquier regulación futura que se haga del régimen pensional se 
debe preservar su equilibrio financiero, evitando por consiguiente 
situaciones críticas como las que podrían producirse de no adoptarse las 
reformas que han venido siendo estudiadas por el Congreso y el presente 
proyecto de Acto Legislativo” (Subrayas y negritas fuera del texto original). 

Así mismo, sobre la constitucionalidad de las anteriores restricciones se pronunció 
la Corte Constitucional en la Sentencia C-1024 de 2004 cuyo contenido reprodujo 
en lo pertinente en la sentencia C-062 de 2010, en donde manifestó: 

“El objetivo perseguido con el señalamiento del periodo de carencia en la 
norma acusada consiste en evitar la descapitalización del fondo común del 
régimen solidario de prima media, que se produciría si se permitiera que las 
personas que no han contribuido al fondo común y que por lo mismo no 
fueron tenidas en consideración en la realización del cálculo actuarial para 
determinar las sumas que representaran en el futuro el pago de sus pensiones 
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y su reajuste económico, pudiesen trasladarse de régimen cuando 
estuviesen próximos  al cumplimiento de los requisitos para acceder a la 
pensión de vejez, lo que contribuiría a desfinanciar el sistema y por ende 
poner en riesgo la garantía  del derecho irrenunciable a la pensión del resto 
de cotizantes” 

Desde esta perspectiva dice la Corte Constitucional: “Que dicho régimen se 
sostiene sobre las cotizaciones efectivamente realizadas en la vida laboral de los 
afiliados, para que una vez cumplidos los requisitos de edad y semanas puedan 
obtener una pensión mínima independientemente de las sumas efectivamente 
cotizadas, permitir que una persona próxima a la edad de pensionarse se beneficie 
y resulte subsidiada por las cotizaciones de los demás, resulta contrario no solo al 
concepto constitucional de Equidad (C.P. art 95), sino también al principio de 
eficiencia pensional, el cual consiste en obtener la mejor utilización económica de 
los recursos administrativos y financieros disponibles para asegurar el 
reconocimiento y pago en forma adecuada, oportuna y suficiente de los 
beneficios a que da derecho el sistema de seguridad social.” 

En este mismo sentido, la Corte Constitucional en Sentencia T-489 del 2010 resaltó 
la importancia de la prohibición objeto de estudio cuyo fundamento siempre ha 
sido la protección del Principio Constitucional de SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL 
SISTEMA, en los siguientes términos: 

 

“(…) la Sala se permite destacar dos ideas, relacionadas ambas con la 
sostenibilidad económica del sistema pensional. Ellas son: a-- La primera 
tiene que ver con la protección del capital pensional. No se puede permitir 
“la descapitalización del fondo”, si personas que no contribuyeron a su 
formación, vienen a último momento, cuando les faltan ya menos de 10 años 
para concretar su pensión de vejez, a beneficiarse de un ahorro comunitario 
accediendo a una pensión, cuyo pago desfinancia el sistema. b- En 
segundo término, desde una perspectiva social se contraría la equidad y se 
abandona el valor de la justicia material, al permitir a personas que no han 
contribuido a los rendimientos de los fondos pensionales, entren a 
beneficiarse y a subsidiarse a costa de las cotizaciones y los riesgos asumidos 
por otras y no por ellas mismas” (Subrayas y negritas fuera de texto original) 

 

Por lo tanto, todas las actuaciones de COLPENSIONES deben estar encaminadas 
en pro del cumplimiento del Principio Constitucional de SOSTENIBILIDAD 
FINANCIERA DEL SISTEMA y de las disposiciones legales instauradas con la entrada 
en vigencia de la Ley 797 de 2003 y el Acto Legislativo 01 de 2005 que buscan 
proteger tal Principio.  

En consecuencia, se tiene que en el presente caso la Sra. MAGDA PATRICIA 
BOGOTA HERRERA presentó solicitud de traslado al RPM ante COLPENSIONES el 12 
de julio de 2021 y al verificar su cédula de ciudadanía se obtiene que para la 
actualidad tiene 57  años, concluyéndose así que la  demandante ya se 
encontraba inmerso en la prohibición legal para realizar traslado y al no contar con 
15 años de cotizaciones para el 1° de abril de 1994 resultaría a todas luces 
improcedente por parte de mi representada tener como afiliado a la demandante 
al RPM, salvaguardando el Principio Constitucional de SOSTENIBILIDAD FINANCIERA 
DEL SISTEMA. 

Maxime cuando, la Corte Constitucional, en Sentencia de Unificación SU-062 del 
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2010 dispuso: 

“Por lo anterior, resulta imperativo ajustar la jurisprudencia constitucional a 
la normatividad vigente y reiterar lo indicado por esta corporación en las 
sentencias C-789 de 2002 y C-1024 de 2004”. En concordancia con lo dicho, 
y aun cuando el punto no era la materia propia de decisión, la citada 
sentencia de unificación también retomó el tema referente a la posibilidad 
de retornar en “cualquier tiempo” al régimen de prima media con el fin de 
pensionarse de acuerdo con las normas anteriores a la Ley 100/93, 
destacando que tal retorno no opera para todos los sujetos del régimen de 
transición indistintamente, sino para una categoría de ellos, es decir, para 
quienes a 1° de abril de 1994 contaban con 15 años o más de servicios 
cotizados. Bajo este criterio, se acoge nuevamente lo expuesto en las 
Sentencias C-789 de 2002 y C-1024 de 2004, en las que se interpretó el 
alcance de los artículos 13 y 36 de la Ley 100/93” (Subrayas y negritas fuera 
del texto original). 

 

De conformidad con lo expuesto y pese a que actualmente la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha indicado que para efectos de la 
declaratoria de la ineficacia del traslado de régimen resulta irrelevante si el 
demandante es beneficiario o no del régimen de transición, consideramos 
necesario precisar que en el presente caso que el actor  no es beneficiario del 
régimen de transición, dado que, al 1 de abril de 1994  no contaba con 35 años y 
las 750 semanas  al 01 de abril de 1994  cotizadas ante el RPM, en razon que tenia 
(28 ) años y 350 semanas 

Lo cual es relevante, ya que frente al tópico de las expectativas legitimas la Corte 
Constitucional en la sentencia C-789 de 2002, denominó la existencia de una 
posición jurídica llamada expectativa legitima que otorga a sus beneficiarios una 
particular protección fr1nte a cambios normativos que atacan las fundadas 
aspiraciones que están próximos a reunir los requisitos de reconocimiento de un 
derecho subjetivo, en esta sentencia la Corte Constitucional puntualizó que:  

“El establecimiento de regímenes de transición representa uno de los 
instrumentos de salvaguarda de las expectativas legítimas, pues no 
resulta constitucionalmente admisible que una persona que ha 
desplegado un importante esfuerzo en la consecución de un derecho y 
se encuentra próxima a pensionarse vea afectada su posición de forma 
abrupta o desproporcional” Específicamente creó “la creación de un 
régimen de transición constituye entonces un mecanismo de protección 
para que los cambios producidos por transito legislativo no afecten 
desmesuradamente a quienes si bien no han adquirido el derecho a la 
pensión por no haber cumplido los requisitos para ello, tienen una 
expectativa legitima para adquirir ese derecho por estar próximos a 
cumplir los requisitos para pensionarse en el momento del tránsito 
legislativo” 

 
También en la sentencia T-832A de 2013, se explicó: 
 

“Las expectativas legitimas se ubican en una posición intermedia entre 
las meras expectativas y los derechos adquiridos, las tres figuras hacen 
alusión a la posición fáctica y jurídica concreta en que podría 
encontrarse un sujeto frente a un derecho subjetivo. Una persona tiene 
un DERECHO ADQUIRIDO cuando ha cumplido la totalidad de los 
requisitos exigidos para el reconocimiento del mismo, estará ante una 
MERA EXPECTATIVA cuando no reúna ninguno de los presupuestos de 
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acceso a la prestación y tendrá una EXPECTATIVA LEGITIMA, un derecho 
eventual cuando logre consolidar una situación fáctica y jurídica 
concreta en virtud de la satisfacción de alguno de los requisitos 
relevantes del reconocimiento del derecho subjetivo”  
 

De otro lado, la Jurisprudencia de esta corporación ha señalado que:  
 

1. Las meras expectativas carecen de amparo en la resolución de casos 
concretos. 

2. Los derechos adquiridos gozan de una poderosa salvaguarda por haber 
ingresado al patrimonio del titular, y  

3. Las expectativas legítimas son merecedoras de una protección intermedia 
atendiendo a los factores relevantes del asunto especifico y los criterios de 
razonabilidad y proporcionalidad”. 

Por lo anterior, se concluye que la demandante al no acreditar 15 años de servicios 
no tenía una expectativa legitima frente al reconocimiento de un derecho 
pensional y, en consecuencia, al momento de efectuarse la afiliación al RAIS, 
acreditaba a penas una mera expectativa, lo que permite evidenciar que no existe 
un perjuicio claro, cierto y específico como consecuencia del traslado efectuado 
ante el RAIS. 

De manera que se ratifica que en caso de que deseen retornar al régimen de prima 
media, por considerar que les resulta más favorable a sus expectativas de pensión, 
no podrán hacerlo si les faltan 10 años o menos para cumplir la edad para tener 
derecho a la pensión de vejez, en virtud la exequibilidad condicionada del artículo 
13 de la ley 100 de 1993, declarada en la sentencia C-1024 del 2004. (Corte 
Constitucional, sentencia SU -130, Mar. 13/13, Gabriel Eduardo Mendoza).  
 
Lo anterior, ya que en casos como nos ocupa es necesario validar el alcance del 
artículo 167 del C.G.P, reza del siguiente tenor” 
 

“Artículo 167: ARTÍCULO  167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe  a las 
partes probar  el supuesto de hecho de las normas que consagran el 
efecto jurídico que ellas persiguen. 

No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de 
oficio o a petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, 
durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de 
fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se 
encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias 
o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará en 
mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material 
probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por 
circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido 
directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de 
indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, 
entre otras circunstancias similares.  

Es decir, si con el traslado de régimen del demandante no se vio afectado, en 
atención, a que no es beneficiaria del régimen de transición y no tenía una 
expectativa legitima para adquirir su derecho pensional en el RPM, es en ella, en 
quien recae la carga de la prueba ya que corresponde a cada parte probar el 
supuesto de hecho que exhibe. 
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Ahora bien, atendiendo las situaciones particulares del caso, el juez puede invertir 
la carga de la prueba exigiendo probar determinado hecho a la parte que se 
encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias.  

Sin embargo, vale señalar que la carga dinámica e inversión de la prueba al interior 
de un proceso judicial exige la igualdad entre las partes con parámetros de buena 
fe y lealtad procesal. Así la sentencia C 086 de 2016 que analizó la 
constitucionalidad del art. 167 del Código General del Proceso, indicó: 

“7.4.- En lo concerniente a la configuración de la carga dinámica de la 
prueba debe decirse que atiende su inspiración teórica, fundada en los 
pilares de solidaridad, equidad (igualdad real entre las partes), lealtad y 
buena fe procesal, todos ellos reconocidos en la Carta Política de 1991, 
donde el principio “quien alega debe probar”  cede su lugar al principio 
“qui en  puede debe probar”. Su ejercicio por parte del juez es, en 
consecuencia,  manifestación  de una competencia  plenamente  
legítima  bajo  el  prisma  de  un  Estado  Social  de Derecho. 

En la regulación aprobada por el Legislador este decidió -también de 
manera deliberada y consciente- no fijar un catálogo cerrado de 
episodios en las cuales puede tener cabida la carga dinámica de la 
prueba. Por el contrario, dejo abierta esa posibilidad al juez,  “según  las 
particularidades del caso”,  para lo  cual mencionó solo algunas 
hipótesis: (i) la posesión de la prueba en una  de  las partes, (ii) la 
existencia de circunstancias técnicas especiales, (iii) la  previa y directa 
intervención en los hechos, (iv) el estado de indefensión o de 
incapacidad de una de las partes, “entre otras circunstancias similares”. 

Igualmente destaca la Corte constitucional que los eventos 
mencionados “recogen en buena medida las reglas trazadas por la 
jurisprudencia tanto de la Corte Suprema de Justicia como de la propia 
Corte Constitucional”. Además, agrega con nitidez que “el Legislador 
facultó a los jueces para  evaluar las circunstancias de cada caso y 
definir si se dan o no los supuestos genéricos para recurrir en ciertos casos 
a la carga dinámica de la prueba. Esta decisión resulta comprensible y 
completamente válida, no solo ante la dificultad para anticiparse a 
nuevas situaciones en una sociedad que presenta vertiginosos cambios 
–algunos tal vez inimaginables-, sino porque  son los contornos de cada 
situación los que permiten evaluar si la igualdad entre las partes se ha 
visto  o  no  comprometida  y  se  requiere  de  la “longa  manus” del  
juez  para restablecerla.” 

En conclusión, tal inversión de la carga no puede hacerse de forma automática y 
de la misma forma para todos los procesos judiciales que persigan la ineficacia y/o 
nulidad de traslado como se ha establecido por la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia, al indicar que sin atender las situaciones particulares de 
cada caso, se invierte la carga de la prueba en cabeza del fondo privado y exime 
al demandante de aportar soporte alguno que demuestre la existencia de un vicio, 
fuerza o dolo al momento de afiliarse al RAIS, obligando a que toda la carga 
probatoria recaiga exclusivamente en una de las partes, sin que exista un menor 
esfuerzo procesal en cabeza del demandante. 

Lo anterior, por cuanto, es necesario aclarar al despacho que el deber de 
información que tienen las administradoras de pensiones, ha tenido varias etapas 
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y, por ende, es necesario verificar en cual se encontraba la demandante para el 
momento en que efectuó la suscripción del formulario de afiliación.  

Así pues, se tiene que la SRA. MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA el formulario de 
afiliación al RAIS en el año 2000 y, por ende, la asesoría y afiliación se efectuó en 
vigencia del Decreto 663 de 1993, (Estatuto Orgánico del Sistema Financiero), el 
cual, estableció en el numeral 1. ° del artículo 97, la obligación de las entidades 
de” suministrar a los usuarios de los servicios que prestan la información necesaria 
para lograr la mayor transparencia en las operaciones que realicen, de suerte que 
les permita, a través de elementos de juicio claros y objetivos, escoger las mejores 
opciones del mercado”. 
 
Por lo que, no es razonable ni jurídicamente válido imponer a las administradoras 
obligaciones y soportes de información no previstos en el ordenamiento jurídico 
vigente al momento del traslado de régimen, pues tal exigencia desvirtúa el 
principio de confianza legítima, teniendo en cuenta que el principio de legalidad 
y el debido proceso, no consisten solamente en las posibilidades de defensa o en 
la oportunidad para interponer recursos, sino que exige, además, como lo expresa 
el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se juzga, 
por cuanto, las leyes que surgieron entre el año 1994 y 2016 no exigían nada 
diferente al documento de afiliación donde constaba la plena intención de 
pertenecer al Régimen de ahorro individual con solidaridad. 

Frente a esto se tiene que la Corte Suprema otorga un alcance que no corresponde 
al contenido de los Decretos 663 de 1993 y 692 de 1994, en cuanto a la voluntad 
vertida en el formulario de afiliación. Por lo que la simple suscripción del formulario 
de afiliación bajo la vigencia de las normas citadas y la información brindada por 
el asesor comercial del fondo son suficientes para afirmar que la afiliación fue 
valida y libre de vicios en el consentimiento. 

Igualmente, si bien existe una intervención de asesoría de la administradora de 
pensiones que podría generar un vicio en la voluntad del traslado, ello debe 
demostrarse pues de lo contrario predominarían las conjeturas y suposiciones, y no 
los hechos debidamente demostrados en el proceso en los que intervino 
directamente el demandante. 

Colofón a lo anterior, al analizar los fallos emitidos por la Corte Suprema de Justicia, 
se advierte una errónea interpretación del artículo 1604 del Código Civil, con 
ocasión, a que al considerarse por la Corte que la responsabilidad en cabeza de 
los fondos es objetiva, quiebra la lógica de las cargas probatorias en este tipo de 
procesos, toda vez, que la responsabilidad objetiva exige que la esfera de control 
sea exclusiva de quien causa el daño. Este aspecto no aplica en casos de traslado 
de régimen, dado que los potenciales pensionados, cuentan con el deber de 
asesorarse. 

Téngase en cuenta que, en el presente caso la demandante nació XX de febrero 
de XX , por lo que, contaba hasta antes del XX de febrero de XX para solicitar el 
traslado nuevamente a COLPENSIONES, siendo entonces procedente traer a 
colación el Decreto 2241 de 2010 que establece el Régimen de Protección al 
Consumidor Financiero determina las obligaciones en cabeza de los afiliados que 
pertenecen al Sistema General de Pensiones: 

“Artículo 4º. Deberes. Los consumidores financieros del Sistema General 
de 
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Pensiones  tendrán los siguientes deberes, en lo que les sea pertinente: 

1.  Informarse adecuadamente de las condiciones del Sistema General 
de 

Pensiones, del nuevo sistema de administración de multifondos y de las 
diferentes modalidades de pensión. 

2. Aprovechar los mecanismos de divulgación de información y de 
capacitación 

para conocer el funcionamiento del Sistema General de Pensiones y los 
derechos y obligaciones que les corresponden. 

3. Emplear la adecuada atención y cuidado al momento de tomar 
decisiones, como son entre otras, la afiliación, el traslado de 
administradora o de régimen, la selección de modalidad de pensión y de 

entidad aseguradora que le otorgue la renta vitalicia o la elección de 
tipo de fondo dentro del esquema de "Multifondos", según sea el caso.  

En todo caso, toda decisión por parte del consumidor financiero deberá 
contener la manifestación expresa de haber recibido la capacitación e 
información requerida para entender las consecuencias de la misma o 
en su defecto la manifestación de haberse negado a recibirla. 

4. Leer y revisar los términos y condiciones de los formatos de afiliación, 
así como diligenciar y firmar los mismos y cualquier otro documento que 
se requiera  dentro  del  Sistema  General  de  Pensiones,  sin  perjuicio  de  
lo establecido en el artículo 25 del Decreto 692 de 1994 y las normas que 
lo modifiquen o sustituyan. 

5. Las decisiones que se tomen dentro del Sistema General de Pensiones, 
manifestadas a través de documentos firmados o de otros medios 
idóneos autorizados para ello, implicarán la aceptación de los efectos 
legales, costos, restricciones y demás consecuencias derivadas de las 
mismas. En tal sentido, cuando de conformidad con la normatividad 
aplicable el silencio o la no toma de decisión por parte de los 
consumidores financieros de lugar a la aplicación de reglas supletivas 
establecidas en ella con impacto en sus cuentas de ahorro pensional,  se  
entenderá  dicho  silencio  como  la  toma  de  una  decisión consciente 
con los efectos legales, costos, restricciones y demás consecuencias que 
ello conlleve. 

6. Mantener actualizada la información que requieren las administradoras 
del 

Sistema General de Pensiones de conformidad con la normatividad 
aplicable. 

7. Informarse sobre los órganos y medios que la administradora ha puesto 
a su disposición para la presentación de peticiones, solicitudes, quejas o 
reclamos. 
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8. Propender por el uso de los mecanismos que las administradoras del 
Sistema General de Pensiones pongan a disposición de los consumidores 
financieros para la educación financiera y previsional, así como para el 
suministro de información. 

De conformidad con la anterior normatividad existen unos deberes mínimos en 
cabeza de los afiliados al sistema general de pensiones, destacándose que el 
SILENCIO en el transcurso del tiempo se entenderá como una decisión consciente 
de permanecer en el Régimen seleccionado. La única manera de desvirtuar esta 
regla legal es demostrando la preexistencia de una fuerza que hubiere viciado el 
consentimiento. Sin embargo, en el presente proceso no se aportan pruebas 
suficientes que acrediten la existencia de un vicio en el consentimiento de la 
demandante, contrario censu, si se evidencia que al guardar silencio y no 
acercarse a los fondos de pensiones a verificar su situación pensional, deja en 
evidencia el descuido descuido y negligencia respecto a su futuro pensional.  

La Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 17595 de 2017, señaló que existe 
un deber de entregar información a la medida de la asimetría entre un 
administrador experto y un afiliado lego. Es decir que, entre más experto el afiliado 
menos asimetría con la información del mercado. 

De esta manera, no pueden considerarse a todos los afiliados como una parte débil 
e indefensa, la misma ley previó distintos deberes en cabeza de los mismos con el fin 
de que por interés propio se asesoren de la mejor manera. Adicionalmente NO 
pueden desconocerse las situaciones que rodean cada caso y que de alguna 
manera le permitían al demandante obtener información mínima durante el paso 
del tiempo. La Corte Constitucional ha indicado, en este sentido y en diversas 
providencias que nadie puede alegar su propia culpa a favor: 

“Una persona no es digna de ser oída ni menos pretender el 
reconocimiento de un bien jurídico a partir de su conducta reprochable. 
Para la Corte, nadie puede presentarse a la justicia para pedir la 
protección de los derechos bajo la conciencia de que su 
comportamiento no está conforme al derecho y los fines que persigue 
la misma norma. Este principio no tiene una formulación explícita en el 
ordenamiento jurídico. No obstante, lo anterior, la Corte Constitucional 
ha hecho alusión a su naturaleza de regla general del derecho, al 
derivarse de la aplicación de la analogía iuris. Por ello, cuando el juez 
aplica dicha regla, se ha señalado que el mismo no hace otra cosa que 

actuar con fundamento en la legislación4.” 

De tal manera, la parte débil en el caso sub examine debe ser considerada como 
quien carece de capacidades para ilustrarse y asesorarse de la menor manera y 
no como una persona per se vulnerable que está imposibilitada de tener un 
entendimiento mínimo del sistema, incapaz de realizar actividades orientadas a 
instruirse mejor e incompetente para aportar pruebas que expongan la existencia 
de un vicio en el consentimiento. La corte Constitucional en tal sentido (sentencia 
T 422 de 2011) indicó que en materia de traslado la libertad de escoger el régimen 
pensional debe verse menguada o adolecer de algún vicio en el consentimiento 
y, solamente cuando los hechos de la controversia permitan dilucidar que la 
persona era una parte débil debido a su calidad y escasos conocimientos puede 
procederse con un regreso automático.  
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Por lo anterior, la Corte hace alusión a la necesidad probatoria de establecer la 
existencia de un vicio, fuerza o dolo al momento de trasladar a un afiliado, de 
inclusive analizar la calidad del demandante y de analizar cada caso particular 
según los hechos y circunstancias. Para lo cual, se establece que en el presente 
caso no estamos frente a un afiliado lego, en atención, a que con el material 
probatorio aportado. 

De igual forma, no todos pueden ser considerados como inexpertos o incapaces 
de tomar una decisión acertada. Según la Corte existen actividades que dan 
cuenta de un verdadero entendimiento del afiliado, que, en sí, obedecen a las 
obligaciones de todo vinculado al sistema pensional, como lo es: i) solicitar 
información de saldos, ii) actualizar datos, iii) asignar y cambiar claves, iv) traslados 
entre diferentes fondos, entre otros.  

En presencia de lo señalado es claro que no puede la Corte Suprema establecer 
una regla general y con ello presumir una responsabilidad objetiva para todos los 
casos de personas que se han afiliado al Régimen de Ahorro Individual y que 
después, persiguen volver al Régimen de Prima Media. 

De otro lado, es necesario hacer alusión a la prescripción extintiva de la acción 
laboral, en tanto, el fenómeno extintivo de la prescripción se encuentra regulado 
expresamente en los artículos 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social y 488 del Código Sustantivo del Trabajo, estableciendo un término trienal 
para el efecto.  

En tal sentido, la prescripción radica en la tardanza en el ejercicio de la acción 
durante el lapso consagrado en las leyes para tal efecto, lo que hace presumir el 
abandono del derecho, cuyo efecto no es otro que la improductividad de la 
acción tendiente a reclamar el derecho. 

La Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral en la sentencia SL8544-
2016, señaló respecto a la imprescriptibilidad lo siguiente: 

“Por lo demás, esta visión del salario y su papel en la consolidación de 
la pensión, empalma perfectamente con el pensamiento de la Sala en 
el sentido que los elementos consustanciales a la prestación pensional 
no prescriben y, por este motivo, pueden ser revisados judicialmente en 
cualquier momento. Así, se ha dicho jurisprudencialmente que aspectos 
tales como el porcentaje de la pensión, los topes máximos pensionales, 
los linderos temporales para determinar el IBL y la actualización de la 
pensión, no se extinguen por el paso del tiempo, pues constituyen 
aspectos ínsitos al derecho pensional (CSJ SL, 19 may. 2005, rad. 23120; 
CSJ SL, 5 dic. 2006, rad. 28552; CSJ SL, 22 ene. 2013, rad. 40993; CSJ 
SL6154-2015)”. 

Tesis que en criterio de Colpensiones no tiene relación con el caso en debate, pues 
el problema jurídico que lo originó se relaciona con el acto de afiliación o traslado 
entre regímenes pensionales, que no es un aspecto consustancial a la prestación 
pensional y por lo mismo, no goza del carácter de imprescriptible. 

En relación a este tema, el Magistrado Jorge Luis Quiroz dentro de la aclaración 
de voto, ya referenciada indicó: 

“En cuanto a la prescripción de las acciones, considero importante 
refrendar la diferencia del derecho pensional y el predicado de su 
imprescriptibilidad, para recordar que el estatus de pensionado se 
adquiere por mandato de la ley en el momento en que se cumplen los 
requisitos previstos en ella, condición que el beneficiario solo pierde con 
la muerte, hecho que a su vez habilita el traslado del derecho a los 
beneficiarios. Ese estatus de pensionado es el que hace predicable la 
imprescriptibilidad del derecho. En lo que se refiere al momento en que 
el interesado reclama la pensión, como reiteradamente lo ha dicho esta 
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Sala, sí opera el fenómeno prescriptivo frente a las mesadas pensionales, 
aplicando los términos previstos en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del 
C.P.L. 

El fenómeno de la prescripción, como lo ha resaltado esta Sala, es 
asunto medular en un Estado de derecho, en la medida en que 
determina la seguridad jurídica de los actos y los contratos permitiendo 
a los celebrantes liberarse definitivamente de sus obligaciones, 
haciendo que cobren firmeza sus expresiones de voluntad, convirtiendo 
el fenómeno prescriptivo en una figura de orden público, lo que hace 
que la regulación de los términos para su ocurrencia tengan origen 
legal, de manera que sería excepcional que la fijación de un término 
prescriptivo tuviera origen en una interpretación judicial. 

Bastaría preguntarse qué seguridad jurídica tendría el ciudadano, al 
que se le impone que su acreedor tiene acciones imprescriptibles y que 
luego de satisfecha la obligación, en cualquier momento de la vida en 
que a éste se le ocurra, pueda cuestionar la forma en que se satisfizo la 
obligación. 

El escenario de las obligaciones pensionales no tiene porqué sustraerse 
a esa regla de oro, por el contrario, en aras de cumplir el mandato 
constitucional de   su   sostenibilidad   financiera,   impone   que   en   
algún   momento    el reconocimiento de los derechos pensionales, 
adquieran firmeza y ofrezcan certeza al deudor de que su obligación 
está satisfecha, sobre todo cuando de por medio está un interés superior 
y colectivo, representado en el cumplimiento del principio antes 
enunciado, que se constituye en un factor que permite los fines de la 
seguridad social y los nobles objetivos de cobertura y mejoramiento de 
las condiciones de quienes salen del mercado laboral por su edad, ya 
que de nada serviría su implementación en el papel, sin una fuente que 
permita su sostenibilidad económica. 

Estas razones, también serán determinantes al momento de definir 
pretensiones de nulidad de traslado, pues habrá de tenerse en cuenta 
de qué forma se afectan los plazos previstos por el legislador y en cada 
caso en particular, si operó o no la prescripción y desde que momento 
debe contarse”. 

Conforme lo explicado, no resulta consecuente que los afiliados al sistema general 
de pensiones puedan solicitar en cualquier tiempo, que se declare la ineficacia del 
traslado entre regímenes pensionales. 

Un ejemplo claro de esta situación son los pensionados en el RAIS para quienes el 
derecho ya adquirió firmeza. 

Finalmente, y sin que implique allanamiento a las pretensiones de la demanda, es 
claro que, de encontrarse probado algún tipo de omisión en la información y la 
consecuente nulidad del traslado, se deberá garantizar la devolución de la 
totalidad de los aportes al RPM para el financiamiento de las pensiones. Debido a 
la responsabilidad profesional y directa que recae en las AFP, estas deben 
garantizar el reintegro de la totalidad de la cotización, esto es: Recursos cuenta 
individual de ahorro, cuotas abonadas al FGPM, rendimientos, bonos pensionales, 
seguros Previsionales, cuotas de administración, mermas en la cuenta individual 
(Sentencias CSJ SL, 8 sep. 2008, rad. 31989, CSJ SL 17595-2017, CSJ SL 4989-2018 y 
CSJ SL 1421-2019, rad. 56174). 
 
 
 

EXCEPCIONES MERITO. 

Pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las siguientes excepciones a favor de 
la parte demandada:  
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1. LA INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE COLPENSIONES, 
EN  CASOS  DE  INEFICACIA DE  TRASLADO  DE  RÉGIMEN: 
 

Entendida la inoponibilidad (mecanismo protector), como la ineficacia de un acto 
o la ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o nulidad, 
resultaría inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso 
Colpensiones, a la par que la figura de la inoponibilidad constituye un mecanismo 
protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de Colpensiones se 
consolida por el tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS,  
aunado a que la seguridad  jurídica que se deriva de la inoponibilidad  pretende 
proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance 
frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la 
reserva pensional. 
 
De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como 
aquella que “valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos 
negocios que se presentan objetivamente como válidamente celebrados”, 
raciocinio, que a su vez se deriva del principio de relatividad de los negocios 
jurídicos, es decir, que solo se producen efectos respecto de quienes 
voluntariamente participan de aquél. 
 
Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad civil, indica que la inoponibilidad 
no requiere de la validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es 
ineficaz entre las partes (como en este caso la afiliación al RAIS), si se tenga como 
eficaz frente al tercero de buena fe (en este caso Colpensiones). Así se ha dicho 
que: “cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un negocio válido 
e incontrovertible entre las partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga como 
válido frente a su calidad de tercero un negocio jurídico que carece de eficacia 
entre los celebrantes”. Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un 
negocio jurídico ineficaz, permite que sus efectos se mantengan ante un tercero 
de buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que se mantengan los 
efectos de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, para lo cual, se probará el 
desmedro patrimonial que sufre la reserva pensional del RPM en caso de resultarle 
oponible la ineficacia de los traslados irregulares al RAIS. 
 

2. RESPONSABILIDAD SUI GENERIS DE LAS ENTIDADES DE LA SEGURIDAD SOCIAL:  
 

Resulta también relevante indicar, que las entidades de Seguridad Social no solo 
se sujetan a la responsabilidad propia de los contratos de aseguramiento, sino que 
se ciñen a obligaciones de índole constitucional que trascienden como 
administradoras de un servicio público de seguridad social. En este caso, la 
responsabilidad de las AFP por la ineficacia de un traslado, no sólo se deben 
enmarcar a reparar el daño individualmente sometido a consideración de un Juez, 
sino que debe tener alcance frente a los daños indirectos que irradian o 
comprometen los derechos constitucionales de terceros, en razón de la reserva 
patrimonial de los pensionados y afiliados del RPM que se ven comprometidos con 
el desmedro que sufre la reserva pensional, y que si bien es cierto, la jurisprudencia 
ha indicado que al afiliado no le es atribuible y por ende no se le exige la 
equivalencia económica de los aportes que se devuelven del RAIS al RPM, no es 
menos cierto, que tal reparo económico lo debe asumir quien ha causado el daño 
y por virtud de la operancia de la inoponibilidad. 

 
3.  SUGERIR UN JUICIO DE PROPORCIONALIDAD Y PONDERACIÓN:  
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Toda vez que la decisión judicial de declarar la ineficacia de traslado, repercute, 
en que se crea de manera injustificada y desproporcionada una obligación (con 
efectos patrimoniales) en cabeza de Colpensiones, quien administra los aportes de 
miles de pensionados y afiliados, y dicha   medida para restablecer los derechos 
del afiliado, no pasaría el segundo criterio de la “necesidad”, toda vez que si existen 
otros medios menos lesivos para mantener los derechos del afiliado, y es que quien 
se deba hacer cargo de las prestaciones económicas que se deriven de la 
ineficacia sea las AFP, quien ha administrado dichos recursos y ha generado los 
respectivos rendimientos, así mismo, al ponderar los bienes jurídicos en tensión, se 
podría demostrar que poner en cabeza de Colpensiones dicha responsabilidad, 
tiene un impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del sistema, 
evaluando diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única 
administradora del RPM, que alberga una mayor número de pensionados cuyas 
pensiones se reconocen con subsidio de las arcas del Estado, de forma tal, que se 
estaría solventado con estos recursos, el desmedro económico ocasionado por 
particulares (AFP). 
 
Así pues, en caso de no aceptarse la tesis de la inoponibilidad, se debe evaluar por 
los jueces la proporcionalidad de la medida que se adopta con la ineficacia del 
traslado, y ponderar los bienes jurídicos en tensión, para adoptar otra medida, 
consistente en que sea la AFP quien asuma las cargas económica, o que los dineros 
que se trasladen al RAIS, los devuelva conforme a un estudio actuarial que 
determine que con ellos se cubre en su integridad la prestación en los términos 
actuariales previstos para el RPM. (ii) Se pone en riesgo el derecho a la seguridad 
social de un mayor número de afiliados y pensionados.  

 
4. EL ERROR DE DERECHO NO VICIA EL CONSENTIMIENTO. 

 
La presente excepción, se encuentra debidamente probada y solicito al despacho 
tenerla en cuenta, atendiendo a las siguientes consideraciones: 

La honorable Corte Constitucional, mediante sentencia C-993 de 2006, al realizar 
un exhaustivo estudio de constitucionalidad de los artículos 1509 y s.s., llegó a la 
siguiente conclusión: 

“En desarrollo del principio de seguridad jurídica, el ordenamiento civil colombiano 
adoptó el principio general del Derecho Romano según el cual la ignorancia del 
Derecho no sirve de excusa (iuris ignorantia non excusat), con la consecuencia de 
que el error de derecho perjudica (iuris error nocet). Así lo estableció en el Art. 9º 
del Código Civil, en virtud del cual “la ignorancia de las leyes no sirve de excusa” y 
en el Art. 1509 ibidem, una de las normas objeto de la demanda que se estudia, 
que dispone que “el error sobre un punto de derecho no vicia el consentimiento”. 
Esto último significa que el error de derecho no da lugar a la declaración judicial 
de nulidad del negocio jurídico y que, por tanto, la parte de éste que lo cometió 
debe asumir todas las consecuencias de su celebración” 

En atención a lo ya expuesto, es claro que, tratándose de nulidad o ineficacia en 
la afiliación efectuada al RAIS, todo se acompasa a lo establecido en la legislación 
civil en lo relacionado a la teoría del negocio jurídico, pues este trae como aspecto 
implícito e inherente de la acción, la voluntad de los contratantes, ahora bien, de 
lo pretendido en el escrito genitor, se puede establecer que, lo solicitado es la 
declaración de ineficacia del contrato de afiliación suscrito en el año 2000 a la AFP 
PORVENIR S.A., por lo que atendiendo al extracto jurisprudencial en cita, se puede 
establecer que en el presente caso el demandante debe asumir las cargas de la 
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suscripción del contrato. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que a la luz del 
artículo 1754 del Código Civil, la nulidad relativa se puede sanear, por medio de 
convalidaciones tácitas, situación que se acompasa a lo establecido en el caso 
objeto de estudio, pues entre el momento de la afiliación al RAIS y la solicitud de 
traslado, transcurrió determinado tiempo, por lo que atendiendo a la disposición 
mencionada, dicho negocio jurídico se encontraría debidamente convalidado. 

5.  INOBSERVANCIA DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE SOSTENIBILIDAD 
FINANCIERA DEL SISTEMA (ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005, QUE ADICIONÓ EL 
ARTÍCULO 48 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA) 
 

Queda demostrada esta excepción toda vez que las pretensiones incoadas por la 
parte demandante vulneran de manera directa el Principio Constitucional de 
Sostenibilidad Financiera del Sistema el cual fue instaurado dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico con la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005. 

Este Principio busca “asegurar realmente la efectividad del derecho a una pensión 
para todos los colombianos, y conciliar el derecho a las pensiones con la necesidad 
que tiene el Estado de destinar recursos para atender sus deberes frente a todos los 
colombianos en materia de salud, educación y otros gastos sociales (…) se 
propone incluir como principio constitucional el de la sostenibilidad financiera del 
sistema. Lo anterior implica, por consiguiente, que en cualquier regulación futura 
que se haga del régimen pensional se debe preservar su equilibrio financiero, 
evitando por consiguiente situaciones críticas como las que podrían producirse de 
no adoptarse las reformas que han venido siendo estudiadas por el Congreso y el 
presente proyecto de Acto Legislativo” 

En consecuencia, las actuaciones de mi representada deben estar dirigidas a 
salvaguardar el Principio al cual se hace mención, sabiendo que el mismo fue 
instaurado dentro de nuestro ordenamiento jurídico con la finalidad de proteger la 
efectividad y la garantía del derecho a la seguridad social en favor de aquellos 
afiliados que han venido cotizando al fondo común, administrado por mi 
representada, de manera constante. Lo anterior, evitando a futuro cualquier 
situación que acarre consigo la descapitalización del régimen administrado por 
COLPENSIONES. 

Siendo así las cosas, no resulta procedente que se disponga el regreso automático 
de la señora MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA al RPM administrado por 
COLPENSIONES en razón a que tal como se argumentó en precedente el 
demandante se encuentra inmerso en una prohibición de traslado, establecida en 
el artículo 2 de la Ley 797 de 2003 y siendo tal prohibición un mecanismo dispuesto 
por el legislador con miras a proteger el Principio de Sostenibilidad Financiera, al 
evitar que una persona que no ostenta expectativa legítima alguna y que, en el 
presente caso, no ha cotizado al RPM por más de 10 años, pueda llegar a 
beneficiarse de las características propias del mismo; más aún cuando la 
demandante no fue tenido en cuenta al momento de efectuar el cálculo actuarial 
necesario para conocer a futuro un posible monto pensional en el RPM lo que 
traería como consecuencia la descapitalización del fondo común y por ende una 
posible afectación de la garantía pensional de los afiliados al mismo. En ese orden 
de ideas, se deberá declarar que en el caso no resulta procedente que 
COLPENSIONES tenga como afiliado a la señora  MAGDA PATRICIA BOGOTA 
BARRERA toda vez que tal declaratoria traería consigo el desconocimiento de un 
Principio de rango constitucional. 

Argumentación que se encuentra en cumplimiento con lo manifestado por la Corte 
Constitucional mediante la Sentencia C-1024 de 2004 y C-062 de 2010 



 

Dirección: Carrera 8 N° 67 51 - NIT: 900871863-0 - Teléfono:7039248 -  Fax: 7039248 
Mail: uniontemporaladnr@gmail.com 

 

6. .BUENA FE DE COLPENSIONES:  
 
Mi poderdante en el ejercicio de sus funciones siempre cumple lo establecido en 
la ley para cada caso en particular, bajo los parámetros fundamentales 
consagrados en nuestra Constitución Política, por lo que todas y cada una de sus 
resoluciones se circunscriben al principio de buena fe exenta de culpa y del 
principio de legalidad, en los términos de la Sentencia C-1436 de 2000. 
Adicionalmente debe tenerse en cuenta por fallador de instancia que el principio 
de la buena fe se extiende hasta el momento del cambio del acto normativo o de 
cualquier orden judicial en los términos de la Sentencia T-956 de 2011. 

7. COBRO DE LO NO DEBIDO.  
 

Mi representada ha expresado con fundadas razones que no es procedente 
acceder a la prestación solicitada.  Toda vez que la actora no se encuentra afiliada 
al RPM y por ello no es posible reconocerle y pagarle una pensión de vejez a cargo 
de mi mandante teniendo en cuenta que el actor se trasladó válidamente al RAIS 
y al encontrarse dentro de la prohibición legal anteriormente descrita no es posible 
su regreso al RPM.  

De otro lado, para que proceda la nulidad de la afiliación efectuada al régimen 
de ahorro individual y, recibir a la demandante como afiliada al régimen de prima 
media con prestación definida es indispensable que Colpensiones haga el estudio 
administrativo necesario para determinar si a la actora le asiste derecho a la 
prestación solicitada. 

8. FALTA DE CAUSA PARA PEDIR. 
 
El anterior medio exceptivo, se fundamenta en razón a que el demandante está a 
menos de 10 años de contar con la edad exigida para adquirir sus derechos 
pensionales y, que de conformidad con el artículo 2 de la ley 797 de 2003 
l i teral e, no es posible acceder posit ivamente a lo sol icitado. 
 
 

9.  PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS JURIDICOS  
 

La presente excepción encuentra fundamento en que al haber fundado la actora 
su pretensión en el hecho de haber sido engañada por el asesor de lo fondo de 
pensión de conformidad con lo expuesto en artículo 1516 del C.C. y el 167 del 
C.G.P., le correspondía la carga de probar dicha afirmación, lo que brilla por su 
ausencia en el presente caso. 

 
Pues, vale resaltar que, ante mi representada la afiliación por parte de la 
demandante al RAIS, es una clara manifestación de su voluntad a pertenecer al 
referido régimen pensional. Esto, por cuanto, la afiliación en sí es un acto jurídico 
que constituye una acción que se lleva a cabo de manera consciente y de forma 
voluntaria con el propósito de establecer vínculos jurídicos entre los interesados y, 
con ello, crear, modificar o extinguir determinados derechos. 

 
De manera que, para que un acto jurídico exista como tal, es decir que la expresión 
de la voluntad de quien lo realiza se encuentre amparada por la Ley, es necesario 
que reúna una serie de elementos de existencia y de validez. Situaciones que a 
simple vista se configuran en el presente proceso y, con ello, se encuentra 
acreditada la presunción de legalidad de los actos jurídicos celebrados. 
 

10. INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO.  
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La anterior excepción obedece a la inexistencia de presupuestos fácticos y 
jurídicos para efectuar el traslado del régimen. En consecuencia, al no existir un 
derecho concreto, palpable y cierto, su reclamo deviene en inexistente. 
 

11. PRESCRIPCIÓN. 
 

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las pretensiones 
de la demanda, se propone la excepción de prescripción frente a cualquier 
derecho que eventualmente se hubiese causado a favor de la demandante y que 
de conformidad con las normas legales y con las pruebas aportadas al plenario se 
reconozca en la sentencia, causados con anterioridad a tres años, contados desde 
la presentación de la demanda, conforme lo establece el artículo 488 del C.S.T., en 
concordancia con el artículo 151 del C.P.T. y S.S. 

Sustento la presente excepción además de los artículos citados en precedencia en 
la jurisprudencia de la H corte constitucional, sentencia C-624 de 2003, y la 
sentencia de la H corte suprema de justicia sala de casación laboral, expediente 
L-8109-96 que me permitió transcribir en su aparte pertinente, así: 

 
(…) “No obstante, así reitero la corte, una vez más, la imprescriptibilidad del 
derecho a reclamar una pensión “pero, como ha sido objeto de aclaraciones en 
las anteriores oportunidades, la imprescriptibilidad de la pensión se refiere al 
derecho en sí mismo, pero no en lo atinente a las mesadas pensionales dejadas de 
cobra, las cuales se someten a la regla general de prescripción de las leyes sociales 
de tres (3) años, prevista en el artículo 151 de decreto –ley 2158 de 1948 (…) ahora 
bien, como la pensión de jubilación es vitalicia, la jurisprudencia laboral ha 
encontrado, con acierto, que el derecho a ella no prescribe, y que solo a las 
mesadas, una tras otra consideradas, puede aplicarse este medio de extinción de 
las obligaciones. Corte suprema de justicia- sala de casación laboral, EXP L-8109-96 
M.P German Valdés Sánchez (…)” 

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las pretensiones 
de la demanda, se propone la excepción de prescripción frente a la acción que 
se pretende instaurar en este proceso de conformidad a lo preceptuado en el 
artículo 2536 del Código Civil el cual nos habla de la prescripción de la acción 
ordinaria civil, ya que al ser un contrato comercial el realizado entre la demandante 
y las AFP, el que ahora se pretende demandar declarando la nulidad de este, se 
debe tener en cuenta que la accionante contaba con un término de 10 años para 
realizar dicha acción, so pena de declararse prescrita, como ocurrió en el presente 
caso en donde han pasado más de diez años desde el traslado de la demandante 
hasta la solicitud de declaratoria de nulidad, por lo que solicito sea tenido en 
cuenta para efectos que se declare la prescripción de la acción respecto a la 
declaratoria de nulidad del traslado de régimen pensional ya que no se le está 
violando el derecho a la seguridad social, pues la demandante sigue estando 
activa en el Régimen de Ahorro Individual teniendo la posibilidad de adquirir 
pensión con la AFP que el eligió. 

12. . INNOMINADA O GENERICA.  
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Pido al señor Juez que, si se encuentran probados hechos que constituyan una 
excepción, esta se declare oficiosamente a favor de mi representada 
COLPENSIONES.  

SOLICITUD. 

 Se solicita al despacho que oficie a la AFP COLFONDOS S.A., (parte pasiva 
de la litis) para que informe la calidad que obstenta la demandante en la 
actualidad, es decir, si esta pensionada, como quiera que la señora 
MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA en la actualidad tiene 57 años. 

 

 

PRUEBAS. 

Solicito respetuosamente se sirva decretar positivamente las siguientes: 

1. Interrogatorio de parte de la Sra. MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA en para 
que, en audiencia, cuya fecha y hora se servirá usted señalar, absuelva el 
interrogatorio que personalmente le formularé, toda vez que con esta 
prueba se pretende demostrar que no se cumplen los presupuestos mínimos 
que den sustento al reconocimiento de la pretensión elevada.  

2. Expediente Administrativo de la Sra. MAGDA PATRICIA BOGOTA BARRERA 
 
 

DESCONOCIMIENTO DE DOCUMENTOS: 

 
Me permito manifestar que desconozco los documentos aportados con la 
presentación de la demanda. 
 
Lo anterior, ya que una vez verificadas las documentales allegadas se evidencia 
que obran documentales que no fueron emitidas por mi represente y, en 
consecuencia, no podemos dar fe de la validez y autenticidad del contenido de 
los mismos.  
 

ANEXOS 

1. Poder debidamente otorgado 
2. Escritura Pública N° 3375 suscrita ante la Notaria Novena del Círculo de 

Bogotá el día 02 de septiembre de 2019. 
3. Certificado de la escritura Pública N° 3375  del 12 de febrero de 2021. 
4. Los documentos aducidos como pruebas. 

 

 
NOTIFICACIONES 

 

la demandante en la dirección aportada al proceso. 
 
Mi poderdante, en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B Piso 11 de Bogotá D.C. 
 
El suscrito apoderado judicial en la secretaria de su Despacho o en la Cl. 19 #6 - 31, 
oficina 1904 edificio Bacatá. 
 

Atentamente, 
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BRAYAN LEON COCA 
C. C. No 1.1019.088.845 De BOGOTA 
T.P. 301.126 del C. S. de la J. 



15/12/22, 11:31 Correo: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. - Outlook
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RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO APELACION LAURA MARIA SALAMANCA
PARRAGA VS COLPENSIONES RAD. 2021-00588

Luisa Fernanda Martínez López <luisaabogada5689@gmail.com>
Jue 2022-12-15 10:45

Para: Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenos días

Anexo, Recurso de reposición y en Subsidio el de apelación, contra el Auto del 13 de diciembre de
2022, notificada por Estado el 14 de diciembre de 2022, por medio del cual se tiene por NO
CONTESTADA, la demanda por parte de COLPENSIONES.

RADICADO ORDINARIO: 11001310500420210058800
DEMANDANTE:  LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA
CEDULA: . 51706948
DEMANDADO: COLPENSIONES

--
LUISA FERNANDA MARTÍNEZ LÓPEZ
Celular 3137105135
Abogada
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Doctor 
ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO 
JUEZ CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 
E.S.D 
  
 
Medio de control:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  
Demandante: LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA C.C. 51706948 
Demandada: COLPENSIONES 
Asunto:   RECURSO DE REPOSICIÓN EN SUBSIDIO APELACIÓN  
Radicado:   11001310500420210058800 

 
 
LUISA FERNANDA MARTINEZ LOPEZ, mayor de edad, identificada con C.C. Nº 
1.053.795.580 expedida en Manizales y T.P. Nº 231.411 del C. S., de la J., domiciliado 
en la ciudad de Manizales, abogado en ejercicio, obrando en calidad de 
apoderado sustituto del Dr. MIGUEL ÁNGEL RAMIREZ GAITAN identificado con C.C. 
Nº 80.421.257 de Bogotá, portador de la T.P. Nº 86.117 del C.S. de la J., apoderado 
principal de la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones; me 
permito presentar, en termino recurso de reposición en subsidio apelación contra 
el auto emitido el  13 de diciembre de 2022, y notificado por estado el día 14 del 
mismo mes, mediante el cual se advierte que COLPENSIONES no presentó escrito 
de contestación de la demanda. 
 
MOTIVOS DE INCONFORMIDAD CON EL AUTO EN MENCION  
 
De conformidad con el artículo 318 y 322 del Código General del Proceso, procedo 
a sustentar mi recurso en los siguientes términos:  
 

1. El día 08 de febrero del año 2022, mediante auto notificado por estados, se 
admitió la demanda instaurada por la señora LAURA MARIA SALAMANCA 
PARRAGA  contra COLPENSIONES. 
 

2. El día 16 de febrero de 2022, el despacho mediante notificación por aviso, 
procedió a notificar a COLPENSIONES.   
 

3. El día 14 de diciembre de 2022, se notifica por estados el auto del 13 de junio 
de 2021, mediante el cual se advierte que COLPENSIONES no dio respuesta 
a la demanda. 
 

Esta apoderada judicial, discrepa de la decisión adoptada por el juez, en virtud a 
que, se considera que se vulnera el derecho al debido proceso y al acceso a la 
justicia, toda vez que estando en término oportuno fue presentada la contestación 
de la demanda, por cuanto, conforme a soporte que envío anexo al presente 
escrito, la contestación de la demanda se presentó el 28 de febrero de 2022, es 
decir, dos días antes del vencimiento de termino legal para dar cumplimiento, 
términos que se contaron de la siguiente forma: 
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17,18,21,22,23,24,25,28, del mes de febrero. 
 
De acuerdo a lo anterior, tenía COLPENSIONES, términos para contestar la 
demanda, hasta el 2 de marzo de 2022. 
 
Si bien es cierto, se evidencia en el soporte de envío al Despacho judicial que la 
contestación fue enviada a las 22:07 pm, del 28 de febrero, también es cierto que 
con todo el tema de la virtualidad, es necesario recordar los apartes que ha 
manifestado la Administración de justicia en lo que concierne al vencimiento de 
términos (horas)  al momento de la radicación de memoriales al Despacho Judicial, 
mediante mensajes de correo electrónico. 
 
De acuerdo a lo anterior, considera la suscrita, que si la contestación fue enviada 
vía correo electrónico en horas no hábiles, se entiende entregada a la primera hora 
laboral del día hábil siguiente, es decir, el 1 de marzo de 2022.  
 
Lo anterior, goza de sustento jurídico, por tanto, en reiteradas jurisprudencias se ha 
pronunciado al respecto, para lo cual, me permito mencionar lo siguiente: 

• Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta. 
Auto del 23 de noviembre de 2019. Rad. 2500 – 23 – 37 – 000 – 2015 – 00412 – 
01 (23121). C.P.: Stella Jeanette Carvajal Basto. “En este mismo sentido, 
respecto a los usuarios de la justicia, el inciso cuarto del artículo 109 del 
mismo ordenamiento, dispone que “los memoriales, incluidos los mensajes 
de datos, se entenderán presentados oportunamente si son recibidos antes 
del cierre del despacho del día en que vence el término.” De esta forma, se 
advierte que la ley procesal pretende que las actuaciones y diligencias 
realizadas por los operadores judiciales y los usuarios de la jurisdicción se 
adelanten en el horario de funcionamiento del despacho. (…) Debe 
precisarse que, otorgar plenos efectos a la notificación de la sentencia 
realizada vía electrónica por fuera del horario de funcionamiento del 
Despacho, vulnera el derecho al debido proceso, en tanto que, para el 8 
de marzo de 2017, momento en que tiene conocimiento de la notificación, 
ya habría iniciado el término para interponer el recurso de apelación contra 
la mencionada providencia. Debe tenerse en cuenta que las partes del 
proceso se encuentran cobijadas por los principios de buena fe y confianza 
legítima, y en esa medida tienen la expectativa de que las decisiones que 
les conciernen sean publicadas dentro del horario de funcionamiento del 
despacho judicial en los términos del artículo 106 antes mencionado. Si bien, 
el cúmulo de actuaciones y diligencias judiciales por adelantar conlleva a 
que las labores de los funcionarios y empleados de la justicia se extiendan 
por fuera del horario de funcionamiento del despacho, y a causa de ello de 
las partes. En este orden de ideas, cuando se efectúen notificaciones fuera 
del horario hábil, como ocurrió en el presente asunto, la eficacia de tales 
actuaciones se debe sujetar a los derechos al debido proceso y a la 
defensa, por lo que la Sala precisa que las notificaciones se entienden 
realizadas de forma oportuna si son adelantadas en los días y horas hábiles 
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de funcionamiento del despacho pues, en caso contrario, estarán llamadas 
a surtir efectos al día hábil siguiente.”  

(negrillas subrayadas propias) 

Ahora bien, conforme al acuerdo PCSJA20-11680 de 2020, El Consejo 
Superior de la Judicatura, en su artículo 26, reza lo siguiente: 

Artículo 26. Horario para la recepción virtual de documentos en los despachos judiciales y 
dependencias administrativas. Las demandas, acciones, memoriales, documentos, escritos y 
solicitudes que se envíen a los despachos judiciales, después del horario laboral de cada distrito, se 
entenderán presentadas el día hábil siguiente; los despachos judiciales no confirmarán la recepción 
de estos mensajes de correo electrónico por fuera de las jornadas laborales sino hasta el día hábil 
siguiente. 

De acuerdo a lo anterior, estaría el Despacho desconociendo el Derecho 
del que cuenta mi representada, a la contradicción, además hay una 
evidente afectación jurídica para la Entidad al no tener en cuenta la 
contestación de la demanda. 

 
 PETICIÓN 
 

1. Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, mi representada solicita 
al despacho revocar el auto que dio por no contestada la demanda por 
parte de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES y en 
su lugar decretar que la misma se realizó en termino oportuno por 
COLPENSIONES, en consecuencia dejar sin efecto el auto recurrido, por 
cuanto se omite que la misma debió ser tenida en cuenta el día hábil 
siguiente, es decir, el martes 01 de marzo de 2022, tal y como lo establece el 
acuerdo  PCSJA20-11680 de 2020 

  
2. En caso de que el juzgado mantenga su decisión, solicito respetuosamente 

remitir el expediente con la finalidad de surtir el recurso de apelación y por 
lo tanto solicito al Honorable Tribunal del Distrito Judicial Sala Laboral, 
revocar el auto en razón a los argumentos expuestos.  

 
 
Atentamente, 
 

                    
 
LUISA FERNANDA MARTÍNEZ LÓPEZ.  
C.C.1.053.795.580  EXPEDIDA EN MANIZALES. 
T.P. 231.411 DEL C.S DE LA J. 
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SEÑOR  

JUEZ CUARTO (04) LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTA D.C. 

DR. ALBERT ENRIQUE ANAYA POLO.  

E. S. D. 

 

 

REFERENCIA:             CONTESTACION A LA DEMANDA ORDINARIA 

DEMANDANTE:  LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA C.C. 51706948 

DEMANDADO:  ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES –                

                                   COLPENSIONES 

                                    SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE   

                                    PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A. 

No. PROCESO:          11001310500420210058800 

 

 

CEIBOLT JULIETH ACUÑA MAYORDOMO, mayor de edad, domiciliada y residente en 

Bogotá D.C., identificada con la cédula de ciudadanía No. 1.023.916.764 de 

Bogotá, portadora de la T.P. No. 272.291 del C.S. de la J, obrando en mi condición 

de apoderada judicial Sustituta de la Administradora Colombiana de pensiones –

COLPENSIONES- Empresa Industrial y Comercial del Estado organizada como 

entidad financiera de carácter especial vinculada al Ministerio de Trabajo,  según 

poder de sustitución otorgado por la Dra. DANNIA VANESSA NAVARRO ROSAS, 

representante legal de la Sociedad NAVARRO ROSAS ABOGADOS ASOCIADOS 

S.A.S, a la cual, le fue otorgado, a su vez, poder general, amplio y suficiente por el 

Representante Legal Suplente de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE 

PENSIONES – COLPENSIONES, el Dr. JAVIER EDUARDO GUZMAN SILVA, mediante 

Escritura pública No. 3.375 del 2 de septiembre de 2019 ante la Notaria Novena (9) 

del círculo de Bogotá D.C., la cual se anexa, encontrándome dentro del término 

legal de traslado de la contestación a la demanda ordinaria me permito dar 

respuesta a la misma, en los siguientes términos: 

 

A LAS PRETENSIONES DECLARATIVAS 

 

1. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en razón a que si bien mi 

representada desconoce las circunstancias de tiempo, modo y lugar mediante 

las cuales se llevó a cabo la asesoría no es menos cierto que si la demandante 

decidió que su mesada pensional estuviera regida por las características 

propias de dicho régimen se debió a la información a él brindada por parte de 

los asesores de la AFP PORVENIR S.A. 

2. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en razón a que si bien mi 

representada desconoce las circunstancias de tiempo, modo y lugar mediante 

las cuales se llevó a cabo la asesoría no es menos cierto que si la demandante 

decidió que su mesada pensional estuviera regida por las características 

propias de dicho régimen se debió a la información a él brindada por parte de 

los asesores de la AFP PORVENIR S.A. 

3. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en razón a que si bien mi 

representada desconoce las circunstancias de tiempo, modo y lugar mediante 

las cuales se llevó a cabo la asesoría no es menos cierto que si la demandante 

decidió que su mesada pensional estuviera regida por las características 

propias de dicho régimen se debió a la información a él brindada por parte de 

los asesores de la AFP PORVENIR S.A. 
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4. Me opongo a la prosperidad de las pretensiones toda vez, que la señora LAURA 

MARIA SALAMANCA PARRAGA se encuentra inmersa en la prohibición de 

traslado señalada en la Ley 797 de 2003 que modificó la Ley 100 de 1993 

haciéndose imposible para mi representada tener a la demandante como 

afiliada al RPM pues tal situación contravendría no solo disposiciones de 

carácter legal sino también se encontraría en contravención del PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL DE LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA lo que 

acarrearía una descapitalización del fondo común administrado por 

COLPENSIONES, por lo que no hay lugar a trasladar todos los aportes, junto con 

sus rendimientos. 

5. Me opongo a la prosperidad de las pretensiones toda vez, que la señora LAURA 

MARIA SALAMANCA PARRAGA se encuentra inmersa en la prohibición de 

traslado señalada en la Ley 797 de 2003 que modificó la Ley 100 de 1993 

haciéndose imposible para mi representada tener a la demandante como 

afiliada al RPM pues tal situación contravendría no solo disposiciones de 

carácter legal sino también se encontraría en contravención del PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL DE LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA lo que 

acarrearía una descapitalización del fondo común administrado por 

COLPENSIONES, por lo que no hay lugar a afiliación en el régimen de prima 

media. 

6. Me opongo a la prosperidad de las pretensiones toda vez, que la señora LAURA 

MARIA SALAMANCA PARRAGA se encuentra inmersa en la prohibición de 

traslado señalada en la Ley 797 de 2003 que modificó la Ley 100 de 1993 

haciéndose imposible para mi representada tener a la demandante como 

afiliada al RPM pues tal situación contravendría no solo disposiciones de 

carácter legal sino también se encontraría en contravención del PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL DE LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA lo que 

acarrearía una descapitalización del fondo común administrado por 

COLPENSIONES, por lo que no hay lugar a aceptar y recibir todos los aportes.  

 

PRETENSIONES CONDENATORIAS 

1. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en razón a que si bien mi 

representada desconoce las circunstancias de tiempo, modo y lugar 

mediante las cuales se llevó a cabo la asesoría no es menos cierto que si la 

demandante decidió que su mesada pensional estuviera regida por las 

características propias de dicho régimen se debió a la información a él 

brindada por parte de los asesores de la AFP PORVENIR S.A., por lo que no 

hay lugar a trasladar todos los aportes, junto con sus rendimientos.  

2. Me opongo a la prosperidad de esta pretensión, en razón a que si bien mi 

representada desconoce las circunstancias de tiempo, modo y lugar 

mediante las cuales se llevó a cabo la asesoría no es menos cierto que si la 

demandante decidió que su mesada pensional estuviera regida por las 

características propias de dicho régimen se debió a la información a él 

brindada por parte de los asesores de la AFP PORVENIR S.A., por lo que no 

hay lugar a enviar el detalle de los aportes.  

3. Me opongo a la prosperidad de las pretensiones toda vez, que la señora 

LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA se encuentra inmersa en la prohibición 

de traslado señalada en la Ley 797 de 2003 que modificó la Ley 100 de 1993 

haciéndose imposible para mi representada tener a la demandante como 

afiliada al RPM pues tal situación contravendría no solo disposiciones de 

carácter legal sino también se encontraría en contravención del PRINCIPIO 
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CONSTITUCIONAL DE LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA lo que 

acarrearía una descapitalización del fondo común administrado por 

COLPENSIONES, por lo que no hay lugar a afiliación en el régimen de prima 

media. 

4. Me opongo a la prosperidad de las pretensiones toda vez, que la señora 

LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA se encuentra inmersa en la prohibición 

de traslado señalada en la Ley 797 de 2003 que modificó la Ley 100 de 1993 

haciéndose imposible para mi representada tener a la demandante como 

afiliada al RPM pues tal situación contravendría no solo disposiciones de 

carácter legal sino también se encontraría en contravención del PRINCIPIO 

CONSTITUCIONAL DE LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA lo que 

acarrearía una descapitalización del fondo común administrado por 

COLPENSIONES, por lo que no hay lugar a aceptar y recibir todos los aportes.  

5. Me opongo, toda vez que la demandante ejerció su derecho de libre 

escogencia y mi representada ha actuado bajo los preceptos legales 

aplicables al caso concreto, por lo que no hay lugar a condena en costas y 

agencias en derecho. 

6. Me opongo, toda vez que la demandante ejerció su derecho de libre 

escogencia y mi representada ha actuado bajo los preceptos legales 

aplicables al caso concreto, por lo que no hay lugar a condena en ultra y 

extra petita 

 

A LOS HECHOS 

1. Es cierto de acuerdo con la fotocopia de la cedula que reposa dentro del 

expediente. 

2. Es cierto de acuerdo con la historia laboral que reposa en el expediente 

administrativo.  

3. No me consta me atengo a lo que se pruebe dentro del presente asunto. 

4. No me consta, como quiera que se hace alusión a actos propios entre 

terceros ajenos a mi representada, me atengo a lo que se pruebe en el 

presente asunto. 

5. No me consta, como quiera que se hace alusión a actos propios entre 

terceros ajenos a mi representada, me atengo a lo que se pruebe en el 

presente asunto. 

6. No me consta, como quiera que se hace alusión a actos propios entre 

terceros ajenos a mi representada, me atengo a lo que se pruebe en el 

presente asunto. 

7. No me consta, como quiera que se hace alusión a actos propios entre 

terceros ajenos a mi representada, me atengo a lo que se pruebe en el 

presente asunto. 

8. Es cierto de acuerdo con las cuentas aritméticas realizadas.  

9. Es cierto de acuerdo con la certificación del RUAF 

10. Es cierto de acuerdo con las pruebas que reposan en el expediente 

administrativo. 

11. No me consta, como quiera que se hace alusión a actos propios entre 

terceros ajenos a mi representada, me atengo a lo que se pruebe en el 

presente asunto. 

12. Es cierto de acuerdo con las pruebas que reposan en el expediente 

administrativo. 

13. No me consta, como quiera que se hace alusión a actos propios entre 

terceros ajenos a mi representada, me atengo a lo que se pruebe en el 

presente asunto. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Solicito respetuosamente al despacho se sirva negar las pretensiones declarativas y 

condenatorias impetradas por la parte demandante, en atención, a que de las 

pruebas allegadas dentro del acervo probatorio y de los fundamentos fácticos y 

jurídicos mencionados en la demanda, es evidente que en el presente caso, a la 

demandante, la señora LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA, no acredita los 

supuestos legales para que se declare la ineficacia y/o nulidad del traslado 

efectuado del RPM al RAIS el 1 de octubre de 1996 al suscribir el formulario de 

afiliación con el fondo PORVENIR S.A., donde actualmente se encuentra afiliada.  

Para iniciar, es necesario señalar que el Sistema General de Pensiones busca “(…) 

garantizarle a la población el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, 

invalidez y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones 

que se determinan en la presente ley (…)”, es decir que el Sistema General de 

Pensiones busca proveerle a sus afiliados la posibilidad, que a través de cualquiera 

de los regímenes en él dispuestos, sean cobijadas las contingencias que puedan 

llegar a afectar sus condiciones de vida, siendo estas la vejez, invalidez y muerte. 

Es por lo anterior que el Sistema General de Pensiones ha dispuesto a sus afiliados 

distintas clases de regímenes para que de acuerdo a las condiciones y beneficios 

que ofrece cada una de ellas decidan acogerse al régimen de su conveniencia. 

Argumento que se sustenta en los literales b. y e. del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, 

este último modificado por el artículo 2 de la Ley 797 de 2003, que disponen: 

“(…) 

b. La selección de uno cualquiera de los regímenes previstos por el artículo 

anterior es libre y voluntaria por parte del afiliado, quien para tal efecto 

manifestará por escrito su elección al momento de la vinculación o del 

traslado. 

(…) 

e. Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger el régimen 

de pensiones que prefieran (…)” (Subrayas y negrita fuera del texto original) 

La libertad en la escogencia del régimen en materia pensional es, según Sentencia 

C-1024 de 2004 proferida por la Corte Constitucional, M.P. Rodrigo Escobar Gil, “(…) 

un derecho de rango legal y no de origen constitucional (…)” y su regulación se 

encuentra en cabeza del legislador, siendo su deseo el otorgarle la facultad a 

cada afiliado de escoger el régimen de su conveniencia.   

Además, en el artículo 2 de la Ley 797 de 2003 anteriormente mencionado se 

determinó la posibilidad que el afiliado se traslade de régimen una vez cada cinco 

años contados a partir de la selección inicial, sin embargo, por razones financieras 

y de estabilidad en el sistema pensional, esta misma norma limitó este derecho 

cuando al afiliado le faltaren 10 años o menos para alcanzar la edad a pensión, 

salvo los afiliados que tuvieran 15 años cotizados a la entrada en vigencia del 

sistema general de pensiones, para quienes se conservó el derecho a regresar al 

Régimen de Prima Media en cualquier momento, es decir para aquellos afiliados 

beneficiario del Régimen de Transición de conformidad como se expuso en 

sentencia SU 062 DE 2010. 
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Esta limitación se justifica en las adiciones efectuadas mediante el Acto Legislativo 

01 de 2005 al artículo 48 de la Constitución Política, a través del cual, tal como se 

manifestó en la exposición de motivos del referido Acto, se instauró el PRINCIPIO DE 

SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA en razón a las siguientes consideraciones: 

“A través de dicho proyecto se introduce como criterio el que debe 

procurarse la sostenibilidad financiera del Sistema de Seguridad Social, 

asegurando realmente la efectividad del derecho a una pensión para todos 

los colombianos, y conciliando el derecho a las pensiones con la necesidad 

que tiene el Estado de destinar recursos para atender sus deberes frente a 

todos los colombianos en materia de salud, educación y otros gastos 

sociales. 

(…) 

En la medida en que el país ha venido haciendo un esfuerzo considerable 

por sanear el problema pensional, es fundamental establecer mecanismos 

para evitar que en un futuro dicho esfuerzo pueda verse desperdiciado. Por 

tal razón, se propone incluir como principio constitucional el de la 

sostenibilidad financiera del sistema. Lo anterior implica, por consiguiente, 

que en cualquier regulación futura que se haga del régimen pensional se 

debe preservar su equilibrio financiero, evitando por consiguiente 

situaciones críticas como las que podrían producirse de no adoptarse las 

reformas que han venido siendo estudiadas por el Congreso y el presente 

proyecto de Acto Legislativo” (Subrayas y negritas fuera del texto original). 

Así mismo, sobre la constitucionalidad de las anteriores restricciones se pronunció 

la Corte Constitucional en la Sentencia C-1024 de 2004 cuyo contenido reprodujo 

en lo pertinente en la sentencia C-062 de 2010, en donde manifestó: 

“El objetivo perseguido con el señalamiento del periodo de carencia en la 

norma acusada consiste en evitar la descapitalización del fondo común del 

régimen solidario de prima media, que se produciría si se permitiera que las 

personas que no han contribuido al fondo común y que por lo mismo no 

fueron tenidas en consideración en la realización del cálculo actuarial para 

determinar las sumas que representaran en el futuro el pago de sus pensiones 

y su reajuste económico, pudiesen trasladarse de régimen cuando 

estuviesen próximos  al cumplimiento de los requisitos para acceder a la 

pensión de vejez, lo que contribuiría a desfinanciar el sistema y por ende 

poner en riesgo la garantía  del derecho irrenunciable a la pensión del resto 

de cotizantes” 

Desde esta perspectiva dice la Corte Constitucional: “Que dicho régimen se 

sostiene sobre las cotizaciones efectivamente realizadas en la vida laboral de los 

afiliados, para que una vez cumplidos los requisitos de edad y semanas puedan 

obtener una pensión mínima independientemente de las sumas efectivamente 

cotizadas, permitir que una persona próxima a la edad de pensionarse se beneficie 

y resulte subsidiada por las cotizaciones de los demás, resulta contrario no solo al 

concepto constitucional de Equidad (C.P. art 95), sino también al principio de 

eficiencia pensional, el cual consiste en obtener la mejor utilización económica de 

los recursos administrativos y financieros disponibles para asegurar el 

reconocimiento y pago en forma adecuada, oportuna y suficiente de los 

beneficios a que da derecho el sistema de seguridad social.” 

En este mismo sentido, la Corte Constitucional en Sentencia T-489 del 2010 resaltó 
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la importancia de la prohibición objeto de estudio cuyo fundamento siempre ha 

sido la protección del Principio Constitucional de SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL 

SISTEMA, en los siguientes términos: 

 

“(…) la Sala se permite destacar dos ideas, relacionadas ambas con la 

sostenibilidad económica del sistema pensional. Ellas son: a-- La primera 

tiene que ver con la protección del capital pensional. No se puede permitir 

“la descapitalización del fondo”, si personas que no contribuyeron a su 

formación, vienen a último momento, cuando les faltan ya menos de 10 años 

para concretar su pensión de vejez, a beneficiarse de un ahorro comunitario 

accediendo a una pensión, cuyo pago desfinancia el sistema. b- En 

segundo término, desde una perspectiva social se contraría la equidad y se 

abandona el valor de la justicia material, al permitir a personas que no han 

contribuido a los rendimientos de los fondos pensionales, entren a 

beneficiarse y a subsidiarse a costa de las cotizaciones y los riesgos asumidos 

por otras y no por ellas mismas” (Subrayas y negritas fuera de texto original) 

 

Por lo tanto, todas las actuaciones de COLPENSIONES deben estar encaminadas 

en pro del cumplimiento del Principio Constitucional de SOSTENIBILIDAD 

FINANCIERA DEL SISTEMA y de las disposiciones legales instauradas con la entrada 

en vigencia de la Ley 797 de 2003 y el Acto Legislativo 01 de 2005 que buscan 

proteger tal Principio.  

En consecuencia, se tiene que en el presente caso la Sra. LAURA MARIA 

SALAMANCA PARRAGA presentó solicitud de traslado al RPM ante COLPENSIONES 

el 10 de noviembre de 2021, y al verificar su cédula de ciudadanía se obtiene que 

para aquella data contaba con 58 años, concluyéndose así que la demandante 

ya se encontraba inmersa en la prohibición legal para realizar traslado y al no 

contar con 15 años de cotizaciones para el 1° de abril de 1994 resultaría a todas 

luces improcedente por parte de mi representada tener como afiliado a la 

demandante al RPM, salvaguardando el Principio Constitucional de 

SOSTENIBILIDAD FINANCIERA DEL SISTEMA. 

Maxime cuando, la Corte Constitucional, en Sentencia de Unificación SU-062 del 

2010 dispuso: 

“Por lo anterior, resulta imperativo ajustar la jurisprudencia constitucional a 

la normatividad vigente y reiterar lo indicado por esta corporación en las 

sentencias C-789 de 2002 y C-1024 de 2004”. En concordancia con lo dicho, 

y aun cuando el punto no era la materia propia de decisión, la citada 

sentencia de unificación también retomó el tema referente a la posibilidad 

de retornar en “cualquier tiempo” al régimen de prima media con el fin de 

pensionarse de acuerdo con las normas anteriores a la Ley 100/93, 

destacando que tal retorno no opera para todos los sujetos del régimen de 

transición indistintamente, sino para una categoría de ellos, es decir, para 

quienes a 1° de abril de 1994 contaban con 15 años o más de servicios 

cotizados. Bajo este criterio, se acoge nuevamente lo expuesto en las 

Sentencias C-789 de 2002 y C-1024 de 2004, en las que se interpretó el 

alcance de los artículos 13 y 36 de la Ley 100/93” (Subrayas y negritas fuera 

del texto original). 

 

De conformidad con lo expuesto y pese a que actualmente la Sala de Casación 

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, ha indicado que para efectos de la 

declaratoria de la ineficacia del traslado de régimen resulta irrelevante si el 

demandante es beneficiario o no del régimen de transición, consideramos 

necesario precisar que en el presente caso la parte actora NO es beneficiaria del 
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régimen de transición, dado que si bien, al 1 de abril de 1994 contaba con 31 años 

y contaba 709,43  semanas cotizadas ante el RPM. Lo cual es relevante, ya que 

frente al tópico de las expectativas legitimas la Corte Constitucional en la sentencia 

C-789 de 2002, denominó la existencia de una posición jurídica llamada 

expectativa legitima que otorga a sus beneficiarios una particular protección frente 

a cambios normativos que menos cavan las fundadas aspiraciones que están 

próximos a reunir los requisitos de reconocimiento de un derecho subjetivo, en esta 

sentencia la Corte Constitucional puntualizó que:  

“El establecimiento de regímenes de transición representa uno de los 

instrumentos de salvaguarda de las expectativas legítimas, pues no 

resulta constitucionalmente admisible que una persona que ha 

desplegado un importante esfuerzo en la consecución de un derecho y 

se encuentra próxima a pensionarse vea afectada su posición de forma 

abrupta o desproporcional” Específicamente creó “la creación de un 

régimen de transición constituye entonces un mecanismo de protección 

para que los cambios producidos por transito legislativo no afecten 

desmesuradamente a quienes si bien no han adquirido el derecho a la 

pensión por no haber cumplido los requisitos para ello, tienen una 

expectativa legitima para adquirir ese derecho por estar próximos a 

cumplir los requisitos para pensionarse en el momento del tránsito 

legislativo” 

 

También en la sentencia T-832A de 2013, se explicó: 

 

“Las expectativas legitimas se ubican en una posición intermedia entre 

las meras expectativas y los derechos adquiridos, las tres figuras hacen 

alusión a la posición fáctica y jurídica concreta en que podría 

encontrarse un sujeto frente a un derecho subjetivo. Una persona tiene 

un DERECHO ADQUIRIDO cuando ha cumplido la totalidad de los 

requisitos exigidos para el reconocimiento del mismo, estará ante una 

MERA EXPECTATIVA cuando no reúna ninguno de los presupuestos de 

acceso a la prestación y tendrá una EXPECTATIVA LEGITIMA, un derecho 

eventual cuando logre consolidar una situación fáctica y jurídica 

concreta en virtud de la satisfacción de alguno de los requisitos 

relevantes del reconocimiento del derecho subjetivo”  

 

De otro lado, la Jurisprudencia de esta corporación ha señalado que:  

 

1. Las meras expectativas carecen de amparo en la resolución de casos 

concretos. 

2. Los derechos adquiridos gozan de una poderosa salvaguarda por haber 

ingresado al patrimonio del titular, y  

3. Las expectativas legítimas son merecedoras de una protección intermedia 

atendiendo a los factores relevantes del asunto especifico y los criterios de 

razonabilidad y proporcionalidad”. 

Por lo anterior, se concluye que la demandante al no acreditar 15 años de servicios 

ni la edad de 40 años al 1 de abril de 1994, no tenía una expectativa legitima frente 

al reconocimiento de un derecho pensional y, en consecuencia, al momento de 

efectuarse la afiliación al RAIS, acreditaba a penas una mera expectativa, lo que 

permite evidenciar que no existe un perjuicio claro, cierto y específico como 

consecuencia del traslado efectuado ante el RAIS. 

De manera que se ratifica que en caso de que deseen retornar al régimen de prima 

media, por considerar que les resulta más favorable a sus expectativas de pensión, 
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no podrán hacerlo si les faltan 10 años o menos para cumplir la edad para tener 

derecho a la pensión de vejez, en virtud la exequibilidad condicionada del artículo 

13 de la ley 100 de 1993, declarada en la sentencia C-1024 del 2004. (Corte 

Constitucional, sentencia SU -130, Mar. 13/13, Gabriel Eduardo Mendoza).  

 

Lo anterior, ya que en casos como nos ocupa es necesario validar el alcance del 

artículo 167 del C.G.P, reza del siguiente tenor” 

 

“Artículo 167: ARTÍCULO  167. CARGA DE LA PRUEBA. Incumbe a las 

partes probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el 

efecto jurídico que ellas persiguen. 

No obstante, según las particularidades del caso, el juez podrá, de 

oficio o a petición de parte, distribuir, la carga al decretar las pruebas, 

durante su práctica o en cualquier momento del proceso antes de 

fallar, exigiendo probar determinado hecho a la parte que se 

encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias 

o esclarecer los hechos controvertidos. La parte se considerará en 

mejor posición para probar en virtud de su cercanía con el material 

probatorio, por tener en su poder el objeto de prueba, por 

circunstancias técnicas especiales, por haber intervenido 

directamente en los hechos que dieron lugar al litigio, o por estado de 

indefensión o de incapacidad en la cual se encuentre la contraparte, 

entre otras circunstancias similares.  

Es decir, si con el traslado de régimen la demandante no se vio afectada, en 

atención, a que no era beneficiaria del régimen de transición y no tenía una 

expectativa legitima para adquirir su derecho pensional en el RPM, es en ella, en 

quien recae la carga de la prueba ya que corresponde a cada parte probar el 

supuesto de hecho que exhibe. 

Ahora bien, atendiendo las situaciones particulares del caso, el juez puede invertir 

la carga de la prueba exigiendo probar determinado hecho a la parte que se 

encuentre en una situación más favorable para aportar las evidencias.  

Sin embargo, vale señalar que la carga dinámica e inversión de la prueba al interior 

de un proceso judicial exige la igualdad entre las partes con parámetros de buena 

fe y lealtad procesal. Así la sentencia C 086 de 2016 que analizó la 

constitucionalidad del art. 167 del Código General del Proceso, indicó: 

“7.4.- En lo concerniente a la configuración de la carga dinámica de la 

prueba debe decirse que atiende su inspiración teórica, fundada en los 

pilares de solidaridad, equidad (igualdad real entre las partes), lealtad y 

buena fe procesal, todos ellos reconocidos en la Carta Política de 1991, 

donde el principio “quien alega debe probar”  cede su lugar al principio 

“qui en  puede debe probar”. Su ejercicio por parte del juez es, en 

consecuencia, manifestación de una competencia plenamente 

legítima bajo el prisma de un Estado Social de Derecho. 

En la regulación aprobada por el Legislador este decidió -también de 

manera deliberada y consciente- no fijar un catálogo cerrado de 

episodios en las cuales puede tener cabida la carga dinámica de la 

prueba. Por el contrario, dejo abierta esa posibilidad al juez, “según las 

particularidades del caso”, para lo cual mencionó solo algunas 

hipótesis: (i) la posesión de la prueba en una de las partes, (ii) la 
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existencia de circunstancias técnicas especiales, (iii) la  previa y directa 

intervención en los hechos, (iv) el estado de indefensión o de 

incapacidad de una de las partes, “entre otras circunstancias similares”. 

Igualmente destaca la Corte constitucional que los eventos 

mencionados “recogen en buena medida las reglas trazadas por la 

jurisprudencia tanto de la Corte Suprema de Justicia como de la propia 

Corte Constitucional”. Además, agrega con nitidez que “el Legislador 

facultó a los jueces para evaluar las circunstancias de cada caso y 

definir si se dan o no los supuestos genéricos para recurrir en ciertos casos 

a la carga dinámica de la prueba. Esta decisión resulta comprensible y 

completamente válida, no solo ante la dificultad para anticiparse a 

nuevas situaciones en una sociedad que presenta vertiginosos cambios 

–algunos tal vez inimaginables-, sino porque son los contornos de cada 

situación los que permiten evaluar si la igualdad entre las partes se ha 

visto  o  no  comprometida  y  se  requiere  de  la “longa  manus” del  

juez  para restablecerla.” 

En conclusión, tal inversión de la carga no puede hacerse de forma automática y 

de la misma forma para todos los procesos judiciales que persigan la ineficacia y/o 

nulidad de traslado como se ha establecido por la Sala de Casación Laboral de la 

Corte Suprema de Justicia, al indicar que sin atender las situaciones particulares de 

cada caso, se invierte la carga de la prueba en cabeza del fondo privado y exime 

a la demandante de aportar soporte alguno que demuestre la existencia de un 

vicio, fuerza o dolo al momento de afiliarse al RAIS, obligando a que toda la carga 

probatoria recaiga exclusivamente en una de las partes, sin que exista un menor 

esfuerzo procesal en cabeza del demandante. 

Lo anterior, por cuanto, es necesario aclarar al despacho que el deber de 

información que tienen las administradoras de pensiones ha tenido varias etapas y, 

por ende, es necesario verificar en cual se encontraba la demandante para el 

momento en que efectuó la suscripción del formulario de afiliación.  

Así pues, se tiene que la Sra. LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA suscribió el 

formulario de afiliación al RAIS el 1 de octubre de 1996 y, por ende, la asesoría y 

afiliación se efectuó en vigencia del Decreto 663 de 1993, (Estatuto Orgánico del 

Sistema Financiero), el cual, estableció en el numeral 1. ° del artículo 97, la 

obligación de las entidades de” suministrar a los usuarios de los servicios que prestan 

la información necesaria para lograr la mayor transparencia en las operaciones 

que realicen, de suerte que les permita, a través de elementos de juicio claros y 

objetivos, escoger las mejores opciones del mercado”. 

Por lo que, no es razonable ni jurídicamente válido imponer a las administradoras 

obligaciones y soportes de información no previstos en el ordenamiento jurídico 

vigente al momento del traslado de régimen, pues tal exigencia desvirtúa el 

principio de confianza legítima, teniendo en cuenta que el principio de legalidad 

y el debido proceso, no consisten solamente en las posibilidades de defensa o en 

la oportunidad para interponer recursos, sino que exige, además, como lo expresa 

el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se juzga, 

por cuanto, las leyes que surgieron entre el año 1994 y 2016 no exigían nada 

diferente al documento de afiliación donde constaba la plena intención de 

pertenecer al Régimen de ahorro individual con solidaridad. 

Frente a esto se tiene que la Corte Suprema otorga un alcance que no corresponde 

al contenido de los Decretos 663 de 1993 y 692 de 1994, en cuanto a la voluntad 

vertida en el formulario de afiliación. Por lo que la simple suscripción del formulario 
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de afiliación bajo la vigencia de las normas citadas y la información brindada por 

el asesor comercial del fondo son suficientes para afirmar que la afiliación fue 

valida y libre de vicios en el consentimiento. 

Igualmente, si bien existe una intervención de asesoría de la administradora de 

pensiones que podría generar un vicio en la voluntad del traslado, ello debe 

demostrarse pues de lo contrario predominarían las conjeturas y suposiciones, y no 

los hechos debidamente demostrados en el proceso en los que intervino 

directamente el demandante. 

Conforme a lo anterior, al analizar los fallos emitidos por la Corte Suprema de 

Justicia, se advierte una errónea interpretación del artículo 1604 del Código Civil, 

con ocasión, a que al considerarse por la Corte que la responsabilidad en cabeza 

de los fondos es objetiva, quiebra la lógica de las cargas probatorias en este tipo 

de procesos, toda vez, que la responsabilidad objetiva exige que la esfera de 

control sea exclusiva de quien causa el daño. Este aspecto no aplica en casos de 

traslado de régimen, dado que los potenciales pensionados, cuentan con el deber 

de asesorarse. 

Téngase en cuenta que, en el presente caso el demandante nació el 3 de marzo 

de 1963, por lo que, contaba hasta el 3 de marzo de 2010 para solicitar el traslado 

nuevamente a COLPENSIONES, siendo entonces procedente traer a colación el 

Decreto 2241 de 2010 que establece el Régimen de Protección al Consumidor 

Financiero determina las obligaciones en cabeza de los afiliados que pertenecen 

al Sistema General de Pensiones: 

“Artículo 4º. Deberes. Los consumidores financieros del Sistema General 

de Pensiones tendrán los siguientes deberes, en lo que les sea pertinente: 

1.  Informarse adecuadamente de las condiciones del Sistema General 

de 

Pensiones, del nuevo sistema de administración de multifondos y de las 

diferentes modalidades de pensión. 

2. Aprovechar los mecanismos de divulgación de información y de 

capacitación 

para conocer el funcionamiento del Sistema General de Pensiones y los 

derechos y obligaciones que les corresponden. 

3. Emplear la adecuada atención y cuidado al momento de tomar 

decisiones, como son entre otras, la afiliación, el traslado de 

administradora o de régimen, la selección de modalidad de pensión y de 

entidad aseguradora que le otorgue la renta vitalicia o la elección de 

tipo de fondo dentro del esquema de "Multifondos", según sea el caso.  

En todo caso, toda decisión por parte del consumidor financiero deberá 

contener la manifestación expresa de haber recibido la capacitación e 

información requerida para entender las consecuencias de la misma o 

en su defecto la manifestación de haberse negado a recibirla. 

4. Leer y revisar los términos y condiciones de los formatos de afiliación, 

así como diligenciar y firmar los mismos y cualquier otro documento que 

se requiera  dentro  del  Sistema  General  de  Pensiones,  sin  perjuicio  de  
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lo establecido en el artículo 25 del Decreto 692 de 1994 y las normas que 

lo modifiquen o sustituyan. 

5. Las decisiones que se tomen dentro del Sistema General de Pensiones, 

manifestadas a través de documentos firmados o de otros medios 

idóneos autorizados para ello, implicarán la aceptación de los efectos 

legales, costos, restricciones y demás consecuencias derivadas de las 

mismas. En tal sentido, cuando de conformidad con la normatividad 

aplicable el silencio o la no toma de decisión por parte de los 

consumidores financieros de lugar a la aplicación de reglas supletivas 

establecidas en ella con impacto en sus cuentas de ahorro pensional, se 

entenderá dicho silencio como la toma de una decisión consciente con 

los efectos legales, costos, restricciones y demás consecuencias que ello 

conlleve. 

6. Mantener actualizada la información que requieren las administradoras 

del 

Sistema General de Pensiones de conformidad con la normatividad 

aplicable. 

7. Informarse sobre los órganos y medios que la administradora ha puesto 

a su disposición para la presentación de peticiones, solicitudes, quejas o 

reclamos. 

8. Propender por el uso de los mecanismos que las administradoras del 

Sistema General de Pensiones pongan a disposición de los consumidores 

financieros para la educación financiera y previsional, así como para el 

suministro de información. 

De conformidad con la anterior normatividad existen unos deberes mínimos en 

cabeza de los afiliados al sistema general de pensiones, destacándose que el 

SILENCIO en el transcurso del tiempo se entenderá como una decisión consciente 

de permanecer en el Régimen seleccionado. La única manera de desvirtuar esta 

regla legal es demostrando la preexistencia de una fuerza que hubiere viciado el 

consentimiento. Sin embargo, en el presente proceso no se aportan pruebas 

suficientes que acrediten la existencia de un vicio en el consentimiento del 

demandante, contrario censu, si se evidencia que al guardar silencio y no 

acercarse a los fondos de pensiones a verificar su situación pensional, deja en 

evidencia el descuido y negligencia respecto a su futuro pensional.  

La Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL 17595 de 2017, señaló que existe 

un deber de entregar información a la medida de la asimetría entre un 

administrador experto y un afiliado lego. Es decir que, entre más experto el afiliado 

menos asimetría con la información del mercado. 

De esta manera, no pueden considerarse a todos los afiliados como una parte débil 

e indefensa, la misma ley previó distintos deberes en cabeza de los mismos con el fin 

de que por interés propio se asesoren de la mejor manera. Adicionalmente NO 

pueden desconocerse las situaciones que rodean cada caso y que de alguna 

manera le permitían al demandante obtener información mínima durante el paso 

del tiempo. La Corte Constitucional ha indicado, en este sentido y en diversas 

providencias que nadie puede alegar su propia culpa a favor: 
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“Una persona no es digna de ser oída ni menos pretender el 

reconocimiento de un bien jurídico a partir de su conducta reprochable. 

Para la Corte, nadie puede presentarse a la justicia para pedir la 

protección de los derechos bajo la conciencia de que su 

comportamiento no está conforme al derecho y los fines que persigue 

la misma norma. Este principio no tiene una formulación explícita en el 

ordenamiento jurídico. No obstante, lo anterior, la Corte Constitucional 

ha hecho alusión a su naturaleza de regla general del derecho, al 

derivarse de la aplicación de la analogía iuris. Por ello, cuando el juez 

aplica dicha regla, se ha señalado que el mismo no hace otra cosa que 

actuar con fundamento en la legislación4.” 

De tal manera, la parte débil en el caso sub examine debe ser considerada como 

quien carece de capacidades para ilustrarse y asesorarse de la mejor manera y no 

como una persona per se vulnerable que está imposibilitada de tener un 

entendimiento mínimo del sistema, incapaz de realizar actividades orientadas a 

instruirse mejor e incompetente para aportar pruebas que expongan la existencia 

de un vicio en el consentimiento. La corte Constitucional en tal sentido (sentencia 

T 422 de 2011) indicó que en materia de traslado la libertad de escoger el régimen 

pensional debe verse menguada o adolecer de algún vicio en el consentimiento 

y, solamente cuando los hechos de la controversia permitan dilucidar que la 

persona era una parte débil debido a su calidad y escasos conocimientos puede 

procederse con un regreso automático.  

Por lo anterior, la Corte hace alusión a la necesidad probatoria de establecer la 

existencia de un vicio, fuerza o dolo al momento de trasladar a un afiliado, de 

inclusive analizar la calidad de la demandante y de analizar cada caso particular 

según los hechos y circunstancias.  

De igual forma, no todos pueden ser considerados como inexpertos o incapaces 

de tomar una decisión acertada. Según la Corte existen actividades que dan 

cuenta de un verdadero entendimiento del afiliado, que, en sí, obedecen a las 

obligaciones de todo vinculado al sistema pensional, como lo es: i) solicitar 

información de saldos, ii) actualizar datos, iii) asignar y cambiar claves, iv) traslados 

entre diferentes fondos, entre otros.  

En presencia de lo señalado es claro que no puede la Corte Suprema establecer 

una regla general y con ello presumir una responsabilidad objetiva para todos los 

casos de personas que se han afiliado al Régimen de Ahorro Individual y que 

después, persiguen volver al Régimen de Prima Media. 

De otro lado, es necesario hacer alusión a la prescripción extintiva de la acción 

laboral, en tanto, el fenómeno extintivo de la prescripción se encuentra regulado 

expresamente en los artículos 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social y 488 del Código Sustantivo del Trabajo, estableciendo un término trienal 

para el efecto.  

En tal sentido, la prescripción radica en la tardanza en el ejercicio de la acción 

durante el lapso consagrado en las leyes para tal efecto, lo que hace presumir el 

abandono del derecho, cuyo efecto no es otro que la improductividad de la 

acción tendiente a reclamar el derecho. 

La Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Laboral en la sentencia SL8544-

2016, señaló respecto a la imprescriptibilidad lo siguiente: 

“Por lo demás, esta visión del salario y su papel en la consolidación de 
la pensión, empalma perfectamente con el pensamiento de la Sala en 
el sentido que los elementos consustanciales a la prestación pensional 
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no prescriben y, por este motivo, pueden ser revisados judicialmente en 
cualquier momento. Así, se ha dicho jurisprudencialmente que aspectos 
tales como el porcentaje de la pensión, los topes máximos pensionales, 
los linderos temporales para determinar el IBL y la actualización de la 
pensión, no se extinguen por el paso del tiempo, pues constituyen 
aspectos ínsitos al derecho pensional (CSJ SL, 19 may. 2005, rad. 23120; 
CSJ SL, 5 dic. 2006, rad. 28552; CSJ SL, 22 ene. 2013, rad. 40993; CSJ 
SL6154-2015)”. 

Tesis que en criterio de Colpensiones no tiene relación con el caso en debate, pues 
el problema jurídico que lo originó se relaciona con el acto de afiliación o traslado 
entre regímenes pensionales, que no es un aspecto consustancial a la prestación 
pensional y por lo mismo, no goza del carácter de imprescriptible. 

En relación a este tema, el Magistrado Jorge Luis Quiroz dentro de la aclaración de 
voto, ya referenciada indicó: 

“En cuanto a la prescripción de las acciones, considero importante 
refrendar la diferencia del derecho pensional y el predicado de su 
imprescriptibilidad, para recordar que el estatus de pensionado se 
adquiere por mandato de la ley en el momento en que se cumplen los 
requisitos previstos en ella, condición que el beneficiario solo pierde con 
la muerte, hecho que a su vez habilita el traslado del derecho a los 
beneficiarios. Ese estatus de pensionado es el que hace predicable la 
imprescriptibilidad del derecho. En lo que se refiere al momento en que 
el interesado reclama la pensión, como reiteradamente lo ha dicho esta 
Sala, sí opera el fenómeno prescriptivo frente a las mesadas pensionales, 
aplicando los términos previstos en los artículos 488 del C.S.T. y 151 del 
C.P.L. 

El fenómeno de la prescripción, como lo ha resaltado esta Sala, es 
asunto medular en un Estado de derecho, en la medida en que 
determina la seguridad jurídica de los actos y los contratos permitiendo 
a los celebrantes liberarse definitivamente de sus obligaciones, 
haciendo que cobren firmeza sus expresiones de voluntad, convirtiendo 
el fenómeno prescriptivo en una figura de orden público, lo que hace 
que la regulación de los términos para su ocurrencia tengan origen 
legal, de manera que sería excepcional que la fijación de un término 
prescriptivo tuviera origen en una interpretación judicial. 

Bastaría preguntarse qué seguridad jurídica tendría el ciudadano, al 
que se le impone que su acreedor tiene acciones imprescriptibles y que 
luego de satisfecha la obligación, en cualquier momento de la vida en 
que a éste se le ocurra, pueda cuestionar la forma en que se satisfizo la 
obligación. 

El escenario de las obligaciones pensionales no tiene porqué sustraerse 
a esa regla de oro, por el contrario, en aras de cumplir el mandato 
constitucional de   su   sostenibilidad   financiera,   impone   que   en   
algún   momento    el reconocimiento de los derechos pensionales, 
adquieran firmeza y ofrezcan certeza al deudor de que su obligación 
está satisfecha, sobre todo cuando de por medio está un interés superior 
y colectivo, representado en el cumplimiento del principio antes 
enunciado, que se constituye en un factor que permite los fines de la 
seguridad social y los nobles objetivos de cobertura y mejoramiento de 
las condiciones de quienes salen del mercado laboral por su edad, ya 
que de nada serviría su implementación en el papel, sin una fuente que 
permita su sostenibilidad económica. 

Estas razones, también serán determinantes al momento de definir 
pretensiones de nulidad de traslado, pues habrá de tenerse en cuenta 
de qué forma se afectan los plazos previstos por el legislador y en cada 
caso en particular, si operó o no la prescripción y desde que momento 
debe contarse”. 

Conforme lo explicado, no resulta consecuente que los afiliados al sistema general 
de pensiones puedan solicitar en cualquier tiempo, que se declare la ineficacia del 
traslado entre regímenes pensionales. 

410

mailto:uniontemporaladnr@gmail.com


 

Dirección: Carrera 8 N° 67 51 - NIT: 900871863-0 - Teléfono:7039248 -  Fax: 7039248 
Mail: uniontemporaladnr@gmail.com 

 

Un ejemplo claro de esta situación son los pensionados en el RAIS para quienes el 
derecho ya adquirió firmeza. 

Finalmente, y sin que implique allanamiento a las pretensiones de la demanda, es 

claro que, de encontrarse probado algún tipo de omisión en la información y la 

consecuente nulidad del traslado, se deberá garantizar la devolución de la 

totalidad de los aportes al RPM para el financiamiento de las pensiones. Debido a 

la responsabilidad profesional y directa que recae en la AFP, estas deben 

garantizar el reintegro de la totalidad de la cotización, esto es: Recursos cuenta 

individual de ahorro, cuotas abonadas al FGPM, rendimientos, bonos pensionales, 

seguros Previsionales, cuotas de administración, mermas en la cuenta individual 

(Sentencias CSJ SL, 8 sep. 2008, rad. 31989, CSJ SL 17595-2017, CSJ SL 4989-2018 y 

CSJ SL 1421-2019, rad. 56174). 
 

EXCEPCIONES MERITO. 

Pido al Señor Juez se sirva declarar probadas las siguientes excepciones a favor de 

la parte demandada:  

 

1. LA INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE COLPENSIONES, 

EN CASOS DE INEFICACIA DE TRASLADO DE RÉGIMEN: 

 

Entendida la inoponibilidad (mecanismo protector), como la ineficacia de un acto 

o la ineficacia de una nulidad frente a terceros. Es decir, que la ineficacia o nulidad, 

resultaría inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso 

Colpensiones, a la par que la figura de la inoponibilidad constituye un mecanismo 

protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso de Colpensiones se 

consolida por el tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS, 

aunado a que la seguridad  jurídica que se deriva de la inoponibilidad  pretende 

proteger intereses patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance 

frente al principio de sostenibilidad financiera del sistema y planeación de la 

reserva pensional. 

 

De la misma manera, la Sala de Casación Civil, ha definido la inoponibilidad como 

aquella que “valora la confianza razonable de los terceros de buena fe en aquellos 

negocios que se presentan objetivamente como válidamente celebrados”, 

raciocinio, que a su vez se deriva del principio de relatividad de los negocios 

jurídicos, es decir, que solo se producen efectos respecto de quienes 

voluntariamente participan de aquél. 

 

Precisamente, la jurisprudencia en la especialidad civil, indica que la inoponibilidad 

no requiere de la validez del negocio jurídico, muy por el contrario, algo que es 

ineficaz entre las partes (como en este caso la afiliación al RAIS), si se tenga como 

eficaz frente al tercero de buena fe (en este caso Colpensiones). Así se ha dicho 

que: “cuyo caso no le interesa que no lo alcancen los efectos de un negocio válido 

e incontrovertible entre las partes, sino todo lo contrario, esto es que se tenga como 

válido frente a su calidad de tercero un negocio jurídico que carece de eficacia 

entre los celebrantes”. Es decir, que la inoponibilidad en este caso frente a un 

negocio jurídico ineficaz permite que sus efectos se mantengan ante un tercero de 

buena fe, o en otras palabras para el caso concreto, que se mantengan los efectos 

de la afiliación al RAIS frente a Colpensiones, para lo cual, se probará el desmedro 

patrimonial que sufre la reserva pensional del RPM en caso de resultarle oponible la 

ineficacia de los traslados irregulares al RAIS. 

 

2. RESPONSABILIDAD SUI GENERIS DE LAS ENTIDADES DE LA SEGURIDAD SOCIAL:  
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Resulta también relevante indicar, que las entidades de Seguridad Social no solo 

se sujetan a la responsabilidad propia de los contratos de aseguramiento, sino que 

se ciñen a obligaciones de índole constitucional que trascienden como 

administradoras de un servicio público de seguridad social. En este caso, la 

responsabilidad de la AFP demandada, por la ineficacia de un traslado, no sólo se 

deben enmarcar a reparar el daño individualmente sometido a consideración de 

un Juez, sino que debe tener alcance frente a los daños indirectos que irradian o 

comprometen los derechos constitucionales de terceros, en razón de la reserva 

patrimonial de los pensionados y afiliados del RPM que se ven comprometidos con 

el desmedro que sufre la reserva pensional, y que si bien es cierto, la jurisprudencia 

ha indicado que al afiliado no le es atribuible y por ende no se le exige la 

equivalencia económica de los aportes que se devuelven del RAIS al RPM, no es 

menos cierto, que tal reparo económico lo debe asumir quien ha causado el daño 

y por virtud de la operancia de la inoponibilidad. 

 

3. IMPROCEDENCIA DE LA DECLARATORIA DE INEFICACIA DEL TRASLADO DE 

REGIMEN.  

Queda demostrada esta excepción ya que es importante resaltar, que la afiliación 

de la señora LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA es improcedente, toda vez que, 

de acuerdo con la situación fáctica planteada, se encuentra inmersa en la 

prohibición establecida en la Ley 797 de 2003, y si es de recibo del señor Juez 

declarar la ineficacia del traslado, estaría en contravía de los preceptos legales, 

que amparan el traslado del RAIS al RPM.  

Por lo que, es lógico que, de acuerdo con lo expuesto, se dé por probada esta 

excepción y no se acceda a las pretensiones de la demanda, ya que se estaría en 

contravía de preceptos no solamente legales sino constitucionales.  

 

4.  SUGERIR UN JUICIO DE PROPORCIONALIDAD Y PONDERACIÓN:  

 

Toda vez que la decisión judicial de declarar la ineficacia de traslado, repercute, 

en que se crea de manera injustificada y desproporcionada una obligación (con 

efectos patrimoniales) en cabeza de Colpensiones, quien administra los aportes de 

miles de pensionados y afiliados, y dicha   medida para restablecer los derechos 

del afiliado, no pasaría el segundo criterio de la “necesidad”, toda vez que si existen 

otros medios menos lesivos para mantener los derechos del afiliado, y es que quien 

se deba hacer cargo de las prestaciones económicas que se deriven de la 

ineficacia sea la AFP, quien ha administrado dichos recursos y ha generado los 

respectivos rendimientos, así mismo, al ponderar los bienes jurídicos en tensión, se 

podría demostrar que poner en cabeza de Colpensiones dicha responsabilidad, 

tiene un impacto más lesivo para la sostenibilidad financiera del sistema, 

evaluando diferentes variables, tales como: (i) que Colpensiones es la única 

administradora del RPM, que alberga una mayor número de pensionados cuyas 

pensiones se reconocen con subsidio de las arcas del Estado, de forma tal, que se 

estaría solventado con estos recursos, el desmedro económico ocasionado por 

particulares (AFP). 

 

Así pues, en caso de no aceptarse la tesis de la inoponibilidad, se debe evaluar por 

los jueces la proporcionalidad de la medida que se adopta con la ineficacia del 

traslado, y ponderar los bienes jurídicos en tensión, para adoptar otra medida, 

consistente en que sea la AFP quien asuma las cargas económica, o que los dineros 
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que se trasladen al RAIS, los devuelva conforme a un estudio actuarial que 

determine que con ellos se cubre en su integridad la prestación en los términos 

actuariales previstos para el RPM. (ii) Se pone en riesgo el derecho a la seguridad 

social de un mayor número de afiliados y pensionados.  

 

5. EL ERROR DE DERECHO NO VICIA EL CONSENTIMIENTO. 

 

La presente excepción, se encuentra debidamente probada y solicito al despacho 

tenerla en cuenta, atendiendo a las siguientes consideraciones: 

La honorable Corte Constitucional, mediante sentencia C-993 de 2006, al realizar 

un exhaustivo estudio de constitucionalidad de los artículos 1509 y s.s., llegó a la 

siguiente conclusión: 

“En desarrollo del principio de seguridad jurídica, el ordenamiento civil colombiano 

adoptó el principio general del Derecho Romano según el cual la ignorancia del 

Derecho no sirve de excusa (iuris ignorantia non excusat), con la consecuencia de 

que el error de derecho perjudica (iuris error nocet). Así lo estableció en el Art. 9º 

del Código Civil, en virtud del cual “la ignorancia de las leyes no sirve de excusa” y 

en el Art. 1509 ibidem, una de las normas objeto de la demanda que se estudia, 

que dispone que “el error sobre un punto de derecho no vicia el consentimiento”. 

Esto último significa que el error de derecho no da lugar a la declaración judicial 

de nulidad del negocio jurídico y que, por tanto, la parte de éste que lo cometió 

debe asumir todas las consecuencias de su celebración” 

En atención a lo ya expuesto, es claro que, tratándose de nulidad o ineficacia en 

la afiliación efectuada al RAIS, todo se acompasa a lo establecido en la legislación 

civil en lo relacionado a la teoría del negocio jurídico, pues este trae como aspecto 

implícito e inherente de la acción, la voluntad de los contratantes, ahora bien, de 

lo pretendido en el escrito genitor, se puede establecer que, lo solicitado es la 

declaración de ineficacia del contrato de afiliación suscrito con la AFP PORVENIR 

S.A. por lo que atendiendo al extracto jurisprudencial en cita, se puede establecer 

que en el presente caso la demandante debe asumir las cargas de la suscripción 

del contrato. Por otra parte, debe tenerse en cuenta que a la luz del artículo 1754 

del Código Civil, la nulidad relativa se puede sanear, por medio de 

convalidaciones tácitas, situación que se acompasa a lo establecido en el caso 

objeto de estudio, pues entre el momento de la afiliación al RAIS y la solicitud de 

traslado, transcurrió determinado tiempo, por lo que atendiendo a la disposición 

mencionada, dicho negocio jurídico se encontraría debidamente convalidado. 

6.  INOBSERVANCIA DEL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE SOSTENIBILIDAD 

FINANCIERA DEL SISTEMA (ACTO LEGISLATIVO 01 DE 2005, QUE ADICIONÓ EL 

ARTÍCULO 48 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA) 

 

Queda demostrada esta excepción toda vez que las pretensiones incoadas por la 

parte demandante vulneran de manera directa el Principio Constitucional de 

Sostenibilidad Financiera del Sistema el cual fue instaurado dentro de nuestro 

ordenamiento jurídico con la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005. 

Este Principio busca “asegurar realmente la efectividad del derecho a una pensión 

para todos los colombianos, y conciliar el derecho a las pensiones con la necesidad 

que tiene el Estado de destinar recursos para atender sus deberes frente a todos los 

colombianos en materia de salud, educación y otros gastos sociales (…) se 

propone incluir como principio constitucional el de la sostenibilidad financiera del 

sistema. Lo anterior implica, por consiguiente, que en cualquier regulación futura 

que se haga del régimen pensional se debe preservar su equilibrio financiero, 
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evitando por consiguiente situaciones críticas como las que podrían producirse de 

no adoptarse las reformas que han venido siendo estudiadas por el Congreso y el 

presente proyecto de Acto Legislativo” 

En consecuencia, las actuaciones de mi representada deben estar dirigidas a 

salvaguardar el Principio al cual se hace mención, sabiendo que el mismo fue 

instaurado dentro de nuestro ordenamiento jurídico con la finalidad de proteger la 

efectividad y la garantía del derecho a la seguridad social en favor de aquellos 

afiliados que han venido cotizando al fondo común, administrado por mi 

representada, de manera constante. Lo anterior, evitando a futuro cualquier 

situación que acarre consigo la descapitalización del régimen administrado por 

COLPENSIONES. 

Siendo así las cosas, no resulta procedente que se disponga el regreso automático 

de la señora LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA al RPM administrado por 

COLPENSIONES en razón a que tal como se argumentó en precedente la 

demandante se encuentra inmersa en una prohibición de traslado, establecida en 

el artículo 2 de la Ley 797 de 2003 y siendo tal prohibición un mecanismo dispuesto 

por el legislador con miras a proteger el Principio de Sostenibilidad Financiera, al 

evitar que una persona que no ostenta expectativa legítima alguna y que, en el 

presente caso, no ha cotizado al RPM por más de 10 años, pueda llegar a 

beneficiarse de las características propias del mismo; más aún cuando la 

demandante no fue tenida en cuenta al momento de efectuar el cálculo actuarial 

necesario para conocer a futuro un posible monto pensional en el RPM lo que 

traería como consecuencia la descapitalización del fondo común y por ende una 

posible afectación de la garantía pensional de los afiliados al mismo. En ese orden 

de ideas, se deberá declarar que en el caso no resulta procedente que 

COLPENSIONES tenga como afiliada a la demandante, toda vez que tal 

declaratoria traería consigo el desconocimiento de un Principio de rango 

constitucional. 

Argumentación que se encuentra en cumplimiento con lo manifestado por la Corte 

Constitucional mediante la Sentencia C-1024 de 2004 y C-062 de 2010. 

 

7. . BUENA FE DE COLPENSIONES:  

 

Mi poderdante en el ejercicio de sus funciones siempre cumple lo establecido en 

la ley para cada caso en particular, bajo los parámetros fundamentales 

consagrados en nuestra Constitución Política, por lo que todas y cada una de sus 

resoluciones se circunscriben al principio de buena fe exenta de culpa y del 

principio de legalidad, en los términos de la Sentencia C-1436 de 2000. 

Adicionalmente debe tenerse en cuenta por fallador de instancia que el principio 

de la buena fe se extiende hasta el momento del cambio del acto normativo o de 

cualquier orden judicial en los términos de la Sentencia T-956 de 2011. 

8. COBRO DE LO NO DEBIDO.  

 

Mi representada ha expresado con fundadas razones que no es procedente 

acceder a la prestación solicitada.  Toda vez que el actor no se encuentra afiliado 

al RPM y por ello no es posible reconocerle y pagarle una pensión de vejez a cargo 

de mi mandante teniendo en cuenta que el actor se trasladó válidamente al RAIS 

y al encontrarse dentro de la prohibición legal anteriormente descrita no es posible 

su regreso al RPM.  

De otro lado, para que proceda la nulidad de la afiliación efectuada al régimen 

de ahorro individual y, recibir a la demandante como afiliado al régimen de prima 

media con prestación definida es indispensable que Colpensiones haga el estudio 

administrativo necesario para determinar si la actora le asiste derecho a la 

prestación solicitada. 
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9. FALTA DE CAUSA PARA PEDIR. 

 

El anterior medio exceptivo, se fundamenta en razón a que el demandante está a 

menos de 10 años de contar con la edad exigida para adquirir sus derechos 

pensionales y, que de conformidad con el artículo 2 de la ley 797 de 2003 

l i teral e, no es posible acceder posit ivamente a lo sol icitado.  

 

 

10.  PRESUNCION DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS JURIDICOS  

 

La presente excepción encuentra fundamento en que al haber fundado el actor 

su pretensión en el hecho de haber sido engañado por los asesores del fondo de 

pensiones PORVENIR de conformidad con lo expuesto en artículo 1516 del C.C. y el 

167 del C.G.P., le correspondía la carga de probar dicha afirmación, lo que brilla 

por su ausencia en el presente caso. 

 

Pues, vale resaltar que, ante mi representada la afiliación por parte de la 

demandante al RAIS, es una clara manifestación de su voluntad a pertenecer al 

referido régimen pensional. Esto, por cuanto, la afiliación en sí es un acto jurídico 

que constituye una acción que se lleva a cabo de manera consciente y de forma 

voluntaria con el propósito de establecer vínculos jurídicos entre los interesados y, 

con ello, crear, modificar o extinguir determinados derechos. 

 

De manera que, para que un acto jurídico exista como tal, es decir que la expresión 

de la voluntad de quien lo realiza se encuentre amparada por la Ley, es necesario 

que reúna una serie de elementos de existencia y de validez. Situaciones que a 

simple vista se configuran en el presente proceso y, con ello, se encuentra 

acreditada la presunción de legalidad de los actos jurídicos celebrados. 

 

11. INEXISTENCIA DEL DERECHO RECLAMADO.  

 

La anterior excepción obedece a la inexistencia de presupuestos fácticos y 

jurídicos para efectuar el traslado del régimen. En consecuencia, al no existir un 

derecho concreto, palpable y cierto, su reclamo deviene en inexistente. 

 

12. PRESCRIPCIÓN. 

 

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las pretensiones 

de la demanda, se propone la excepción de prescripción frente a cualquier 

derecho que eventualmente se hubiese causado a favor de la demandante y que 

de conformidad con las normas legales y con las pruebas aportadas al plenario se 

reconozca en la sentencia, causados con anterioridad a tres años, contados desde 

la presentación de la demanda, conforme lo establece el artículo 488 del C.S.T., en 

concordancia con el artículo 151 del C.P.T. y S.S. 

Sustento la presente excepción además de los artículos citados en precedencia en 

la jurisprudencia de la H corte constitucional, sentencia C-624 de 2003, y la 

sentencia de la H corte suprema de justicia sala de casación laboral, expediente 

L-8109-96 que me permitió transcribir en su aparte pertinente, así: 

(…) “No obstante, así reitero la corte, una vez más, la imprescriptibilidad del 

derecho a reclamar una pensión “pero, como ha sido objeto de aclaraciones en 

las anteriores oportunidades, la imprescriptibilidad de la pensión se refiere al 

derecho en sí mismo, pero no en lo atinente a las mesadas pensionales dejadas de 

cobra, las cuales se someten a la regla general de prescripción de las leyes sociales 

de tres (3) años, prevista en el artículo 151 de decreto –ley 2158 de 1948 (…) ahora 
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bien, como la pensión de jubilación es vitalicia, la jurisprudencia laboral ha 

encontrado, con acierto, que el derecho a ella no prescribe, y que solo a las 

mesadas, una tras otra consideradas, puede aplicarse este medio de extinción de 

las obligaciones. Corte suprema de justicia- sala de casación laboral, EXP L-8109-96 

M.P German Valdés Sánchez (…)” 

Sin que de ninguna manera se entienda reconocidos los hechos y las pretensiones 

de la demanda, se propone la excepción de prescripción frente a la acción que 

se pretende instaurar en este proceso de conformidad a lo preceptuado en el 

artículo 2536 del Código Civil el cual nos habla de la prescripción de la acción 

ordinaria civil, ya que al ser un contrato comercial el realizado entre la demandante 

y las AFP, el que ahora se pretende demandar declarando la nulidad de este, se 

debe tener en cuenta que la accionante contaba con un término de 10 años para 

realizar dicha acción, so pena de declararse prescrita, como ocurrió en el presente 

caso en donde han pasado más de diez años desde el traslado de la demandante 

hasta la solicitud de declaratoria de nulidad, por lo que solicito sea tenido en 

cuenta para efectos que se declare la prescripción de la acción respecto a la 

declaratoria de nulidad del traslado de régimen pensional ya que no se le está 

violando el derecho a la seguridad social, pues la demandante sigue estando 

activa en el Régimen de Ahorro Individual teniendo la posibilidad de adquirir 

pensión con la AFP que el eligió. 

13. . INNOMINADA O GENERICA.  

 

Pido al señor Juez que, si se encuentran probados hechos que constituyan una 

excepción, esta se declare oficiosamente a favor de mi representada 

COLPENSIONES.  

 

PRUEBAS. 

Solicito respetuosamente se sirva decretar positivamente las siguientes: 

1. Interrogatorio de parte a la señora LAURA MARIA SALAMANCA PARRAGA, para 

que, en audiencia, cuya fecha y hora se servirá usted señalar, absuelva el 

interrogatorio que personalmente le formularé, toda vez que con esta prueba se 

pretende demostrar que no se cumplen los presupuestos mínimos que den 

sustento al reconocimiento de la pretensión elevada.  

2. Expediente Administrativo e historia laboral de la señora LAURA MARIA 

SALAMANCA PARRAGA 

DESCONOCIMIENTO DE DOCUMENTOS: 

 

Me permito manifestar que desconozco los documentos aportados con la 

presentación de la demanda. 

 

Lo anterior, ya que una vez verificadas las documentales allegadas se evidencia 

que obran documentales que no fueron emitidas por mi represente y, en 

consecuencia, no podemos dar fe de la validez y autenticidad del contenido de 

los mismos.  

ANEXOS 

1. Poder debidamente otorgado 

2. Allego Escritura Pública N° 3375 suscrita ante la Notaria Novena del Círculo 

de Bogotá el día 02 de septiembre de 2019 

3. Los documentos aducidos como pruebas. 
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NOTIFICACIONES 

A mi representada Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES, se 

notifica en la Carrera 10 Nº 72 - 93.  

La suscrita apoderada se notifica en la Calle 19 N° 6 – 31 oficina 1904 o en la 

secretaría del despacho. 

 

Atentamente, 

 

______________________________________ 

CEIBOLT JULIETH ACUÑA MAYORDOMO.  

C.C. 1.023.916.764  

T.P. 272.291 del C.S. de la J.  
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Señor 
JUEZ CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ 
E.            S.    D. 
 
 
Ref.:  Proceso Ejecutivo Laboral de DIANA ESMERALDA DEL SOCORRO 

PRADA SÁNCHEZ contra LEGIS EDITORES S.A. 
  
 

Rad. No.  2021 – 00594 

 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO, mayor de edad, abogado titulado, identificado 
como aparece al pie de mi firma, obrando como apoderado judicial de LEGIS 

EDITORES S.A., conforme al poder que obra dentro del plenario, encontrándome 
dentro del término legal, me permito presentar RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN 

SUBSIDIO DE APEALCIÓN contra el auto que libró mandamiento de pago en 
contra de mi representada el 01 de diciembre de 2022, notificado en el estado No. 
156 del 02 de diciembre de la misma anualidad, con sustento en los siguientes 
fundamentos de hecho y de derecho: 
 
 

I. MANDAMIENTO DE PAGO.  
 
 
El Juzgado de conocimiento mediante auto proferido el 06 de septiembre de 2022, 
ordenó librar mandamiento de pago en contra de mi representada en los siguientes 
términos: 
 

“PRIMERO: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO en favor de DIANA 
ESMERALDA DEL SOCORRO PRADA SANCHEZ y en contra de LEGIS 
EDITORES S.A., por los conceptos que se relacionan a continuación: 
 
1. Por la suma de TRECIENTOS VEINTINUEVE MIL CUATROCIENTOS 
CINCUENTA Y TRES PESOS M/CTE ($329.453), por concepto de indemnización 
de 180 días. 
 
2. Por la suma de TRES MILLONES TRECIENTOS SETENTA Y CUATRO MIL 
QUINIENTOS OCHENTA PESOS M/CTE ($3.374.580), por concepto de 
vacaciones. 
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3. Por la suma de TRECIENTOS VEINTINUEVE MIL CUATROCIENTOS 
CINCUENTA Y TRES PESOS M/CTE ($329.453), por concepto de indemnización 
de 180 días. 
 
4. Al pago de los aportes en el sistema de seguridad social de pensiones durante el 
periodo comprendido entre el 17 de diciembre de 2009 al 31 de octubre de 2015. 
 
SEGUNDO: Sobre las costas del proceso ejecutivo, el Juzgado se pronunciará en la 
oportunidad procesal correspondiente. 
 
TERCERO: ORDENASE a LEGIS EDITORES S.A. a pagar al demandante la 
suma por la cual se demandan, dentro del término de cinco (5) días contados a partir 
del día siguiente a la notificación de este proveído. 
 
CUARTO: NOTIFICAR este proveído a LEGIS EDITORES S.A. mediante 
anotación en estado.” 

 
 
Mediante auto de fecha 01 de diciembre de 2022, notificado en el estado No. 156 de 
fecha 02 de diciembre de 2022 el Juzgado, resolvió: 
 
 

“PRIMERO: ABSTENERSE de resolver los recursos de reposición y en subsidio 
apelación interpuestos por la ejecutada. 
 
SEGUNDO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO los numerales 1, 2 y 3 del auto de 
fecha 06 de septiembre de 2022, mediante el cual se libró mandamiento de pago, para 
en su lugar CORREGIR y librar mandamiento por los siguientes conceptos 
 
1. Por concepto de salarios y prestaciones sociales y aportes al sistema de seguridad 
social, que se le adeudan entre la fecha del despido el 17 de diciembre de 2009 y hasta 
el 31 de octubre de 2015 sumas debidamente indexadas. 
 
2. Por concepto de indemnización de los 180 días. 
TERCERO: MANTENER INCOLUME el numeral cuarto del auto del 06 de 
septiembre de 2022. 
 
CUARTO: CORRER TRASLADO a las partes para que si a bien lo tienen formulen 
recurso correspondiente. 
 
QUINTO: DEJAR SIN VALOR Y EFECTO orden de entrega de títulos, mediante 
auto de fecha 06 de septiembre de 2022”. 
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Al respecto, es del caso precisar, que en la sentencia primera instancia proferida el 
29 de septiembre de 2016, el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bogotá, 
resolvió:  
 

“PRIMERO: DECLARAR que entre la demandante y la sociedad LEGIS 
EDITORES S.A. que se identifica con el nit No. 860042209-2 y la ciudadana 
demandante DIANA ESMERALDA  DEL SOCORRO PRADA SÁNCHEZ 
quien se identifica con cédula de ciudadanía No. 39.542.128 existió un contrato 
de trabajo a término indefinido entre el 01 de abril de 1992 y el 17 de diciembre 
de 2009, siendo ineficaz esta fecha como de terminación del contrato de trabajo 
por despido de la demandada y extendiéndose el contrato de trabajo en su 
duración hasta el 24 de mayo de 2011, de conformidad con lo expuesto en la parte 
motiva de esta sentencia. 
 
SEGUNDO: CONDENAR a la demandada a reconocer a la parte demandante 
los siguientes conceptos y cuantías: 
 
- Por concepto de salarios, prestaciones sociales y compensación de vacaciones 
que se le adeudan entre la fecha del despido el 17 de diciembre de 2009, que se 
declara ineficaz y el 24 de mayo de 2011, restando los valores cancelados por la 
parte demandante en la liquidación de salarios, prestaciones sociales y pago de 
indemnizaciones del artículo 64 del CST, el valor resultante total de 
$1.924.431,83. 
 
TERCERO: CONDENAR a la entidad demandada a pagar a la ciudadana 
demandante el valor de $8.818.431,83 junto con la indexación de este bajo la 
fórmula IPC FINAL/IPC INICIAL, que corresponde el primero al de diciembre 
del año anterior de la fecha en la cual se efectué el pago y el IPC inicial al de 
diciembre del año anterior de la fecha en la cual se causó el derecho por el valor a 
actualizar antes mencionado que a título ilustrativo al presente año asciende a 
$1.752.427,12, por concepto de la indemnización equivalente a 180 días de 
salarios de conformidad con el artículo 26 de la ley 361 de 1997. 
 
CUARTO: LIMITAR los efectos del reintegro únicamente hasta el 04 de mayo 
de 2011 por efecto de la determinación de invalidez estructurada a partir del 25 
de mayo de 2011 y el disfrute de pensión de invalidez de la ciudadana 
demandante, conforme se observó dentro del trámite probatorio del presente 
proceso. 
 
QUINTO: DECLARAR no probadas las excepciones previas propuestas por la 
parte demandada relacionadas con las condenas de los numerales primero y 
segundo de esta sentencia, y releva de manifestarse por las excepciones por las 
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cuales se absuelve a la sociedad demandada en su concepto y cuantía. Probada la 
excepción de compensación en los términos antes indicados en la presente 
sentencia. 
 
SEXTO: COSTAS a cargo de la entidad demandada, agencias en derecho la 
suma de 5 SMLMV, siempre y cuando no superen el 25% total de esta sentencia 
y la misma permanezca de la forma anteriormente expuesta. 
 
SÉPTIMO: ABSOLVER a la demandada de las demás pretensiones no 
indicadas en la presente sentencia.” 

 
Mediante sentencia de segunda instancia proferida el 22 de noviembre de 2016, por 
el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, revocó en su integridad la 
sentencia de primera instancia y absolvió a mi representada de todas y cada de una 
de las pretensiones incoadas en la demanda. 
 
Mediante sentencia de fecha 02 de diciembre de 2020, la Sala Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, resolvió: 

 
“PRIMERO: CASA la sentencia proferida el 22 de noviembre de 2016, por la 
Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá D.C., en el 
proceso que DIANA ESMERALDA DEL SOCORRO PRADA SÁNCHEZ, 
promovió en contra de LEGIS EDITORES S.A., en cuanto revocó la dictada el 
29 de septiembre de 2016, por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bogotá 
D.C. 
 
En sede de instancia, confirma la sentencia de primer grado, con las siguientes 
modificaciones: 
 

a) Los efectos del reintegro de la actora se extienden hasta el 31 de octubre de 2015; 
por ello, el pago de salarios y prestaciones sociales, así como de los 
aportes al sistema de seguridad social en pensiones, cubren hasta dicha 
fecha, en la que definitivamente terminó el contrato de trabajo, por 
reconocimiento de la pensión de invalidez. 
 

b) De lo que debe pagar la demandada a la trabajadora por salarios, prestaciones e 
indemnización indexada de 180 días, hasta el 31 de octubre de 2015, podrá 
deducir también lo sufragado por auxilio de cesantías y Fondo de Empleados. 
 
Costas como se dijo. (…)” (Subrayas y negrilla fuera del texto). 
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Teniendo en cuenta las sentencias proferidas en el trámite del proceso ordinario, la 
condena impuesta a LEGIS EDITORES S.A., se canceló en su totalidad.  
 
LEGIS EDITORES S.A., constituyó tres depósitos judiciales por una suma total de 
OCHENTA Y DOS MILLONES TRESCIENTOS TREINTA Y DOS MIL 
NOVECIENTOS CUARENTA Y OCHO PESOS ($82.332.948), así: 

 
✓ Depósito judicial No. de Trazabilidad (CUS) 1275161307, por la suma 

de $76.689.996, del 06 de enero de 2022 
✓ Depósito judicial No. de Trazabilidad (CUS) 1280407418, por la suma 

de $5.542.630, del 11 de enero de 2022. 
✓ Depósito judicial No. de Trazabilidad (CUS) 1302446116, por la suma 

de $100.322, del 15 de febrero de 2022. 
 

CONCEPTO VALOR 

Salarios $ 81.004.500 

Cesantías $ 6.750.375 

Intereses a las cesantías $ 785.997 

Prima de servicios $ 6.750.375 

Indemnización 180 días de salario $ 8.818.431 

Indexación IPC actualizado $ 4.879.862 

Deducción pago realizado por 
concepto de indemnización 

contemplada en el artículo 64 

(-) $ 27.518.299 

Deducción pago realizado al fondo de 
empleados 

(-) $ 3.117.680 

Deducción por pago de salarios, 
prestaciones sociales y vacaciones. 

(-)$1.663.565 

TOTAL $ 76.689.996 

Indexación IPC actualizado $100.000 
TOTAL  $76.789.996 

 
COSTAS VALOR 

Agencias en derecho de primera 
instancia 

$ 4.542.630 

Agencias en derecho de segunda 
instancia 

$ 1.000.000 

TOTAL $ 5.542.630 
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Respecto a los aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones por el período 
comprendido entre el 17 de diciembre de 2009 al 31 de octubre de 2015, es del caso 
precisar, que mi representada efectuó y acreditó el pago de los aportes de dicho 
período. 
 
En este orden de ideas, se tiene que el Juzgado de conocimiento  libró mandamiento 
de pago en contra de mi representada por conceptos que ya fueron cancelados en su 
totalidad por LEGIS EDITORES S.A. 
 
Por todo lo anterior, solicito al Juzgado REPONER el auto de fecha 01 de diciembre 
de 2022 en el sentido de no librar  mandamiento de pago en contra de mi 
representada. De mantenerse incólume la decisión adoptada por el Despacho, 
solicito se conceda el recurso de apelación. 
 
Adjunto: 
 

✓ Memorial de fecha 21 de enero de 2022 allegando depósitos No. de 
Trazabilidad (CUS) 1275161307 y No. de Trazabilidad (CUS) 1280407418. 

✓ Memorial de fecha 15 de febrero de 2022 allegando depósito No. de 
Trazabilidad (CUS) 1302446116 

✓ Memorial de fecha 29 de junio de 2022 acreditando el pago de aportes al 
Sistema de Seguridad Social en Pensiones de mayo de 2011 a octubre de 2015. 

✓ Soporte de pago de aportes al Sistema de Seguridad Social en Pensiones del 
mes de diciembre de 2009 al mes de abril de 2011 . 
 

Atentamente,  
 

 

 

 

 

 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO  
C.C. No. 80.418.542 de Usaquén 
T.P. No. 81.917 del C. S. de la J.  
TMLE/AFMV 
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Señor 
JUEZ CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.                   S.                      D. 
 
 
Ref.: Proceso Ordinario Laboral de DIANA ESMERALDA DEL SOCORRO 

PRADA SÁNCHEZ contra LEGIS EDITORES S.A.  
 
 
Rad. No. 2012 - 00726 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO, mayor de edad, abogado en ejercicio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de apoderado 
judicial de LEGIS EDITORES S.A., como consta en el poder que obra en el 
expediente, me permito allegar comprobante de depósito judicial, correspondiente 
al pago del saldo restante de la condena, por la suma de CIEN MIL 

TRESCIENTOS VEINTIDÓS PESOS ($100.322).  
 
Lo anterior, para acreditar el pago total de la condena y de las costas impuestas a 
mi representada LEGIS EDITORES S.A. y así, proceda el Despacho con lo 
pertinente.  
 
Adjunto:    
 

• Comprobante de depósito judicial No. de Trazabilidad (CUS) 1302446116. 
 

 
Atentamente, 
 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO 
C.C. No. 80.418.542 de Bogotá 

T.P. No. 81.917 del C.S de la J 
MTGS/DSPR 
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Se certifica que LEGIS EDITORES S A identificado(a) con NI 860042209 realizó los siguientes aportes al Sistema de Seguridad Social para DIANA ESMERALDA DEL 
SOCORRO PRADA SANCHEZ identificado(a) con CC 39542128

Clave Planilla Clave Pago Tipo 
Planilla

Fecha 
Pago Riesgo Código Administradora Concepto Periodo Días

Novedades
ing ret tde tae tdp tap vsp cor vst sln ige lma vac avp vct irl vip IBC Tarifa Cotización

9440080830 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2011-04 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080830 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2011-04 30 X                 $1,149,000  $0

9440080830 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2011-04 30 X                 $1,149,000  $0

9440080830 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2011-04 30 X                 $0 0% $0

9440080830 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2011-04 30 X                 $0 0% $0

9440080775 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2011-03 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080775 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2011-03 30 X                 $1,149,000  $0

9440080775 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2011-03 30 X                 $1,149,000  $0

9440080775 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2011-03 30 X                 $0 0% $0

9440080775 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2011-03 30 X                 $0 0% $0

9440080698 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2011-02 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080698 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2011-02 30 X                 $1,149,000  $0

9440080698 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2011-02 30 X                 $1,149,000  $0

9440080698 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2011-02 30 X                 $0 0% $0

9440080698 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2011-02 30 X                 $0 0% $0

9440080644 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2011-01 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080644 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2011-01 30 X                 $1,149,000  $0

9440080644 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2011-01 30 X                 $1,149,000  $0

9440080644 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2011-01 30 X                 $0 0% $0
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Clave Planilla Clave Pago Tipo 
Planilla

Fecha 
Pago Riesgo Código Administradora Concepto Periodo Días

Novedades
ing ret tde tae tdp tap vsp cor vst sln ige lma vac avp vct irl vip IBC Tarifa Cotización

9440080644 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2011-01 30 X                 $0 0% $0

9440080500 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-12 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080500 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-12 30 X                 $1,149,000  $0

9440080500 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-12 30 X                 $1,149,000  $0

9440080500 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-12 30 X                 $0 0% $0

9440080500 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-12 30 X                 $0 0% $0

9440080417 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-11 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080417 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-11 30 X                 $1,149,000  $0

9440080417 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-11 30 X                 $1,149,000  $0

9440080417 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-11 30 X                 $0 0% $0

9440080417 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-11 30 X                 $0 0% $0

9440080362 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-10 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080362 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-10 30 X                 $1,149,000  $0

9440080362 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-10 30 X                 $1,149,000  $0

9440080362 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-10 30 X                 $0 0% $0

9440080362 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-10 30 X                 $0 0% $0

9440080289 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-09 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080289 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-09 30 X                 $1,149,000  $0

9440080289 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-09 30 X                 $1,149,000  $0

9440080289 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-09 30 X                 $0 0% $0

9440080289 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-09 30 X                 $0 0% $0
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Clave Planilla Clave Pago Tipo 
Planilla

Fecha 
Pago Riesgo Código Administradora Concepto Periodo Días

Novedades
ing ret tde tae tdp tap vsp cor vst sln ige lma vac avp vct irl vip IBC Tarifa Cotización

9440080195 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-08 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080195 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-08 30 X                 $1,149,000  $0

9440080195 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-08 30 X                 $1,149,000  $0

9440080195 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-08 30 X                 $0 0% $0

9440080195 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-08 30 X                 $0 0% $0

9440080118 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-07 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080118 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-07 30 X                 $1,149,000  $0

9440080118 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-07 30 X                 $1,149,000  $0

9440080118 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-07 30 X                 $0 0% $0

9440080118 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-07 30 X                 $0 0% $0

9440080048 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-06 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440080048 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-06 30 X                 $1,149,000  $0

9440080048 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-06 30 X                 $1,149,000  $0

9440080048 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-06 30 X                 $0 0% $0

9440080048 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-06 30 X                 $0 0% $0

9440079989 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-05 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440079989 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-05 30 X                 $1,149,000  $0

9440079989 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-05 30 X                 $1,149,000  $0

9440079989 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-05 30 X                 $0 0% $0

9440079989 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-05 30 X                 $0 0% $0

9440079892 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-04 30 X                 $1,149,000 16% $183,900
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Clave Planilla Clave Pago Tipo 
Planilla

Fecha 
Pago Riesgo Código Administradora Concepto Periodo Días

Novedades
ing ret tde tae tdp tap vsp cor vst sln ige lma vac avp vct irl vip IBC Tarifa Cotización

9440079892 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-04 30 X                 $1,149,000  $0

9440079892 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-04 30 X                 $1,149,000  $0

9440079892 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-04 30 X                 $0 0% $0

9440079892 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-04 30 X                 $0 0% $0

9440079806 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-03 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440079806 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-03 30 X                 $1,149,000  $0

9440079806 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-03 30 X                 $1,149,000  $0

9440079806 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-03 30 X                 $0 0% $0

9440079806 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-03 30 X                 $0 0% $0

9440079732 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-02 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440079732 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-02 30 X                 $1,149,000  $0

9440079732 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-02 30 X                 $1,149,000  $0

9440079732 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-02 30 X                 $0 0% $0

9440079732 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-02 30 X                 $0 0% $0

9440086531 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2010-01 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440086531 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2010-01 30 X                 $1,149,000  $0

9440086531 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2010-01 30 X                 $1,149,000  $0

9440086531 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2010-01 30 X                 $0 0% $0

9440086531 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2010-01 30 X                 $0 0% $0

9440075091 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES COTIZACIÓN 
OBLIGATORIA 2009-12 30 X                 $1,149,000 16% $183,900

9440075091 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
FONDO DE 

SOLIDARIDAD 
PENSIONAL

2009-12 30 X                 $1,149,000  $0
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Este certificado se expide el día 2022-09-21 a las 08:51.

Clave Planilla Clave Pago Tipo 
Planilla

Fecha 
Pago Riesgo Código Administradora Concepto Periodo Días

Novedades
ing ret tde tae tdp tap vsp cor vst sln ige lma vac avp vct irl vip IBC Tarifa Cotización

9440075091 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA

SUBCUENTA DE 
SUBSISTENCIA 2009-12 30 X                 $1,149,000  $0

9440075091 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 
EMPLEADOR

2009-12 30 X                 $0 0% $0

9440075091 30387891 J 2022-09-16 AFP 25-14 COLPENSIONES
COTIZACIÓN 
VOLUNTARIA 

AFILADO
2009-12 30 X                 $0 0% $0
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Señor 
JUEZ CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.                   S.                      D. 
 
 
Ref.: Proceso Ordinario Laboral de DIANA ESMERALDA DEL SOCORRO 

PRADA SÁNCHEZ contra LEGIS EDITORES S.A.  
 
 
Rad. No. 2012 - 00726 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO, mayor de edad, abogado en ejercicio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de apoderado 
judicial de LEGIS EDITORES S.A., conforme el poder que reposa en el 
expediente, me permito allegar comprobantes de pago de aportes al Sistema de 
Seguridad Social en Pensión del período comprendido entre mayo de 2011 a 
octubre de 2015.  
 
Lo anterior, para acreditar el pago de la condena por concepto de aportes a 
pensión impuesta a LEGIS EDITORES S.A. y así, proceda el Despacho con lo 
pertinente. 
 
Adjunto: 
 

• Comprobantes de pago de aportes al Sistema de Seguridad Social en 
Pensión, de fecha 08 de junio de 2022.  

 
Atentamente, 
 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO 
C.C. No. 80.418.542 de Bogotá 

T.P. No. 81.917 del C.S de la J 
MTGS/DSPR 
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Clave Planilla
Periodo 
Pensión

Valor a Pagar
Intereses de 

Mora
Saldos e 

Incapacidades
Valor Total

9435957304 2011-10 $ 183.900 $ 555.100 $ 0 $ 739.000

9435957422 2011-11 $ 183.900 $ 550.700 $ 0 $ 734.600

9435957541 2011-12 $ 183.900 $ 546.000 $ 0 $ 729.900

9435956879 2011-05 $ 183.900 $ 576.600 $ 0 $ 760.500

9435956965 2011-06 $ 183.900 $ 572.200 $ 0 $ 756.100

9435957034 2011-07 $ 183.900 $ 568.200 $ 0 $ 752.100

9435958573 2011-08 $ 183.900 $ 563.900 $ 0 $ 747.800

9435957219 2011-09 $ 183.900 $ 559.400 $ 0 $ 743.300

9435957753 2012-01 $ 183.900 $ 541.500 $ 0 $ 725.400

9435958853 2012-10 $ 183.900 $ 499.100 $ 0 $ 683.000

9435958929 2012-11 $ 183.900 $ 494.100 $ 0 $ 678.000

9435958988 2012-12 $ 183.900 $ 489.300 $ 0 $ 673.200

9435957836 2012-02 $ 183.900 $ 537.200 $ 0 $ 721.100

9435957939 2012-03 $ 183.900 $ 532.400 $ 0 $ 716.300

9435958056 2012-04 $ 183.900 $ 527.700 $ 0 $ 711.600

9435958139 2012-05 $ 183.900 $ 522.800 $ 0 $ 706.700

9435958283 2012-06 $ 183.900 $ 518.100 $ 0 $ 702.000

9435958365 2012-07 $ 183.900 $ 513.600 $ 0 $ 697.500

9435958656 2012-08 $ 183.900 $ 508.400 $ 0 $ 692.300

9435958721 2012-09 $ 183.900 $ 504.000 $ 0 $ 687.900

9435959061 2013-01 $ 183.900 $ 484.300 $ 0 $ 668.200

9435959730 2013-10 $ 183.900 $ 441.900 $ 0 $ 625.800

9435959797 2013-11 $ 183.900 $ 437.800 $ 0 $ 621.700

9435959860 2013-12 $ 183.900 $ 433.100 $ 0 $ 617.000

9435959139 2013-02 $ 183.900 $ 479.900 $ 0 $ 663.800

9435959192 2013-03 $ 183.900 $ 475.400 $ 0 $ 659.300

9435959270 2013-04 $ 183.900 $ 470.500 $ 0 $ 654.400

9435960234 2013-05 $ 183.900 $ 465.400 $ 0 $ 649.300

9435959436 2013-06 $ 183.900 $ 461.000 $ 0 $ 644.900

9435959503 2013-07 $ 183.900 $ 456.400 $ 0 $ 640.300

9435959597 2013-08 $ 183.900 $ 451.500 $ 0 $ 635.400

9435959651 2013-09 $ 183.900 $ 447.000 $ 0 $ 630.900

9435959926 2014-01 $ 183.900 $ 428.400 $ 0 $ 612.300

9435960509 2014-10 $ 183.900 $ 388.200 $ 0 $ 572.100

9435960563 2014-11 $ 183.900 $ 384.300 $ 0 $ 568.200

9435960600 2014-12 $ 183.900 $ 379.300 $ 0 $ 563.200

9435959994 2014-02 $ 183.900 $ 424.200 $ 0 $ 608.100

9435960070 2014-03 $ 183.900 $ 419.900 $ 0 $ 603.800

9435960157 2014-04 $ 183.900 $ 415.100 $ 0 $ 599.000

9435961688 2014-05 $ 183.900 $ 410.600 $ 0 $ 594.500

9435960295 2014-06 $ 183.900 $ 406.500 $ 0 $ 590.400

9435960333 2014-07 $ 183.900 $ 401.700 $ 0 $ 585.600
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9435960403 2014-08 $ 183.900 $ 397.400 $ 0 $ 581.300

9435960453 2014-09 $ 183.900 $ 393.100 $ 0 $ 577.000

9435960678 2015-01 $ 183.900 $ 375.100 $ 0 $ 559.000

9435961210 2015-10 $ 183.900 $ 335.300 $ 0 $ 519.200

9435960735 2015-02 $ 183.900 $ 371.100 $ 0 $ 555.000

9435960807 2015-03 $ 183.900 $ 366.200 $ 0 $ 550.100

9435960878 2015-04 $ 183.900 $ 361.900 $ 0 $ 545.800

9435960934 2015-05 $ 177.800 $ 346.000 $ 0 $ 523.800

9435960975 2015-06 $ 183.900 $ 353.500 $ 0 $ 537.400

9435961029 2015-07 $ 183.900 $ 348.700 $ 0 $ 532.600

9435961094 2015-08 $ 183.900 $ 344.500 $ 0 $ 528.400

9435961145 2015-09 $ 183.900 $ 340.100 $ 0 $ 524.000

54  
Clave 
grupal:

$ 9.924.500  
Clave del 
pago:

$ 
24.575.600  

Banco :

$ 0  

$ 
34.500.100  

Saldos e incapacidades:

Valor total:

Totales Datos de la transacción

Cantidad de planillas:

Valor a pagar:

Intereses de mora:
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Señor 
JUEZ CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 
E.                   S.                      D. 
 
 
Ref.: Proceso Ordinario Laboral de DIANA ESMERALDA DEL SOCORRO 

PRADA SÁNCHEZ contra LEGIS EDITORES S.A.  
 
 
Rad. No. 2012 - 00726 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO, mayor de edad, abogado en ejercicio, 
identificado como aparece al pie de mi firma, actuando en calidad de apoderado 
judicial de LEGIS EDITORES S.A., como consta en el poder que obra en el 
expediente, me permito allegar dos comprobantes de depósitos judiciales; el 
primero constituido el 06 de enero de 2022, por la suma de SETENTA Y SEIS 
MILLONES SEISCIENTOS OCHENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS 
NOVENTA Y SEIS PESOS ($ 76.689.996); y el segundo constituido el 11 de enero 
de 2022, por la suma de CINCO MILLONES QUINIENTOS CUARENTA Y DOS 

MIL SEISCIENTOS TREINTA PESOS ($ 5.542.630), correspondientes al pago de 
la condena y de las costas, así:  
 

PAGO CONDENA VALOR 

Salarios   $ 81.004.500   

Cesantías   $ 6.750.375   

Intereses a las cesantías   $ 785.997 

Primas de servicios   $ 6.750.375   

Indemnización consagrada en el artículo 26 
de la Ley 361 de 1997. 

$ 8.818.431   

Indexación  $ 4.879.862 

Deducción pago realizado por concepto de 
indemnización del artículo 64 del CST.    

(-) $ 27.518.299   

Deducción por pago realizado al fondo de 
empleados.   

(-) $ 3.117.680   

Deducción por pago de salarios, 
prestaciones sociales y vacaciones.   

(-) $ 1.663.565   

TOTAL  $ 76.689.996 
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PAGO COSTAS VALOR 

Agencias en derecho de primera instancia   $ 4.542.630  

Agencias en derecho de segunda instancia  $ 1.000.000  

TOTAL   $ 5.542.630  

 
Lo anterior, para acreditar el pago de la condena y de las costas impuestas a mi 
representada LEGIS EDITORES S.A., y así, proceda el Despacho con lo 
pertinente.  
 
Adjunto:    
 

• Comprobante de depósito judicial No. de Trazabilidad (CUS) 1275161307, 
de fecha 06 de enero de 2022. 
 

• Comprobante de depósito judicial No. de Trazabilidad (CUS) 1280407418, 
de fecha 11 de enero de 2022. 
 

 
Atentamente, 
 
 
 
JUAN PABLO LÓPEZ MORENO 
C.C. No. 80.418.542 de Bogotá 

T.P. No. 81.917 del C.S de la J 
MTGS/DSPR 
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Depósitos Judiciales
06/01/2022 12:39:03 PM

Contacto Banco Agrario en Bogotá D.C., Colombia +571 594 8500, resto del país 01 8000 91 5000. servicio.cliente@bancoagrario.gov.co

www.bancoagrario.gov.co. NIT. 800.037.800-8.

COMPROBANTE DE PAGO

Código del Juzgado 110012032004

Nombre del Juzgado 004 LABORAL CIRCUITO BOGOTA D.

Concepto 1 - DEPOSITOS JUDICIALES

Descripción del concepto CONDENA

Numero de Proceso 11001310500420120072600

Tipo Identificación del Demandante Cédula de Ciudadania

Identificación Demandante 39542128

Razón Social / Nombres Demandante DIANA ESMERALDA DEL SOCORRO

Apellidos Demandante PRADA SANCHEZ

Tipo Identificación del Demandado NIT Persona Jurídica

Identificación Demandado 860042209

Razón Social / Nombres Demandado LEGIS EDITORES

Apellidos Demandado SA

Valor de la Operación $76,689,996.00

Costo Transacción $6.831,00

Iva Transacción $1.298,00

Valor total Pago $76.698.125,00

No. Trazabilidad (CUS) 1275161307

Entidad Financiera BANCOLOMBIA

Estado APROBADA
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Señor: 

JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.  

E.   S.   D. 

 

REFERENCIA: PROCESO EJECUTIVO 

DEMANDANTE: MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ (Q.E.P.D) 

DEMANDADO: LA UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP. 

RADICADO: 11001310500420220033000 

ASUNTO: RECURSO DE REPOSICIÓN CONTRA EL AUTO QUE LIBRÓ MANDAMIENTO DE 

PAGO DE FECHA 06 DE DICIEMBRE DE 2022 

 

GLORIA XIMENA ARELLANO CALDERÓN, identificada con la cédula de ciudadanía número 

31.578.572 expedida en Cali, titular de la Tarjeta Profesional de abogado número 123.175 del Consejo 

Superior de la Judicatura, en mi condición de apoderada Judicial de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA 

PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, dentro del presente proceso, me dirijo respetuosamente a Usted con 

el fin de presentar y sustentar recurso de reposición que interpongo contra el auto que libró 

mandamiento de pago de fecha 06 de diciembre de 2022, en los siguientes términos: 

 

I. PROCEDENCIA 

 

El artículo 63 del Código Procesal del Trabajo de la Seguridad Social, dispone que serán susceptibles 

del recurso de reposición, las decisiones contenidas en autos interlocutorios.¿ 

Entratándose de procesos ejecutivos, es aplicable la norma contenida en el numeral 3º del artículo 

442 del Código General del Proceso, que prevé que los hechos que configuren excepciones previas 

deberán alegarse mediante reposición contra el mandamiento de pago. 

En virtud de lo anterior, y por tratarse de un proceso ejecutivo laboral, se debe dar aplicación a lo 

establecido en el artículo 318 del Código General del Proceso, que dispuso que el recurso de 

reposición se podrá interponer dentro de los 3 días hábiles siguientes a la notificación del auto que 

libró mandamiento de pago.  

 

A su vez el numeral 3º del artículo 442 del Código General del Proceso, dispuso: “… el beneficio de 

excusión y los hechos que configuren excepciones previas deberán alegarse mediante reposición en 

contra el mandamiento de pago”. 

 

Por su parte, las excepciones previas dentro de la normatividad Colombiana son taxativas, limitándose 

a las relacionadas en el artículo 100 del C.G.P. que preceptúa: 

 

“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá 

proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 

1. Falta de jurisdicción o de competencia. 

2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
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3. Inexistencia del demandante o del demandado. 

4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 

5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de 

pretensiones. 

6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, 

curador de bienes, administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el 

demandante o se cite al demandado, cuando a ello hubiere lugar. 

7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde 

8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 

9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 

10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 

11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue 

demandada. 

 

De conformidad con lo anteriormente expuesto, las excepciones previas que se alegan dentro del 

presente recurso, corresponden a las enumeradas en los numerales 3, 4 , 9 y 10, pues tal , si que se 

observe que el despacho conozca de su fallecimiento o que se haya presentado algún legitimado y 

beneficiario del crédito cobrado, pues no existe asomo de duda que los intereses reclamados del 

proceso son de la parte directamente involucrada y no del apoderado, generándose incertidumbre 

sobre el particular, situación por la que solicitamos respetuosamente se aclare la anterior situación, so 

pena de la terminación del proceso y el archivo de las diligencias. 

 

De las normas anteriormente citadas, es claro que el recurso de reposición es procedente, en la 

medida en que el auto que libra mandamiento de pago, no es susceptible de recurso de apelación 

 

 

 

 

II. FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE REPOSICIÓN  

 

INEXISTENCIA DEL DEMANDANTE 

En el caso en concreto, resulta indispensable para la suscrita abogada poner en consideración del 

despacho lo siguiente: 

 

Se evidencia que la señora MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ se encuentra inactiva en la 

nomina de pensionados y registra como fallecida desde el 22 de junio del año 2007. 
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Como consecuencia directa del deceso de la demandante antes de la presentación de demanda 

ejecutiva, puede considerarse su inexistencia como sujeto procesal, pues al no tener la capacidad de 

comparecer en juicio, presupuesto fundamental para acudir al litigio, se configuran los elementos para 

que pueda declararse probada la excepción previa de inexistencia del demandante, prevista en el 

numeral 3 del artículo 100 del CGP. Además de lo anterior, debe señalarse que al momento en que 

se presentó la solicitud de ejecución de condenas constituyéndose en una demanda ejecutivo, no se 

evidencia que se hubiese tramitado una sucesión procesal como lo dispone el Artículo 68 del Código 

General del Proceso, razón por la cual no se tiene claridad como y a quien serán pagadas las sumas 

aquí ejecutadas. 

 

Es menester de la suscrita abogada en representación de una entidad pública y en defensa de los 

intereses de la Nación, poner dicha situación en consideración del despacho, teniendo en cuenta que 

las sumas que aquí se pretenden ejecutar provienen del tesoro público. Adicionalmente, no se observa 

que el apoderado de la fallecida MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D), con 

anterioridad al presente tramite pusiera de presente la imperativa necesidad de adelantar el tramite de 

sucesión procesal como lo dispone el Articulo 68 del Código General del Proceso, razón por la cual 

solicito de la forma mas respetuosa al despacho se sirva de dar tramite a la respectiva sucesión 

procesal y en ese sentido, adelanten todas las acciones encaminadas a proteger la masa sucesoral , 

tanto de la señora  MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D), así como del causante señor 

SALOMON MARTINEZ MURILLO (Q.E.P.D) 

 

 

INCAPACIDAD O INDEBIDA REPRESENTACION DEL DEMANDANTE O DEL DEMANDADO 

Como se ha manifestado anteriormente, como consecuencia directa del deceso de la demandante 

antes de la presentación de demanda ejecutiva, podría considerarse que en el presente caso se ha 

configurado una indebida representación del demandante. Debe señalarse que el mandato conferido 

al abogado EDUARDO ARDILA TORRIJOS, había finalizado teniendo en cuenta que la demandante, 

señora MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D) había fallecido el 22 de junio de 2007, 

situación que como atrás se indicó, de acuerdo a la interpretación del artículo 76 del CGP, es uno de 

los presupuestos para que se entienda por terminado el poder.  

 

De otro modo, debe señalarse que han transcurrido mas de 10 años desde el fallecimiento de la señora 

MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D) sin que se evidencie en el actuar del apoderado, 

que de forma diligente se hubiese solicitado  la sucesión procesal para que se determinase si existía 

o no persona en calidad de heredera, que se hiciese titular de los derechos pertenecientes a las masas 

sucesorales de la señora MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D) y del señor 
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SALOMON MARTINEZ MURILLO (Q.E.P.D). Situación que al ser omitida, puede constituirse en una 

trasgresión a los derechos de indeterminadas personas que eventualmente puedan ser vinculadas al 

presente proceso en calidad de herederas. 

 

Así las cosas, solicito al despacho se sirva de estudiar la procedencia de la presente excepción, y en 

ese sentido determinar si el abogado EDUARDO ARDILA TORRIJOS, se encuentra facultado para 

ejecutar las condenas aquí pretendidas sin que se encuentre surtido el tramite dispuesto en el articulo 

68 del Código General del Proceso. 

 

 

 

NO HABERSE ORDENADO LA CITACION DE OTRAS PERSONAS QUE LA LEY DISPONE 

CITAR 

De conformidad con las excepciones anteriormente expuestas debe señalarse que han transcurrido 

más de 10 años desde el fallecimiento de la señora MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  

(Q.E.P.D) sin que se evidencie en el actuar del apoderado, que de forma diligente se hubiese solicitado  

la sucesión procesal para que se determinase si existía o no persona en calidad de heredera, que se 

hiciese titular de los derechos pertenecientes a las masas sucesorales de la señora MARIA NANCY 

ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D) y del señor SALOMON MARTINEZ MURILLO (Q.E.P.D). 

Situación que al ser omitida, puede constituirse en una trasgresión a los derechos de indeterminadas 

personas que eventualmente puedan ser vinculadas al presente proceso en calidad de herederas. 

 

En consecuencia, me permito solicitar al despacho que dentro del presente proceso se ordene la 

notificación de personas indeterminadas, para que una vez acreditada su condición de herederos, 

habiendo aportado original o copia auténtica de la escritura o sentencia de sucesión, se hagan parte 

dentro del proceso de conformidad con el Artículo 68 del Código General del Proceso 

 

NO COMPRENDER LA DEMANDA A TODOS LOS LITISCONSORTES NECESARIOS 

De conformidad con las excepciones anteriormente expuestas, el Artículo 61 del Código General 

Proceso y al no evidenciar que de forma diligente se hubiese solicitado la sucesión procesal, de 

conformidad con el Articulo 68 del Código General del Proceso,  para que se determinase si existía o 

no persona en calidad de heredera, que se hiciese titular de los derechos pertenecientes a las masas 

sucesorales de la señora MARIA NANCY ESTEVEZ DE MARTINEZ  (Q.E.P.D) y del señor 

SALOMON MARTINEZ MURILLO (Q.E.P.D); Solicito al despacho que se sirva de ordenar notificar y 

dar traslado del presente proceso a aquellas personas faltantes que deban integrar el contradictorio. 

Lo anterior en salvaguarda de los derechos de indeterminadas personas que eventualmente puedan 

ser vinculadas al presente proceso en calidad de herederas. 

 

III. PETICIONES 

Teniendo en cuenta lo expuesto hasta aquí, respetuosamente se elevan las siguientes peticiones: 

Primera.- Le solicito muy respetuosamente se REPONGA el auto proferido el 06 de diciembre de 

2022, mediante el cual ordenó librar mandamiento ejecutivo en contra de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, por las razones expuestas en este escrito.  

Segunda.- En consecuencia, se niegue el mandamiento de pago.   
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IV. NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS 

 

Manifiesto que mi correo electrónico para efecto de sus notificaciones y contacto es: 

garellano@upp.gov.co  Celular: 3006191833 

Del Señor Juez, 

 

 

 

 

 

GLORIA XIMENA ARELLANO CALDERÓN 

C. C. 31578572 de Cali. 

T. P. 123175 C. S. de la J. 
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Bogotá D.C., 24 de enero de 2023 

 

Señores: 

JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. 

Correo electrónico: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co  

Ciudad 

 

REFERENCIA: PROCESO ORDINARIO No. 2022-00423 

DEMANDANTE: MIGUEL ALEXANDER BELTRAN CHITIVA  

DEMANDADO: ASIMEC INGENIERIA S.A.S. 

 

Asunto: RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO EL DE APELACIÓN 

CONTRA AUTO QUE TUVO POR NO CONTESTADA LA DEMANDA – 

INCIDENTE DE NULIDAD 

 

Respetados doctores, 

 

NESTOR MAURICIO TORRES TRUJILLO, mayor e identificado como registra al 

pie de mi firma, actuando en calidad de apoderado reconocido de la sociedad 

ASIMEC INGENIERIA S.A.S., identificada con NIT 901.272.291-1, por medio de la 

presente, encontrándome dentro del término legal, me permito formular RECURSO 

DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO EL DE APELACIÓN, conforme lo ordenado en 

los artículo 63 y 65 del C.P.T.S.S., en contra del auto que tuvo por no contestada la 

demanda en el término legal, notificado en estado del 23 de enero de 2023, así como 

INCIDENTE DE NULIDAD, conforme lo ordenado en los artículos 133 y s.s. del 

C.G.P., aplicables por remisión directa del artículo 145 del C.P.T.S.S., por los motivos 

que paso a exponer:  

 

I. RECURSO DE REPOSICIÓN Y EN SUBSIDIO EL DE APELACIÓN:  

 

FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

 

1. A raíz de la virtualidad en la justicia, instaurada a partir del año 2020, se ha 

privilegiado el uso de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) 

en los procesos judiciales, incluyendo su revisión, consulta, control, así como el 

intercambio, notificación y reporte de información y novedades de parte de las 

sedes judiciales, a través del Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI. 

2. En el caso que nos ocupa, las anotaciones en el proceso identificado con el No. 

110013105004-2022-00423-00, para el 23 de noviembre de 2022, fueron 

reportadas y se observaban por las partes así: 

 
3. De acuerdo con lo anterior, se advierte que dentro de las anotaciones 

registradas en el radicado No. 110013105004-2022-00423-00, figura constancia 

secretarial consignada por el despacho el 23 de noviembre de 2022 que de 

manera clara indicaba “SE DEJA CONSTANCIA DE LA NOTIFICACION 

REALIZADA EL DIA 22 DE NOVIEMBRE DE 2022, EN TERMINOS HASTA 

EL 9 DE DICIEMBRE DE 2022”. (negrilla fuera del texto original) 
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4. Nótese como son concordantes de la siguiente manera los términos que se 

anotaron en el Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI, con los que se 

computaron para la contestación de la demanda así: 

Fecha de envío de 

la notificación  

Dos días hábiles 

siguientes (Art. 8 

Ley 2213 de 2022) 

Término para 

contestar (10 días 

hábiles) 

Fecha en que se 

radica la 

contestación 

22 de noviembre de 

2022 

23-24 de noviembre 

de 2022 

25 de noviembre al 

9 de diciembre de 

2022 

9 de diciembre de 

2022 

 

5. Para el 7 de diciembre de 2022, en las actuaciones registradas en el proceso 

2022-00423 no figuraba anotación posterior o aclaración frente a la fecha en 

que se realizó la notificación y la fecha hasta la cual el proceso estaba en 

términos, por lo que la parte que represento no tuvo oportunidad de enterarse 

que las fechas hubieran sido diferentes a las consignadas por el Juzgado en el 

Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI. 

6. La información consagrada en el Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI frente a 

las actuaciones procesales del radicado 110013105004-2022-00423-00, 

constituía la única fuente de información con la que esta parte contaba, al no 

tener acceso al expediente digital. 

7. Conforme se ordenó en el Acuerdo 3334 de 2006 Artículo 1 literal a), los 

mensajes de datos son actos de comunicación procesal, los cuales 

cumplen con la finalidad de dar publicidad a las actuaciones surtidas en 

los procesos, que son de interés no solo de las partes, del Ministerio Público 

sino de otras autoridades judiciales y administrativas. 

8. Entonces, teniendo en cuenta la literalidad de las anotaciones registradas de 

este proceso en el Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI, la parte que 

represento acudió a dicho sistema para consultar y verificar las actuaciones 

procesales y confirmar los términos que tenía. 

9. La parte que represento confió legítimamente en el sistema de información de 

la rama judicial, pues la última actuación que se registró en el proceso para el 

mes de diciembre de 2022, época de la contestación, fue “SE DEJA 

CONSTANCIA DE LA NOTIFICACION REALIZADA EL DIA 22 DE 

NOVIEMBRE DE 2022, EN TERMINOS HASTA EL 9 DE DICIEMBRE DE 

2022”. 

10. Por ello, plenamente confiados de la información registrada en el Sistema de 

Gestión Justicia Siglo XXI, respecto a los términos de la notificación, y sin contar 

con el expediente digital, la contestación de demanda de ASIMEC INGENIERÍA 

se radicó el último día hábil indicado en términos, esto es el 9 de diciembre de 

2022. 

11. Ahora el auto atacado informa que la fecha en que la parte actora procedió a 

realizar la notificación fue el 18 de noviembre de 2022 y no el 22 de noviembre 

como se había consignado en el sistema, y que el proceso estuvo en términos 

hasta el 6 de diciembre de 2022, y no hasta el 9 de diciembre como se había 

consignado por parte del Despacho Judicial en el Sistema de Gestión Justicia 

Siglo XXI, única fuente de información para esa fecha con que contaba la parte 

demandada.  

12. El auto atacado pone en evidencia, sin que fuera conocido previamente dentro 

de los mecanismos de consulta del proceso, que existe discordancia entre la 

información registrada en el Sistema de Gestión Judicial y la que corresponde 

con la realidad procesal.  

13. De lo anterior, resulta claro que la información consignada por el Despacho 

Judicial en el sistema en forma equivocada generó consecuencias procesales 

adversas a la parte demandada, que trasgreden su derecho sustancial.  

14. Esta anotación equivocada respecto a la fecha de realización de la notificación 

y los términos del proceso, generó un perjuicio altamente GRAVE para la parte 
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demandada, trasgrediendo su derecho al acceso a la administración de justicia, 

debido proceso, igualdad y defensa, en tanto la hizo incurrir en error frente a las 

fechas de la notificación y aquellas en que el proceso estaba en términos para 

contestar, teniendo esto como resultado el contenido del auto atacado que 

finalmente tuvo por no contestada la demanda, pero que en nada se refiere a 

su errada anotación en el sistema. 

15. Esto resulta en un error grave en tanto, como ya ha expuesto ampliamente la 

jurisprudencia del Tribunal Superior, Corte Suprema de Justicia, Corte 

Constitucional y Consejo de Estado, “Existe una obligación a cargo de los 

despachos judiciales de incluir en forma correcta los datos del proceso en el 

Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, esto es, abarcando toda aquella 

información que sea necesaria para que los usuarios de la administración de 

justicia puedan llevar a cabo una adecuada gestión de sus respectivos 

negocios, datos que deben ser concordantes con los que reposen en el 

expediente”1.  

16. Ahora, en este caso, teniendo en cuenta que la discordancia suscitada entre lo 

consignado en el Sistema de Gestión Judicial y la que corresponde con la 

realidad procesal, ya incidió e indujo en error a las partes intervinientes, lo 

que procede es dar prelación a lo consignado en forma errada en el 

sistema, en aras de remediar dicha irregularidad y privilegiar el derecho 

sustancial. 

17. La parte que represento, como usuaria de la administración de justicia, tenía el 

legítimo derecho de presumir que era correcta y completa la información 

consignada en los mensajes de datos del sistema informático del presente 

proceso, lo cual constituye un presupuesto indispensable para que a los 

intervinientes en el trámite judicial se les permita acceder a la prestación del 

servicio y, de esa forma, puedan hacer efectivos sus derechos fundamentales, 

en especial los derechos a la defensa y al debido proceso. 

18. Por lo anterior, resulta contrario a los principios y derechos que fundamentan el 

sistema, el incluir un cómputo de términos equivocado en el sistema, que deriva 

en un error inducido a la parte demandada, que presenta una contestación de 

demanda fundamentada en dichos términos, que resulta ser extemporánea por 

ese error de anotación. 

19. Por la naturaleza del asunto, es importante resaltar que la Corte Suprema de 

Justicia, Sala de Casación Laboral, ya ha sentado un precedente fijo e 

inamovible en casos de discordancia entre la información registrada en el 

Sistema de Gestión Judicial y la que corresponde con la realidad procesal, como 

la que aquí nos ocupa, en los autos CSJ SL, 17 Jul 2012, Rad. 54979, CSJ 

SL4751-2014, CSL AL1026-2019, AL-12582020 (Rad. 70320), May. 27/20, 

entre otros, que resultan de imperiosa aplicación al ser superior jerárquico en 

materia laboral, pronunciándose así: 

19.1. si la información que se suministra a las partes e intervinientes a través del 

referido sistema de consulta no corresponde con la realidad procesal, debe 

examinarse en cada caso en particular si tal discordancia pudo inducirlos 

a error y, si es del caso, remediar tal situación dándole prelación a la 

información que de manera equivocada se consigne en el sistema, para 

así evitar que aquellas deban soportar consecuencias procesales 

adversas que puedan implicar el correlativo sacrificio del derecho 

sustancial. 

19.2. Esta precisión cobra mayor relevancia en un contexto como el actual en el 

que se privilegia el uso de las Tecnologías de la Información y la 

Comunicación (TIC) en los procesos judiciales. Por tal razón es imperativo 

y necesario que exista fiabilidad de los datos que los despachos judiciales 

 
1 TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA SALA LABORAL, MP. ANA LUCÍA 
CAICEDO CALDERÓN, Providencia: Auto del 3 de octubre de 2014, Radicación No.: 66001-31-05-
002-2012-00293-02 Proceso : Ordinario Laboral 
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suministren a las partes e intervinientes en los procesos de su 

conocimiento a través de dichas herramientas, toda vez que ello es 

trascendente en el trámite y publicidad de los actos procesales». 

19.3. Si la información que se registra en el Sistema de Gestión Judicial no 

corresponde a la realidad procesal debe examinarse en cada caso 

concreto si tal discordancia pudo inducir en error a las partes e 

intervinientes para, de estimarse necesario, dar prelación a lo consignado 

en forma errada en el sistema, en aras de remediar dicha irregularidad y 

privilegiar el derecho sustancial 

20. Al consignar en el Sistema de Gestión Judicial de este proceso que la 

notificación se había realizado el 22 de noviembre de 2022, y que por 

ende el expediente estaría en términos hasta el 9 de diciembre de 2022, 

como se lee aun hoy en el sistema, la contestación de demanda debía 

tenerse como presentada en el término legal.  

21. Esto porque sería contrario a los principios de confianza legítima y debido 

proceso que se declare como extemporánea una contestación de demanda 

que se sustentó en el término que, erradamente, se informó a través del 

aludido sistema de gestión. 

22. No puede pasarse por alto que, adicionalmente, la omisión o el error en el 

sistema siglo XXI puede vulnerar los derechos al debido proceso, la defensa 

y el acceso a la administración de justicia e incluso puede dar lugar a la 

configuración de una causal de nulidad, según las circunstancias propias de 

cada caso, máxime cuando en este caso la omisión en el trámite del proceso 

trajo como consecuencia que se le impida a las partes hacer uso de las 

oportunidades para pedir pruebas, donde se configura la causal sexta de 

nulidad. 

 

II. FUNDAMENTOS LEGALES Y JURISPRUDENCIALES DE LOS 

RECURSOS 

 

1. Es menester recordar que el Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de 

adoptar los mecanismos necesarios para implementar la tecnología al 

servicio de la administración de justicia, tal y como lo dispone el artículo 95 

de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la Administración de Justicia), y con el 

propósito de realizar las consultas de los procesos por medios electrónicos, 

implementó el sistema de gestión denominado Justicia Siglo XXI, a través del 

Acuerdo 1591 de 24 de octubre de 20025.  

2. Posteriormente, mediante Acuerdo No. 3334 de 2 de marzo de 2006 se 

reglamentó la utilización de los medios electrónicos e informáticos en el 

cumplimiento de las funciones de la administración de justicia. 

3. Es así como la información del historial de los procesos que aparece 

registrada en los computadores de los juzgados y en Internet, tiene el 

carácter de un mensaje de datos, toda vez que se trata de información 

comunicada a través de medios electrónicos, esto es la pantalla de un 

computador que opera como dispositivo de salida. 

4. Del mismo modo, conforme se ordenó en el Acuerdo 3334 de 2006 Artículo 

1 literal a), los mensajes de datos son actos de comunicación procesal, 

los cuales cumplen con la finalidad de dar publicidad a las actuaciones 

surtidas en los procesos, que son de interés no solo de las partes, del 

Ministerio Público sino de otras autoridades judiciales y administrativas. 

5. Es por todo lo anterior, de manera concreta, que estos sistemas de 

información constituyen una herramienta que facilita a la administración de 

justicia el cumplimiento eficiente de sus cometidos, en particular su deber de 

dar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que facilita a los 

ciudadanos el acceso a la información del trámite que sigue un proceso, lo 

cual se traduce en verdadero acceso a la administración de justicia. 
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6. Pero estos propósitos sólo se satisfacen si los datos registrados en 

dichos sistemas computarizados tienen carácter de información oficial, 

de modo tal que generen confianza legítima en los usuarios de la 

justicia. De lo contrario, el desarrollo de tales medios además de no 

contribuir a lograr mayores niveles de eficiencia, publicidad y acceso a la 

justicia, puede incluso resultar contraproducente para alcanzar tales 

fines. 

7. De este modo, la utilización de los sistemas de información sobre el historial 

de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales sólo se justifica si 

los ciudadanos pueden confiar en los datos que en ellos se registran, lo 

cual sucede, si dichos datos guardan una relación fidedigna de la información 

escrita en los expedientes. 

8. De otra parte, debe destacarse que los datos registrados en el Sistema 

de Gestión Justicia Siglo XXI, generan en las partes y en general en los 

usuarios de la administración de justicia una confianza legítima. 

9. Por su parte, la Corte Suprema de Justicia – Sala Laboral, también ha 

desarrollado ampliamente el asunto que nos ocupa, especialmente el auto 

AL1258-2020 que recopila el precedente ya establecido, indicando que: 

 

“Aunque esta Sala de la Corte ha sido enfática en precisar que el 

Sistema de Gestión Judicial es simplemente una herramienta de 

consulta facilita a las partes la publicidad de las decisiones judiciales 

que se toman en el curso del proceso, sin que deba entenderse que 

este mecanismo suple el sistema legal de notificación establecido en 

los artículos 41 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social y 313 a 330 del Estatuto Procesal Civil, tal como se precisó en 

auto CSJ SL, 17 Jul 2012, Rad. 54979, ha advertido también que la 

información que por esa vía se registra genera confianza en quienes 

acceden a la misma, y por ello las inconsistencias que se presenten al 

incluir los datos de los procesos pueden generar, sin duda, confusión 

en los usuarios de la Administración de Justicia de tal magnitud que los 

induzca al error.  

 

Es por ello que las actuaciones judiciales deben estar en armonía con 

la sistematización de la consulta de los procesos, con el fin de 

garantizar a las partes e interesados el adecuado acceso a la base de 

datos y el estado del expediente que adelantan, pues actuar en forma 

diferente haría gravosa la situación de la parte que, a pesar de su 

diligencia, y debido a errores involuntarios en el Sistema de Gestión, a 

cargo de la Administración de Justicia, ve precluida su oportunidad para 

pronunciarse; así se expuso en el proveídos CSJ SL, 17 Abr 2013, Rad. 

54257, y 10 Jun 2008, Rad. 34414, que se reiteró en las providencias 

de CSJ SL, 21 Mar, Rad. 52308 y 24 Abr 2012, Rad. 52958.” 

 

10. En el caso particular que la Corte estaba resolviendo, indicó que: 

10.1. No obstante, la Sala al revisar el sistema de gestión judicial, destaca 

que allí se consignó que el término que tenía la parte recurrente para 

presentar la demanda de casación iniciaba el 2 de julio y vencía el 17 

de julio de 2015, fecha en que efectivamente fue presentada. 

10.2. Ahora, pese a que el auto que reconoció personería al apoderado 

sustituto de los recurrentes es de trámite porque no contiene alguna 

decisión susceptible de recursos que suponga la espera de plazo de 

ejecutoria, se informó en el sistema referido que el término de traslado 

a los recurrentes se reanudó el 2 de julio de 2015 y, por ende, que el 

plazo para presentar la demanda de casación concluía el 17 siguiente. 
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10.3. En el anterior contexto, al consignar en el Sistema de Gestión Judicial 

que el término que tenían los recurrentes para presentar la demanda 

de casación era otro, esta debe tenerse como presentada en el 

término legal. Esto porque sería contrario a los principios de confianza 

legítima y debido proceso que se declare desierto un recurso de 

casación que se sustentó en el término que, erradamente, se informó 

a través del aludido sistema de gestión. 

11. Finalmente, el Consejo de Estado en precedente jurisprudencial que también 

ha sido adoptado por la Corte Suprema, analiza varias normas como el 

artículo 95 de la Ley 270 de 1.996, el Acuerdo 1591 de 2002 y el Acuerdo 

PSAA06- 3334 de 2006 ambos del Consejo Superior de la Judicatura, luego 

de lo cual concluye:  

 

“15.5.7. Así las cosas, este despacho considera que la incorporación 

del Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI como herramienta de gestión 

en un despacho, tribunal o alta Corte de justicia –lo cual supone 

superadas etapas como la valoración técnica y tecnológica en cada 

caso para su adopción y entrada en funcionamiento, su conocimiento 

como instrumento que facilita el trabajo judicial y la capacitación de los 

funcionarios a cargo de su operatividad, mantenimiento y permanente 

actualización-, comporta la obligación de consignar la totalidad de los 

datos que tengan que ver con el trámite del expediente, y el 

incumplimiento de la misma puede llevar a la vulneración de los 

derechos procesales de los usuarios de la administración de justicia. 

Ello quiere decir que la información incluida en el Sistema de 

Información de Gestión de Procesos y Manejo Documental (Justicia 

XXI), además de ser correcta – equivalencia funcional-, también 

debe ser completa, en especial frente a los datos que implican la 

comunicación de actos procesales a las partes pues, de lo contrario, 

quedarían en imposibilidad que ejercer un adecuado control respecto 

de las decisiones judiciales que las afectan”. 

  

III. INCIDENTE DE NULIDAD 

 

Sin perjuicio de los recursos de Reposición y subsidiario Apelación que fueron 

sustentados, para que se tramite de manera separada, teniendo en cuenta los 

hechos de nuevo conocimiento referidos a la notificación que se aduce realizada el 

18 de noviembre de 2022, que derivó en la decisión de tener por NO contestada la 

demanda dentro del término legal, formulo INCIDENTE DE NULIDAD, conforme lo 

ordenado en los artículos 133 y s.s. del C.G.P., aplicables por remisión directa del 

artículo 145 del C.P.T.S.S., por la causal enlistada en el numeral 8° del artículo 133 

del C.G.P., toda vez que dentro del traslado realizado a la sociedad demandada 

únicamente se le remitió una copia simple del auto admisorio, pero no se aportaron ni 

la demanda ni copias de los documentos que solicitan como pruebas, documentos 

estos que según se despende de la demanda fueron anexados a la misma, luego 

debían hacer parte integral del traslado que de la demanda se le hizo a la sociedad 

demandada ASIMEC INGENIERIA S.A.S.  

 

Por ello, resulta en un hecho cierto que, en gracia de discusión respecto a la fecha de 

la notificación que sustenta los recursos, a la sociedad ASIMEC INGENIERIA S.A.S., 

tampoco se le hizo la notificación de la admisión de la demanda en forma legal y 

completa, por cuanto el traslado que hizo el apoderado del demandante en el mensaje 

de datos que se refiere enviado el 18 de noviembre, fue incompleto y en consecuencia 

se le estaría violando el derecho de defensa y por consiguiente el de debido proceso 

en igualdad. 
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Lo anterior toda vez que, si bien es cierto en el auto se refiere un envío de correo 

electrónico del 18 de noviembre de 2022 a las 7:55 a.m., de la revisión del mismo no 

pueden evidenciarse, extraer ni constatar cuales fueron los anexos enviados en dicho 

correo electrónico, en el que a simple vista solo se ve el envío del auto admisorio. 

 

En virtud de ello, se tiene que, en gracia de discusión, se violaron las normas referidas 

al traslado de la demanda, que ordenan que “El traslado se surtirá mediante la entrega, 

en medio físico o como mensaje de datos, de copia de la demanda y sus anexos al 

demandado, a su representante o apoderado, o al curador ad litem”2, encontrándose 

así materializada la nulidad por indebida notificación. 

 

Resulta relevante resaltar que ya fue proferido en ocasión anterior un auto que declaró 

la nulidad de todo lo actuado por el despacho, por una nulidad planteada ante hechos 

similares a los que nos ocupan, bajo el radicado EXP. No. 04 2021 00294 01, en el 

que el Tribunal Superior de Bogotá – Sala Laboral revocó la decisión de primera 

instancia y ordenó al Juez rehacer la actuación a partir de la diligencia de notificación 

del auto admisorio de demanda, por lo que solicito, de manera respetuosa, aplicar el 

mismo precedente a este proceso, por ser en alto grado similares los hechos y 

causales que motivaron la declaratoria de nulidad por indebida notificación del auto 

admisorio. 

 

Finalmente, conforme ordena el art. 8º de la Ley 2213 de 2022, y en atención a la 

decisión de tener por no contestada la demanda que aquí se recurre, manifiesto bajo 

la gravedad del juramento que, con la notificación que se alega realizada el 18 de 

noviembre de 2022 a las 7:55 a.m., únicamente se remitió el auto admisorio de la 

demanda, más no los anexos que corresponden al traslado completo, entendidos en 

escrito de demanda, anexos y pruebas que se pretenden hacer valer, sin los cuales la 

notificación no debió surtir efecto. 

 

Por otro lado y de manera adicional a los argumentos ya expuestos, resalto que la 

omisión o el error en el sistema siglo XXI puede vulnerar los derechos al debido 

proceso, la defensa y el acceso a la administración de justicia e incluso puede dar 

lugar a la configuración de una causal de nulidad, según las circunstancias propias de 

cada caso, máxime cuando en este caso la omisión en el trámite del proceso trajo 

como consecuencia que se le impida a las partes hacer uso de las oportunidades para 

pedir pruebas, donde se configura la causal sexta de nulidad, como lo ha expuesto la 

sentencia: Consejo de Estado, Sección Tercera Subsección B, en auto proferido el 11 

de junio de 2013, con Ponencia del Consejero Dr. DANILO ROJAS BETANCOURT, 

Radicado interno No. 43105, que hace un análisis profundo y detallado en la materia 

general del proceso, y la jurisprudencia concordante ya citada de las Salas Laborales 

del Tribunal Superior y Corte Suprema de Justicia. 

 

IV. SOLICITUDES 

 

1. Que se REPONGA el auto que tuvo por no contestada la demanda en el 

término legal, notificado en estado del 23 de enero de 2023, para en su lugar, 

dando prelación a lo consignado en forma errada en el sistema y en aras de 

remediar dicha irregularidad y privilegiar el derecho sustancial, TENER por 

contestada la demanda en el término legal de parte de ASIMEC INGENIERIA 

S.A.S. el 9 de diciembre de 2022, fecha límite de términos anotada en el 

Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI, del radicado 110013105004-2022-

00423-00. 

 
2 Art. 91, inciso segundo, C.G.P. 
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2. De negarse la reposición requerida, solicito que se remita el expediente al 

superior para surtir el recurso de APELACIÓN, procedente de conformidad 

con el artículo 65 del C.P.T.S.S. 

3. Se declare la nulidad de las actuaciones desarrolladas en el proceso 

110013105004-2022-00423-00 a partir de la diligencia de notificación del auto 

admisorio de demanda, con la finalidad de otorgarle a la demandada la 

oportunidad de ejercer su derecho de defensa, contestando la demanda y 

solicitando pruebas. 

 

V. PRUEBAS  

 

Aporto como tales: 

 

1. Primera impresión del módulo de consulta del Sistema de Gestión Justicia 

Siglo XXI, del expediente No. 11001310500420220042300, extraído el 7 de 

diciembre de 2022, donde se confirmaba “SE DEJA CONSTANCIA DE LA 

NOTIFICACION REALIZADA EL DIA 22 DE NOVIEMBRE DE 2022, EN 

TERMINOS HASTA EL 9 DE DICIEMBRE DE 2022”. 

2. Copia del auto AL1258-2020 de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Laboral, que recopila el precedente en casos de discordancia entre 

la información registrada en el Sistema de Gestión Judicial y la que 

corresponde con la realidad procesal, como la que aquí nos ocupa. 

3. Ficha del auto AL1258-2020 de la Corte Suprema de Justicia, Sala de 

Casación Laboral. 

4. Copia de la sentencia de tutela de segunda instancia proferida por el 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 

SECCION SEGUNDA SUBSECCION B, dentro del radicado, 25000-23-41-

000-2014-00044-01(AC), que resuelve y ampara vulneración a los derechos 

fundamentales al debido proceso, buena fe y confianza legítima, vulnerados 

por una anotación errónea en el sistema de Gestión Judicial. 

5. Segunda impresión del módulo de consulta del Sistema de Gestión Justicia 

Siglo XXI, del expediente No. 11001310500420220042300, extraído el 23 

de enero de 2023, donde todavía se confirma la información: “SE DEJA 

CONSTANCIA DE LA NOTIFICACION REALIZADA EL DIA 22 DE 

NOVIEMBRE DE 2022, EN TERMINOS HASTA EL 9 DE DICIEMBRE DE 

2022”. 

6. Auto de fecha 31 de agosto de 2022, proferido dentro del EXP. No. 04 2021 

00294 01, en el que el Tribunal Superior de Bogotá – Sala Laboral revocó la 

decisión de primera instancia y ordenó al Juez rehacer la actuación a partir de 

la diligencia de notificación del auto admisorio de demanda, por hechos 

similares a los que nos ocupan. 

7. Correo electrónico que da constancia de la radicación de la contestación de 

demanda dentro del término indicado en el Sistema de Gestión Justicia Siglo 

XXI, del expediente No. 11001310500420220042300. 

8. Confirmación de recibido del correo electrónico remitida de manera 

automática. 

9. Solicito se tenga como prueba que ya obra dentro del expediente la impresión 

y/o constancia de envío de correo electrónico que notificó el auto admisorio 

de la demanda a la sociedad demandada, en el cual en el cual se podrá 

evidenciar la carencia del envió de los documentos a los que nos hemos 

referido anteriormente. 

10. Solicito me sea compartido el enlace del expediente digital para adicionar y 

complementar los fundamentos del recurso y las pruebas. 

 

VI. OPORTUNIDAD DE LA NULIDAD Y DE LOS RECURSOS 
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El auto que tuvo por no contestada la demanda en el término legal fue notificado en 

estado del lunes 23 de enero de 2023, por lo que hoy, martes 24 de enero de 2023, 

nos encontramos dentro del término de ejecutoria incluido en el artículo 218 del 

C.G.P., en concordancia con el 63 y 65 del C.P.T.S.S. 

 

Atentamente, 

 
NESTOR MAURICIO TORRES TRUJILLO 

C.C. 80.726.257 

T.P. 210.611 del C. S. de la J. 
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SCLAJPT-06 V.00 

 

IVÁN MAURICIO LENIS GÓMEZ 

Magistrado ponente 

 

AL1258-2020 

Radicación n.° 70320 

 

 

Acta 18 

 

Bogotá, D. C., veintisiete (27) de mayo de dos mil 

veinte (2020). 

 

La Sala decide sobre la nulidad que alega 

COLPENSIONES en el trámite del recurso de casación que 

ANTONIO MARRUGO BARRIOS y otros instauraron contra 

la sentencia que el 19 de diciembre de 2013 profirió la Sala 

Laboral de Descongestión del Tribunal Superior del Distrito 

Judicial de Santa Marta, en el proceso ordinario laboral que 

los accionantes adelantan contra dicha entidad y el 

DISTRITO DE CARTAGENA DE INDIAS. 

 

I. ANTECEDENTES 

 

Mediante auto de 8 de abril de 2015, esta Sala de la 

Corte admitió el recurso de casación que interpusieron los 

87



Radicación n.° 70320 
 

SCLAJPT-06 V.00 2 

demandantes contra la sentencia que la Sala Laboral de 

Descongestión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 

Santa Marta profirió el 19 de diciembre de 2013 y ordenó 

correr traslado a la parte recurrente para su sustentación, 

el cual comenzó a surtirse desde el 27 de abril de 2015 (f.° 3 

vto., cuaderno de la Corte). 

 

En el trascurso del referido término, el 8 de mayo de 

2015 se presentó documento de sustitución de poder del 

apoderado de los demandantes a un nuevo mandatario (f.° 

4); por tanto, el expediente ingresó al despacho para resolver 

lo pertinente y por auto de 24 de junio de 2015 la Sala 

reconoció personería para actuar al vocero judicial sustituto 

(f.° 5). Dicha providencia se notificó por estado n.° 99 del 25 

de junio de 2015 y a partir del 26 de junio siguiente 

continuó el traslado a la parte recurrente por el término de 

12 días (f.° 6). 

 

El apoderado sustituto de los demandantes presentó la 

demanda de casación el 17 de julio de 2015 y según 

constancia secretarial visible a folio 18 del cuaderno de la 

Corte, el traslado a la parte actora «inició el 27 de abril de 

2015 y se interrumpió en auto de 24 de junio de 2015, por 

reconocimiento de personería, (…) se continuó el traslado por 

el término de 12 días hábiles y venció el 17 de julio de 2015» 

(f.° 18).  
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Mediante auto de 15 de septiembre de 2015, la 

Corporación determinó que la demanda de casación 

satisface las exigencias formales de ley y ordenó correr 

traslado a los opositores por el término legal (f.° 19).   

 

En el término de traslado a la parte opositora, el 

apoderado de COLPENSIONES solicitó que se declare la 

nulidad de todo lo actuado a partir del auto de 15 de 

septiembre de 2015, «por falta absoluta de competencia 

funcional y de jurisdicción, por haberse revivido un proceso 

legalmente concluido».  

 

Al respecto, aduce que el término de traslado a los 

recurrentes inició el 27 de abril de 2015 por 20 días 

hábiles; que se presentó una sustitución de poder que 

suspendió dicho término a partir del siguiente día hábil de 

su presentación, esto es, 8 de mayo de 2015, y que en 

atención a que la referida sustitución se presentó 

transcurridos 9 días hábiles del término de traslado, el 

mismo debió reanudarse por 11 días hábiles y no por 12. 

 

Agrega que la demanda de casación se presentó el 17 de 

julio de 2015, cuando el término de traslado venció el 13 de 

julio de 2015 y que en todo caso si se adiciona un día 

adicional, finalizó el 14 de julio.   

 

II. CONSIDERACIONES 
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 Sea lo primero señalar que, en efecto, la Sala advierte 

que el término de traslado para la sustentación del recurso 

por parte de los recurrentes inició el 27 de abril de 2015 y 

se suspendió al noveno día de traslado porque el expediente 

ingresó al despacho para resolver la sustitución de poder 

que se presentó el 8 de mayo de la misma anualidad. 

 

 Asimismo, a través de auto de 24 de junio de 2015 la 

Corte reconoció personería al abogado sustituto de los 

demandantes, providencia que se notificó por estado n.° 99 

de 25 de junio de 2015 y el término de traslado a los 

recurrentes se reanudó el 26 de junio siguiente (f.° 6). 

 

 En esa perspectiva, le asiste, en principio, razón al 

libelista en cuanto a que el término que tenía la parte 

recurrente en casación para presentar la demanda 

correspondiente vencía el 13 de julio de 2015. 

 

 No obstante, la Sala al revisar el sistema de gestión 

judicial1, destaca que allí se consignó que el término que 

tenía la parte recurrente para presentar la demanda de 

casación iniciaba el 2 de julio y vencía el 17 de julio de 

2015, fecha en que efectivamente fue presentada.  

 

Ahora, pese a que el auto que reconoció personería al 

apoderado sustituto de los recurrentes es de trámite porque 

no contiene alguna decisión susceptible de recursos que 

suponga la espera de plazo de ejecutoria, se informó en el 
                                                        
1 

https://consultaprocesos.ramajudicial.gov.co/Procesos/NumeroRadicacion#DetallePro

ceso 
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sistema referido que el término de traslado a los recurrentes 

se reanudó el 2 de julio de 2015 y, por ende, que el plazo 

para presentar la demanda de casación concluía el 17 

siguiente.  

 

En el anterior contexto, al consignar en el Sistema de 

Gestión Judicial que el término que tenían los recurrentes 

para presentar la demanda de casación era otro, esta debe 

tenerse como presentada en el término legal. Esto porque 

sería contrario a los principios de confianza legítima y 

debido proceso que se declare desierto un recurso de 

casación que se sustentó en el término que, erradamente, 

se informó a través del aludido sistema de gestión.   

 

Al resolver un caso similar al presente, en auto CSJ 

SL4751-2014 la Corte señaló: 

 

Aunque esta Sala de la Corte ha sido enfática en precisar que el 
Sistema de Gestión Judicial es simplemente una herramienta de 
consulta facilita a las partes la publicidad de las decisiones 
judiciales que se toman en el curso del proceso, sin que deba 

entenderse que este mecanismo suple el sistema legal de 
notificación establecido en los artículos 41 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social y 313 a 330 del Estatuto Procesal 
Civil, tal como se precisó en auto CSJ SL, 17 Jul 2012, Rad. 54979, 
ha advertido también que la información que por esa vía se registra 
genera confianza en quienes acceden a la misma, y por ello las 
inconsistencias que se presenten al incluir los datos de los procesos 
pueden generar, sin duda, confusión en los usuarios de la 
Administración de Justicia de tal magnitud que los induzca al error. 
 
Es por ello que las actuaciones judiciales deben estar en armonía 
con la sistematización de la consulta de los procesos, con el fin de 
garantizar a las partes e interesados el adecuado acceso a la base 
de datos y el estado del expediente que adelantan, pues actuar en 
forma diferente haría gravosa la situación de la parte que, a pesar 
de su diligencia, y debido a errores involuntarios en el Sistema de 
Gestión, a cargo de la Administración de Justicia, ve precluida su 
oportunidad para pronunciarse; así se expuso en el proveídos CSJ 
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SL, 17 Abr 2013, Rad. 54257, y 10 Jun 2008, Rad. 34414, que se 

reiteró en las providencias de CSJ SL, 21 Mar, Rad. 52308 y 24 Abr 
2012, Rad. 52958. 
 
Y es ese precisamente el error que se vislumbra en el presente caso, 
pues revisada la información que arroja el Sistema de Información 
Judicial Siglo XXI, los registros pertenecientes al proceso ordinario 
que a la recurrente promueve JESÚS ALEJANDRO SINISTERRA 
MARTÍNEZ, quedaron radicados bajo el apellido SINIESTRA 
MARTÍNEZ, circunstancia que le negó la oportunidad de enterarse 
del auto que lo admitió y le corrió el traslado para que presentara la 
demanda de casación, e inclusive, de controvertir la decisión que lo 
declaró desierto e impuso la multa. 
 

Es claro que tal error obedeció a un acto ajeno a la parte recurrente, 
y por ello no pueden resultar afectados sus derechos al debido 
proceso, defensa y contradicción por las equivocaciones 
anunciadas, lo que conduce a acceder a la declaratoria pedida, en 
el sentido de dejar sin valor el auto de 7 de mayo de 2014, 
incluyendo la multa que se le impuso a su apoderado, para que en 
su lugar, se le corra el traslado por el término legal para que 
sustente la casación, previa corrección en el sistema de gestión, 
disponiéndose la notificación de esta decisión telegráficamente o 
por cualquier otro medio expedito. 

 

 Y más recientemente, en auto CSL AL1026-2019, la 

Sala indicó: 

 

De otro lado, se infiere del incidente propuesto que es alegada una 
nulidad constitucional, por supuesta violación al debido proceso, 
ante el aparente error en el registro del expediente en el sistema de 

esta Sala. En tal contexto, estudiada la actuación procesal surtida y 
verificada la información consignada en dicho sistema, se detecta 
que en efecto, la Secretaría cometió una serie de errores 
involuntarios en la inclusión del número único de radicado, el 
apellido del demandante, y el nombre de la demandada dentro del 
presente asunto, circunstancia que pudo generar al petente 
confusión y por la que no logró obtener pleno conocimiento de las 
actuaciones adelantadas, por lo menos, a través de ese sistema 
público de consulta ofrecido en la página web de la Rama Judicial. 

 

 Así las cosas, no se declarará la nulidad que alega 

COLPENSIONES, conforme a los precedentes judiciales 

referidos y en atención a que se cometió un yerro en la 

información que se suministró en el Sistema de Gestión 
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Judicial que, a su vez, pudo inducir a error a los 

recurrentes. 

 

En este punto, es oportuno reiterar que esta decisión 

no contraría el criterio que la Corte ha establecido respecto 

del Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, esto es, que tal 

medio constituye una herramienta de información para las 

partes sobre las decisiones y actuaciones que se surten en 

el proceso y que no sustituye o reemplaza las formas de 

notificación que prevé el artículo 41 del Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, pues son las notificaciones 

judiciales el mecanismo idóneo que desarrolla el principio 

de publicidad y aseguran la preservación de los derechos de 

contradicción y defensa que les asiste a las partes (CSJ 

SL218-2020, CSJL 5072-2019 y CASJ SL4429-2019).  

 

Sin embargo, en esta oportunidad, la Sala estima 

necesario precisar que si la información que se suministra a 

las partes e intervinientes a través del referido sistema de 

consulta no corresponde con la realidad procesal, debe 

examinarse en cada caso en particular si tal discordancia 

pudo inducirlos a error y, si es del caso, remediar tal 

situación dándole prelación a la información que de manera 

equivocada se consigne en el sistema, para así evitar que 

aquellas deban soportar consecuencias procesales adversas 

que puedan implicar el correlativo sacrificio del derecho 

sustancial. 

 

Esta precisión cobra mayor relevancia en un contexto 

como el actual en el que se privilegia el uso de las 
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Tecnologías de la Información y la Comunicación (TIC) en 

los procesos judiciales. Por tal razón es imperativo y 

necesario que exista fiabilidad de los datos que los 

despachos judiciales suministren a las partes e 

intervinientes en los procesos de su conocimiento a través 

de dichas herramientas, toda vez que ello es trascendente 

en el trámite y publicidad de los actos procesales. 

 

III. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de Justicia, 

Sala de Casación Laboral,  

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR la nulidad que alega 

COLPENSIONES, por las razones expuestas en la parte 

motiva.  

 

SEGUNDO: CONTINÚE el trámite. 

 

Notifíquese y cúmplase. 
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Secretaría Sala de Casación Laboral 

Corte Suprema de Justicia  
CONSTANCIA DE NOTIFICACIÓN 

 
 

En la fecha 3 de julio de 2020, Se notifica por 
anotación en estado n.° 50 la providencia proferida 
el 27 de mayo de 2020.. 
 
SECRETARIA__________________________________ 

 

 
 

 

 
 

 
Secretaría Sala de Casación Laboral 

Corte Suprema de Justicia  
CONSTANCIA DE EJECUTORIA 

 
 

En la fecha 8 de julio de 2020 y hora 5:00 p.m., 
queda ejecutoriada la providencia proferida el 27 
de mayo de 2020. 
 

SECRETARIA___________________________________ 
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RELEVANTE 
SALA DE CASACIÓN LABORAL 

M. PONENTE : IVÁN MAURICIO LENIS GÓMEZ 

NÚMERO DE PROCESO : 70320 

NÚMERO DE PROVIDENCIA : AL1258-2020 

PROCEDENCIA : Tribunal Superior Sala de 
Descongestión Laboral de Santa Marta 

CLASE DE ACTUACIÓN : RECURSO DE CASACIÓN 

TIPO DE PROVIDENCIA : AUTO 

FECHA : 27/05/2020 

DECISIÓN : NIEGA NULIDAD 

ACTA n.º : 18 

FUENTE FORMAL : Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social art. 41 / Código de 
Procedimiento Civil art. 313 a 330 

 

ASUNTO: 
La Corte define la prosperidad o no de la solicitud de nulidad alegada por 
Colpensiones dentro del trámite del recurso de casación que los 
demandantes promovieron en contra de la sentencia proferida por el 
tribunal dentro del proceso ordinario laboral que adelantan en contra de 
dicha entidad y el Distrito de Cartagena de Indias, pues se discute qué datos 
deben tenerse en cuenta para efectos de contabilizar el término para 
sustentar la demanda de casación, cuando existe discordancia entre la 
información registrada en el Sistema de Gestión Judicial y la que 
corresponde con la realidad procesal. 

 
TEMA: PROCEDIMIENTO LABORAL » PRINCIPIOS » PRINCIPIO DE 
PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL » APLICACIÓN - En un 
contexto como el actual en el que se privilegia el uso de las Tecnologías de la 
Información y la Comunicación (TIC) en los procesos judiciales, resulta 
imperativo que exista fiabilidad en los datos que los despachos judiciales 
suministran a las partes e intervinientes a través de las herramientas 
digitales tales como el Sistema de Gestión Judicial, pues con ello se evita 
que la información consignada en forma equivocada les genere 
consecuencias procesales que trasgredan su derecho sustancial  
Tesis:  
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«[…] en esta oportunidad, la Sala estima necesario precisar que si la 

información que se suministra a las partes e intervinientes a través del 
referido sistema de consulta no corresponde con la realidad procesal, debe 
examinarse en cada caso en particular si tal discordancia pudo inducirlos a 
error y, si es del caso, remediar tal situación dándole prelación a la 
información que de manera equivocada se consigne en el sistema, para así 
evitar que aquellas deban soportar consecuencias procesales adversas que 
puedan implicar el correlativo sacrificio del derecho sustancial.  
  
Esta precisión cobra mayor relevancia en un contexto como el actual en el 
que se privilegia el uso de las Tecnologías de la Información y la 
Comunicación (TIC) en los procesos judiciales. Por tal razón es imperativo y 
necesario que exista fiabilidad de los datos que los despachos judiciales 
suministren a las partes e intervinientes en los procesos de su conocimiento 

a través de dichas herramientas, toda vez que ello es trascendente en el 
trámite y publicidad de los actos procesales».  
  
PROCEDIMIENTO LABORAL » PRINCIPIOS » PRINCIPIO DE 
PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL » APLICACIÓN - Si la 
información que se registra en el Sistema de Gestión Judicial no 
corresponde a la realidad procesal debe examinarse en cada caso concreto si 
tal discordancia pudo inducir en error a las partes e intervinientes para, de 
estimarse necesario, dar prelación a lo consignado en forma errada en el 
sistema, en aras de remediar dicha irregularidad y privilegiar el derecho 
sustancial  
  
PROCEDIMIENTO LABORAL » NULIDADES » NULIDAD EN SEDE DE 

CASACIÓN - No hay lugar a declarar la nulidad alegada por la entidad 
demandada, pues la demanda de casación se presentó teniendo en cuenta la 
información errada suministrada en el Sistema de Gestión Judicial, que 
pudo inducir a error a los recurrentes  
Tesis:  
«[…] la Sala al revisar el sistema de gestión judicial , destaca que allí se 

consignó que el término que tenía la parte recurrente para presentar la 
demanda de casación iniciaba el 2 de julio y vencía el 17 de julio de 2015, 
fecha en que efectivamente fue presentada.  
  
Ahora, pese a que el auto que reconoció personería al apoderado sustituto 
de los recurrentes es de trámite porque no contiene alguna decisión 
susceptible de recursos que suponga la espera de plazo de ejecutoria, se 
informó en el sistema referido que el término de traslado a los recurrentes se 
reanudó el 2 de julio de 2015 y, por ende, que el plazo para presentar la 
demanda de casación concluía el 17 siguiente.  
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En el anterior contexto, al consignar en el Sistema de Gestión Judicial que 

el término que tenían los recurrentes para presentar la demanda de 
casación era otro, esta debe tenerse como presentada en el término legal. 
Esto porque sería contrario a los principios de confianza legítima y debido 
proceso que se declare desierto un recurso de casación que se sustentó en el 
término que, erradamente, se informó a través del aludido sistema de 
gestión.  
  
Al resolver un caso similar al presente, en auto CSJ SL4751-2014 la Corte 
señaló:  
  
"Aunque esta Sala de la Corte ha sido enfática en precisar que el Sistema de 
Gestión Judicial es simplemente una herramienta de consulta facilita a las 
partes la publicidad de las decisiones judiciales que se toman en el curso del 

proceso, sin que deba entenderse que este mecanismo suple el sistema legal 
de notificación establecido en los artículos 41 del Código Procesal del 
Trabajo y de la Seguridad Social y 313 a 330 del Estatuto Procesal Civil, tal 
como se precisó en auto CSJ SL, 17 Jul 2012, Rad. 54979, ha advertido 
también que la información que por esa vía se registra genera confianza en 
quienes acceden a la misma, y por ello las inconsistencias que se presenten 
al incluir los datos de los procesos pueden generar, sin duda, confusión en 
los usuarios de la Administración de Justicia de tal magnitud que los 
induzca al error.  
  
Es por ello que las actuaciones judiciales deben estar en armonía con la 
sistematización de la consulta de los procesos, con el fin de garantizar a las 
partes e interesados el adecuado acceso a la base de datos y el estado del 
expediente que adelantan, pues actuar en forma diferente haría gravosa la 
situación de la parte que, a pesar de su diligencia, y debido a errores 
involuntarios en el Sistema de Gestión, a cargo de la Administración de 
Justicia, ve precluida su oportunidad para pronunciarse; así se expuso en el 
proveídos CSJ SL, 17 Abr 2013, Rad. 54257, y 10 Jun 2008, Rad. 34414, 
que se reiteró en las providencias de CSJ SL, 21 Mar, Rad. 52308 y 24 Abr 

2012, Rad. 52958.  
  
Y es ese precisamente el error que se vislumbra en el presente caso, pues 
revisada la información que arroja el Sistema de Información Judicial Siglo 
XXI, los registros pertenecientes al proceso ordinario que a la recurrente 
promueve JESÚS ALEJANDRO SINISTERRA MARTÍNEZ, quedaron 
radicados bajo el apellido SINIESTRA MARTÍNEZ, circunstancia que le negó 
la oportunidad de enterarse del auto que lo admitió y le corrió el traslado 
para que presentara la demanda de casación, e inclusive, de controvertir la 
decisión que lo declaró desierto e impuso la multa[…]".  
  
Y más recientemente, en auto CSL AL1026-2019, la Sala indicó:  
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"De otro lado, se infiere del incidente propuesto que es alegada una nulidad 
constitucional, por supuesta violación al debido proceso, ante el aparente 
error en el registro del expediente en el sistema de esta Sala. En tal 
contexto, estudiada la actuación procesal surtida y verificada la información 
consignada en dicho sistema, se detecta que en efecto, la Secretaría cometió 
una serie de errores involuntarios en la inclusión del número único de 
radicado, el apellido del demandante, y el nombre de la demandada dentro 
del presente asunto, circunstancia que pudo generar al petente confusión y 
por la que no logró obtener pleno conocimiento de las actuaciones 
adelantadas, por lo menos, a través de ese sistema público de consulta 
ofrecido en la página web de la Rama Judicial".  
  
Así las cosas, no se declarará la nulidad que alega COLPENSIONES, 

conforme a los precedentes judiciales referidos y en atención a que se 
cometió un yerro en la información que se suministró en el Sistema de 
Gestión Judicial que, a su vez, pudo inducir a error a los recurrentes».  
  
RECURSO DE CASACIÓN » TÉRMINOS JUDICIALES » TÉRMINO PARA 
PRESENTAR LA DEMANDA - Conforme a los principios de confianza 
legítima, debido proceso y prevalencia del derecho sustancial se tiene como 
presentada dentro del término legal la demanda de casación si el recurrente 
ha tenido en cuenta el término consignado en el Sistema de Gestión 
Judicial, pues tal información debe guardar correspondencia con la realidad 
procesal -las partes e intervinientes no deben asumir las consecuencias 
procesales adversas que se generen por la inclusión de información errada 
y, o confusa en el sistema-  
  
PROCEDIMIENTO LABORAL » NULIDADES » NULIDAD EN SEDE DE 
CASACIÓN - Los errores de registro en el sistema de gestión de procesos no 
generan en todos los casos la nulidad de la actuación, pues este no suple los 
mecanismos dispuestos en el ordenamiento jurídico para llevar a cabo las 
notificaciones, no se constituye en la regla básica y exclusiva de notificación 

judicial, en la actualidad es una herramienta para facilitar la publicidad de 
las decisiones  
Tesis:  
«[…] es oportuno reiterar que esta decisión no contraría el criterio que la 
Corte ha establecido respecto del Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, esto 
es, que tal medio constituye una herramienta de información para las partes 
sobre las decisiones y actuaciones que se surten en el proceso y que no 
sustituye o reemplaza las formas de notificación que prevé el artículo 41 del 
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, pues son las 
notificaciones judiciales el mecanismo idóneo que desarrolla el principio de 
publicidad y aseguran la preservación de los derechos de contradicción y 

101



 
 

Carrera 8 n.° 12 A-19 Sede Anexa del Palacio de Justicia - Bogotá, D. C., Colombia 
PBX: 57 1 5622000 Ext. 9312 - 9313 

relatorialaboral@cortesuprema.ramajudicial.gov.co 
www.cortesuprema.gov.co 

defensa que les asiste a las partes (CSJ SL218-2020, CSJL 5072-2019 y 

CASJ SL4429-2019)».  
  
RECURSO DE CASACIÓN » TÉRMINOS JUDICIALES » SUSPENSIÓN - El 
ingreso del expediente al despacho para resolver la sustitución del mandato 
no acarrea la continuación del término de traslado a las partes dentro del 
recurso de casación, sino la suspensión del mismo, hasta tanto se reconozca 
la correspondiente personería para actuar, a partir de lo cual el aludido 
término se reanuda  
Tesis:  
«Sea lo primero señalar que, en efecto, la Sala advierte que el término de 
traslado para la sustentación del recurso por parte de los recurrentes inició 
el 27 de abril de 2015 y se suspendió al noveno día de traslado porque el 
expediente ingresó al despacho para resolver la sustitución de poder que se 

presentó el 8 de mayo de la misma anualidad.  
  
Asimismo, a través de auto de 24 de junio de 2015 la Corte reconoció 
personería al abogado sustituto de los demandantes, providencia que se 
notificó por estado n.° 99 de 25 de junio de 2015 y el término de traslado a 
los recurrentes se reanudó el 26 de junio siguiente (f.° 6).  
  
En esa perspectiva, le asiste, en principio, razón al libelista en cuanto a que 
el término que tenía la parte recurrente en casación para presentar la 
demanda correspondiente vencía el 13 de julio de 2015».  
  
NOTA DE RELATORÍA: Esta providencia es relevante pues precisa el 
criterio relacionado con lo siguiente:  
  
PROCEDIMIENTO LABORAL > PRINCIPIOS > PRINCIPIO DE PREVALENCIA 
DEL DERECHO SUSTANCIAL > APLICACIÓN - En un contexto como el 
actual en el que se privilegia el uso de las Tecnologías de la Información y la 
Comunicación (TIC) en los procesos judiciales, resulta imperativo que exista 
fiabilidad en los datos que los despachos judiciales suministran a las partes 

e intervinientes a través de las herramientas digitales tales como el Sistema 
de Gestión Judicial, pues con ello se evita que la información consignada en 
forma equivocada les genere consecuencias procesales que trasgredan su 
derecho sustancial // Si la información que se registra en el Sistema de 
Gestión Judicial no corresponde a la realidad procesal debe examinarse en 
cada caso concreto si tal discordancia pudo inducir en error a las partes e 
intervinientes para, de estimarse necesario, dar prelación a lo consignado en 
forma errada en el sistema, en aras de remediar dicha irregularidad y 
privilegiar el derecho sustancial  
  
SALVAMENTO / ACLARACIÓN / ADICIÓN DE VOTO: 
SALVAMENTO DE VOTO: FERNANDO CASTILLO CADENA 
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SISTEMA DE INFORMACION DE LA RAMA JUDICIAL - Sistema de gestión 
judicial siglo XXI / VIGILANCIA DE LAS ACTUACIONES JUDICIALES - 
Concepto / SISTEMA DE INFORMACION JUDICIAL - Equivalencia funcional 
del medio físico y electrónico / DATOS DEL SISTEMA DE INFORMACION 
SIGLO XXI - Acto de comunicación procesal / INFORMACION NO 
REGISTRADA EN EL SISTEMA DE INFORMACION JUDICIAL - Debe ser 
consultada en el expediente 
 
El historial de los procesos (registrados en el sistema de información Siglo XXI) 
que pueden ser consultados en Internet y en el hardware dispuesto para el efecto 
en las Secretarias de los Despachos Judiciales tiene el carácter de un “mensaje 
de datos”. La emisión de este tipo de mensajes de datos puede considerarse un 
“acto de comunicación procesal”, porque a través de ella se pone en conocimiento 
de las partes, de terceros o de otras autoridades judiciales o administrativas las 
providencias y órdenes de jueces y fiscales. Se resalta entonces que la utilización 
de los sistemas de información sobre el historial de los procesos y la fecha de las 
actuaciones judiciales sólo se justifica si los ciudadanos pueden confiar en los 
datos que en ellos se registran. Sobre el deber de vigilancia de las actuaciones 
judiciales por los apoderados de las partes, la Corte entendió que este se satisface 
con el seguimiento a los procesos, a través de su consulta en las pantallas de los 
computadores de los despachos judiciales, sin tener que acudir al expediente, 
siempre y cuando la información registrada en los sistemas de información 
computarizada constituyan un equivalente funcional de la información que reposa 
en el proceso. Con todo, la Corte también resalta que la información no registrada 
en el Sistema debe ser revisada por el abogado directamente en el expediente. 
 
NOTA DE RELATORIA: En sentencia T-686 del 31 de agosto de 2007, la Corte 
Constitucional, realiza un estudio pormenorizado respecto al carácter de acto de 
comunicación de los mensajes de datos sobre los procesos registrados en los 
computadores de los despachos judiciales, el carácter oficial de los datos 
registrados, la equivalencia del mensaje de datos con los documentos escritos, su 
finalidad y su justificación del sistema de gestión, así como, la responsabilidad de 
los servidores encargados de alimentar el sistema. 
 
CONSULTA DE PROCESOS POR MEDIOS ELECTRONICOS - Sistema de 
gestión judicial siglo XXI / SISTEMA DE GESTION JUDICIAL SIGLO XXI - 
Criterios de búsqueda de los procesos 
 
El Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de adoptar los mecanismos 
necesarios para implementar la tecnología al servicio de la administración de 
justicia, tal y como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de 
la Administración de Justicia), y con el propósito de realizar las consultas de los 
procesos por medios electrónicos, implementó el sistema de gestión denominado 
Justicia Siglo XXI, a través del Acuerdo 1591 de 24 de octubre de 2002. 
Posteriormente, mediante Acuerdo No. 3334 de 2 de marzo de 2006 se 
reglamentó la utilización de los medios electrónicos e informáticos en el 
cumplimiento de las funciones de la administración de justicia, el cual fue 
adicionado por el Acuerdo 4937 de 8 de julio de 2008… se tiene que para 
garantizar que los procesos que cambien de despacho judicial, puedan seguirse 
consultando se adicionaron los criterios de búsqueda referente a los datos del 
demandante y demandado, lo cual indica que en la actualidad desde el año 2008 , 
el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, permite la consulta del proceso vía 
Internet o en los despachos Judiciales, no sólo con el número único de radicación, 
sino también con los datos de las partes del proceso, lo que genera mayor 
facilidad en el acceso al sistema de información y permite realizar de manera ágil 
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las consultas. De esta manera la información del historial de los procesos que 
aparece registrada en los computadores de los juzgados y en Internet, tiene el 
carácter de un mensaje de datos, por cuanto se trata de información comunicada a 
través de medios electrónicos, esto es la pantalla de un computador que opera 
como dispositivo de salida. Así mismo, se destaca que los mensajes de datos son 
actos de comunicación procesal, los cuales cumplen con la finalidad de dar 
publicidad a las actuaciones surtidas en los procesos, que son de interés no solo 
de las partes, del Ministerio Público sino de otras autoridades judiciales y 
administrativas. 
 
VULNERACION AL DERECHO AL DEBIDO PROCESO Y DE ACCESO A LA 
ADMINISTRACION DE JUSTICIA - Ausencia de comunicación del cambio de 
radicación del proceso de reparación directa a la parte demandada / 
VULNERACION AL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD E INFORMACION QUE DEBE 
REGIR LAS ACTUACIONES JUDICIALES - Falta de comunicación del cambio 
de radicación del proceso impidió contestar la demanda y solicitar pruebas / 
VIOLACION AL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGITIMA - Sistema de gestión 
judicial siglo XXI no registró información sobre impedimento, asignación a 
despacho en descongestión y cambio de radicación del proceso 
 
El Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá, continuó con 
el trámite del proceso hasta la etapa probatoria, sin advertir que el cambio de 
radicación no había sido informado a la parte demandada, y que las actuaciones 
que había adelantado se ingresaron al sistema de gestión judicial bajo el nuevo 
radicado, el cual era desconocido por la Dirección Nacional de Estupefacientes, 
desatendiendo de este modo los derechos al debido proceso, acceso a la 
administración de justicia y el principio de publicidad e información que debe regir 
en todas las actuaciones judiciales. De esta manera, la falta de comunicación que 
le informara a la Dirección Nacional de Estupefacientes del nuevo número de 
radicado, no le permitió conocer las providencias dictadas por la Juez Diecinueve 
Administrativo de Descongestión de Bogotá, dentro del proceso identificado con el 
radicado No. 11001-33-31-034-2012-00028-00, ni enterarse del inicio del término 
de fijación en lista, lo cual le impidió contestar oportunamente la demanda y 
solicitar las pruebas en ejercicio de su derecho de defensa, así como tampoco 
conoció el auto que abrió la etapa probatoria, pues como lo advierte la accionante, 
sólo tuvo conocimiento de estas actuaciones cuando la oficiaron solicitándole 
documentos para anexarlos al proceso. Cabe precisar, que la anterior situación 
desconoce además el principio de confianza legítima ya que la actora confió en el 
sistema de información de la rama judicial, pues la última actuación que se registró 
en el radicado No. 11001-33-31-033-2011-00228-00 fue la notificación por aviso 
que se le practicó, sin advertir que el proceso se había repartido a los juzgados de 
descongestión y que el mismo le había correspondido al Juzgado Diecinueve 
Administrativo de Descongestión de Bogotá, con un nuevo número de radicación. 
Es importante señalar que al interior del trámite de esta acción constitucional no 
obra prueba alguna que permita inferir que la mencionada novedad, esto es, el 
cambio de radicación, se haya comunicado a las partes, en especial a la entidad 
actora en tutela, lo cual como ya se manifestó imposibilitó el cumplimiento de la 
carga procesal que le correspondía en ejercicio de su legítimo derecho de defensa 
y contradicción, concerniente a contestar oportunamente la demanda y solicitar las 
pruebas que estimara necesarias para desvirtuar los supuestos que se le atribuía 
por los demandantes en el proceso de reparación directa… considera la Sala que 
es procedente el amparo de tutela para la protección inmediata de los derechos 
fundamentales de la Dirección Nacional de Estupefacientes a efectos de evitar la 
configuración de un perjuicio irremediable. Conforme a los anteriores 
planteamientos, la providencia impugnada será revocada y en su lugar, la Sala 
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amparará los derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la 
administración de justicia de la Dirección Nacional de Estupefacientes en 
Liquidación, para lo cual se anulará todo lo actuado por el Juzgado Diecinueve 
Administrativo de Descongestión de Bogotá, a partir del auto de 5 de octubre de 
2012 que fijó en lista el proceso de reparación directa impetrado, y se ordenará a 
la accionada que en el término máximo e improrrogable de cuarenta y ocho (48) 
horas contadas a partir de la notificación de este fallo, disponga lo pertinente para 
rehacer las actuaciones judiciales anuladas. 
 
DEBER DE COMUNICAR EL CAMBIO DE RADICACION DE UN PROCESO - 
Garantiza los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la 
administración de justicia de las partes 
 
El deber de comunicar el cambio de radicación de un proceso cuando éste ha sido 
objeto de un nuevo reparto garantiza los derechos fundamentales al debido 
proceso y acceso a la administración de justicia de las partes, por ello la 
importancia de que esa actuación sea de pleno conocimiento de los sujetos 
procesales, pues sólo de esta manera se garantiza y permite su intervención 
activa en el proceso en procura de la defensa de sus intereses jurídicos. 

 
 

CONSEJO DE ESTADO 
 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 

SECCION SEGUNDA 
 

SUBSECCION B 
 

Consejero ponente: GERARDO ARENAS MONSALVE 
 
Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de abril de dos mil catorce (2014) 
 
Radicación número: 25000-23-41-000-2014-00044-01(AC) 
 
Actor: DIRECCION NACIONAL DE ESTUPEFACIENTES EN LIQUIDACION 
 
Demandado: JUZGADO DIECINUEVE ADMINISTRATIVO DE 
DESCONGESTION DE BOGOTÁ 
 
 
 
Se decide la impugnación presentada contra el fallo del 29 de enero de 2014 

proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por medio del cual se 

negó el amparo de tutela instaurado por la Dirección Nacional de Estupefacientes 

en Liquidación. 

La Dirección Nacional de Estupefacientes en Liquidación, en ejercicio de la acción 

consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, acudió ante el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, con el fin de solicitar el amparo de sus derechos 

fundamentales al debido proceso, buena fe y confianza legítima, que estimó 

lesionados por el Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá, al 
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no comunicarle oportunamente del cambio de radicación del proceso de reparación 

directa instaurado por los señores Marco Tulio Martínez Delgado, Asdrubal Martínez 

Delgado y Teobaldo Martínez Delgado contra la entidad. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, solicitaron al juez de tutela: I) se amparen sus 

derechos fundamentales al debido proceso, buena fe y confianza legítima; II) se 

decrete la nulidad de todo lo actuado por el Juzgado Diecinueve Administrativo de 

Descongestión de Bogotá a partir de la fijación en lista de fecha 5 de octubre de 

2012; y III) se ordene al Juzgado accionado notificarle nuevamente la demanda de 

reparación directa instaurada por los señores Marco Tulio Martínez Delgado, 

Asdrubal Martínez Delgado y Teobaldo Martínez Delgado contra la entidad, a 

efectos de poder ejercer su derecho de defensa y contradicción. 

 

La parte actora, expuso como fundamento de su solicitud, los hechos y 

consideraciones que se resumen a continuación (fls 1 -7): 

 

Indicó que mediante apoderado los señores Marco Tulio Martínez Delgado, Asdrubal 

Martínez Delgado y Teobaldo Martínez Delgado presentaron demandada de 

reparación directa, solicitando que se declarara administrativamente responsable a la 

Dirección Nacional de Estupefacientes y al Ministerio de Justicia y del Derecho, por 

los presuntos daños y perjuicios ocasionados con el fallecimiento del señor Gerardo 

Martínez cuando éste se encontraba realizando unas reparaciones locativas en una 

bodega administrada por la entidad. 

 

Señaló que el 10 de agosto de 2011 se efectuó la radicación y reparto de la 

demanda, correspondiéndole al Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá, 

quien mediante providencia de 8 de noviembre de 2011 la admitió y ordenó la 

notificación de las partes. 

 

Manifestó que el día 3 de septiembre de 2012 se notificó por aviso de la acción de 

reparación directa identificada con el radicado 11001-33-31-033-2011-00228-00 

incoada por el señor Marco Tulio Martínez delgado, y proveniente del Juzgado 

Treinta y Tres Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá. 

 

Precisó que en dicha diligencia se le hizo entrega de la demanda, sus anexos y la 

corrección de la misma. 
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Aseguró que revisó diariamente los estados con la finalidad de verificar a partir de 

que momento se fijaba en lista el asunto de conformidad con lo dispuesto en el 

numeral 5 del artículo 207 del Decreto 01 de 1984, pero de acuerdo con lo 

consignado en el aplicativo de la Rama Judicial Siglo XXI, el proceso No. 11001-33-

31-033-2011-00228-00, nunca fue fijado en lista. 

 

Manifestó que el día 7 de marzo de 2013 recibió los oficios Nos. 0149 y 150 del 6 de 

marzo de 2013, cuya referencia citaba “REF: REPARACION DIRECTA N°. 2012-

00028 DE MARCO TUTLIO DELGADO CONTRA MINISTERIO DE JUSTICIA”, 

suscritos por la Secretaría del Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión 

de Bogotá, en los cuales se señalaba que “En cumplimiento de lo ordenado en Auto 

del 29 de enero de 2013, este despacho ordena oficiar, a fin de que sirva allegar con 

destino al proceso de la referencia (…)”. 

 

Afirmó que al darse cuenta que los citados oficios guardaban similitud en sus partes 

con el proceso 2011-00228, procedió a verificar el radicado No. 2012-00028 tanto en 

el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI como en el expediente en físico, y se enteró 

que el Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá había manifestado su 

impedimento para conocer del asunto y lo remitió al Juzgado Treinta y Cuatro 

Administrativo de Bogotá, quien aceptó el mismo y en virtud de las medidas de 

descongestión lo envió al Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de 

Bogotá, quedando identificado entonces con el No. 11001-33-31-034-2012-00028-00. 

 

Sostuvo que de las anotaciones registradas en el Sistema Siglo XXI para el proceso 

2011-00228-00, se denota que desde el 17 de enero de 2012 se registró la 

manifestación de impedimento de la Juez Treinta y Tres Administrativo para seguir 

conociendo del asunto, sin embargo, no se observa anotación en la que se señale 

que el Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo de Bogotá, haya asumido el 

conocimiento del proceso y que a su vez haya aceptado el impedimento. 

 

Aseveró que en las anotaciones en el proceso identificado con el No. 2012-00028-00, 

se observa que el Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá,  

mediante auto de 17 de abril de 2012, avocó el conocimiento del proceso, admitió la 

corrección de la demanda, y el 15 de agosto de 2012 remitió el proceso a la oficina 

competente para llevar a cabo la notificación, siendo posteriormente fijado en lista el 

5 de octubre de 2012. 
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Explicó que por los hechos anteriores y en aras de salvaguardar la defensa de la 

Nación, impetró incidente de nulidad por violación al debido proceso, con fundamento 

en lo preceptuado en el numeral 9 del artículo 140 del C. de P.C., solicitando que se 

declarara la nulidad de las actuaciones desarrolladas en el proceso 2012-00028-00 a 

partir de la fijación en lista el 5 de octubre de 2012, con la finalidad de otorgarle la 

oportunidad de ejercer su derecho de defensa, contestando la demanda y solicitando 

pruebas. 

 

Aseguró que en el incidente de nulidad argumentó, que en las actuaciones 

registradas en el proceso 2011-00228-00 no figuraba anotación posterior a la 

notificación por aviso, por lo que la entidad no tuvo oportunidad de enterarse del 

impedimento del Juzgado Treinta y Tres Administrativo, el cambio de radicación y el 

conocimiento que asumió el Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de 

Bogotá. 

 

Destacó que las anteriores actuaciones debieron comunicárselas a la entidad en la 

notificación por aviso del 3 de septiembre de 2012, a efectos de que pudiera 

contestar la demanda y ejercer su derecho de contradicción.  

 

Resaltó que por auto de 28 de mayo de 2013 el Juzgado Diecinueve Administrativo 

de Descongestión de Bogotá, denegó el incidente de nulidad propuesto, 

argumentando que la notificación por aviso efectuada por el Juzgado Treinta y Tres 

Administrativo de Bogotá se había llevado a cabo correctamente y que las 

anotaciones en el Sistema Siglo XXI reflejaban todas las actuaciones surtidas dentro 

del proceso. 

 

Conocida la anterior decisión, interpuso recurso de apelación, y el Juzgado 

Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá mediante auto de 25 de junio 

lo concedió. 

 

Afirmó que frente al auto que concedió la apelación, la parte demandante aportó 

memorial solicitando dejar sin efecto tal decisión por considerarlo improcedente, lo 

cual fue resuelto por el juzgado de manera negativa en auto de 6 de agosto de 2013.  
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Por su parte el Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante auto de 18 de 

octubre de 2013 admitió el recurso de alzada por encontrarlo procedente de 

conformidad con el artículo 181 numeral 6 del C.C.A. 

 

Contra la anterior decisión el apoderado del señor Marco Tulio Martínez interpuso 

recurso de reposición aduciendo que el artículo 181 del C.C.A no prevé la apelación 

frente autos que niegan nulidades; esto fue resuelto por el Tribunal mediante auto de 

6 de diciembre de 2013 decidiendo reponer el auto de 18 de octubre de 2013, por 

considerar que en efecto contra la providencia que resuelve nulidades procesales no 

procede el recurso de apelación, y en consecuencia ordenó remitir el expediente al 

juzgado de origen para que continúe el tramite respectivo.  

 

LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 

 

Mediante sentencia del 29 de enero de 2014, el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, negó el amparo solicitado mediante la acción de tutela interpuesta 

por las siguientes razones (fls. 146 - 166): 

 

Señaló el Tribunal que de acuerdo con las actuaciones registradas por el Juzgado 

Treinta y Tres Administrativo de Bogotá en el Sistema de Gestión Siglo XXI, 

respecto del proceso de reparación directa, se observa que en efecto se registró el 

impedimento del citado despacho judicial para seguir conociendo del asunto, lo 

que implicaba para la entidad actora en tutela, la carga de acercarse al juzgado 

para revisar personalmente el expediente, y de esta manera establecer cuál fue la 

decisión que se adoptó al respecto. 

 

Manifestó que la Dirección Nacional de Estupefacientes tenía la carga procesal de 

hacerle el correspondiente seguimiento al proceso, pues no solamente era deber 

del apoderado de la entidad, sino también obligación de la institución, enterarse del 

destino que había tenido el impedimento ya referido. 

 

Estimó que no es responsabilidad del juez contencioso de informarle 

personalmente a las partes cada una de las actuaciones que se surten en un 

proceso, pues para ello existen distintos mecanismos de notificación previstos por 

el legislador. 
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Precisó que de la actuación desarrollada por el Juzgado Diecinueve Administrativo 

de Descongestión de Bogotá no se advierte vicio alguno que lleve a predicar la 

nulidad de lo actuado, pues éste despacho una vez recibió el expediente 

proveniente del Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo de Bogotá, procedió a 

continuar con el trámite correspondiente dentro de la acción de reparación directa. 

 

Destacó que la confusión que alega la accionante se presentó al momento del 

registro en el sistema de gestión judicial mientras el proceso estaba siendo 

tramitado por los Juzgados Treinta y Tres y Treinta y Cuatro Administrativos de 

Bogotá. 

 

Resaltó que el Sistema de Gestión Judicial no constituye un instrumento de 

notificación judicial, sino que se trata de un elemento auxiliar para facilitar el trámite 

y diligenciamiento de información, y por ende, le correspondía a la Dirección 

Nacional de Estupefacientes en Liquidación, efectuar el correspondiente 

seguimiento personal del proceso, eventualidad que no ocurrió en el caso de 

autos, siendo esta en esencia la razón por la cual no tuvo conocimiento de las 

decisiones legalmente adoptadas y que considera trasgredieron sus derechos 

fundamentales. 

 

En virtud de lo anterior, consideró que las actuaciones realizadas por el Juzgado 

Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá no desconocieron los 

derechos fundamentales de la actora en tutela, por cuanto, talas acciones 

estuvieron ajustadas a las formalidades y términos procesales previstos por el 

legislador. 

 

RAZONES DE LA IMPUGNACIÓN 

 

Mediante escrito visible a folios 171 a 173 del expediente de tutela, la entidad 

demandante impugnó la sentencia arriba descrita, por las siguientes razones: 
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Señala que las actuaciones que modificaron el despacho de conocimiento y la 

asignación de un nuevo radicado, se surtieron con anterioridad a que la entidad fuera 

parte dentro del trámite procesal, por cuanto datan del 26 de enero de 2012 y la 

Dirección Nacional de Estupefacientes se notificó por aviso el 3 de septiembre de 

2012, en cuya diligencia se le puso en conocimiento el proceso con el radicado No. 

2011-00228, tramitado por el Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá. 

 

Manifiesta que sólo tuvo conocimiento del nuevo radicado asignado al proceso de 

reparación directa (2012-00028), una vez recibió los oficios del Juzgado Diecinueve 

Administrativo de Descongestión de Bogotá, en los que se le solicitaba la remisión de 

algunos documentos para efectos probatorios, pero antes no tuvo la oportunidad de 

conocer la situación real del asunto. 

 

Indica que al no comunicar el cambio de radicación del proceso al momento de ser 

notificada, esto es, el 3 de septiembre de 2012, no tuvo la oportunidad de ejercer su 

derecho de contradicción y defensa técnica, contestando la demanda. 

 

Por lo anterior afirma que el Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de 

Bogotá, vulneró sus derechos fundamentales, cuando decidió continuar con el tramite 

del proceso sin corregir las irregularidades que se habían presentado en el mismo, 

pues al momento de ordenar la notificación de la parte demandada, debió informar 

las modificaciones surtidas en el proceso y asegurarse de que la entidad haya tenido 

pleno conocimiento de la existencia real del proceso para salvaguardad su derecho 

de defensa. 

 

Por lo anteriormente expuesto solicita revocar el fallo impugnado y amparar sus 

derechos fundamentales al debido proceso, defensa, buena fe y confianza legítima, 

decretando la nulidad de todo lo actuado por el Juzgado Diecinueve Administrativo de 

Descongestión de Bogotá a partir de la fijación en lista de 5 de octubre de 2012.  

 

CONSIDERACIONES DE LA SALA 
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Competencia   

 

La Sala es competente para conocer la impugnación interpuesta contra el fallo de 

primera instancia en virtud de lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 

1991, el cual reglamenta la acción de tutela. 

 

Generalidades de la acción de tutela 

 

Según lo establecido en el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona tiene 

acción de tutela para reclamar ante los jueces la protección inmediata de sus 

derechos constitucionales fundamentales cuando quiera que sean violados o 

amenazados por la acción o la omisión de las autoridades, o de particulares en los 

casos que señala la ley, y procede sólo cuando el afectado no disponga de otro 

medio judicial de defensa, salvo que la utilice como mecanismo transitorio para evitar 

un perjuicio irremediable.  

 

Esta acción tiene dos particularidades esenciales a saber: la subsidiariedad y la 

inmediatez; la primera, por cuanto sólo resulta procedente cuando el perjudicado no 

disponga de otro medio de defensa judicial, a no ser que busque evitar un perjuicio 

irremediable y; la segunda, porque se trata de un instrumento jurídico de protección 

inmediata que es viable cuando se hace preciso administrar la guarda efectiva, 

concreta y actual del derecho fundamental sujeto a vulneración o amenaza. 

 

Del Sistema de Información de la Rama Judicial, “SISTEMA DE GESTIÓN 

SIGLO XXI”  

 

Estima la Sala pertinente, realizar algunas consideraciones alrededor de la 

sentencia T-686 de 31 de agosto de 2007 de la Corte Constitucional, M.P. Jaime 

Córdoba Triviño1, por cuanto en esta providencia se realiza un estudio 

pormenorizado respecto al carácter de acto de comunicación de los mensajes de 

datos sobre los procesos registrados en los computadores de los despachos 

judiciales, el carácter oficial de los datos registrados, la equivalencia del mensaje 

de datos con los documentos escritos, su finalidad y su justificación del sistema de 

                                                            
1 Sentencia T- 686 de 31 de agosto de 2007, MP: Jaime Córdoba Triviño. Referencia expediente  T- 1620094. 
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gestión, otro punto que se resalta es la responsabilidad de los servidores 

encargados de alimentar el sistema. 

 

Para el asunto que ocupa actualmente la atención de la Sala, se transcribirán 

algunos apartes de la providencia de la Corte Constitucional relacionados con la 

naturaleza del historial de los procesos que se encuentra en el sistema de gestión, 

el cumplimiento de la publicidad de las actuaciones judiciales y la equivalencia 

funcional del mensaje de datos que informan sobre el historial del proceso y a la 

información escrita en el expediente. 

 

El valor de los mensajes de datos relativos al historial de los procesos 
registrados en los sistemas de información computarizada de los despachos 
judiciales. 

 

“(…) De acuerdo a las definiciones establecidas en el artículo 2 de la Ley 
5272, no cabe duda que la información sobre el historial de los procesos 
que aparece registrada en los computadores de los juzgados tiene el 
carácter de un “mensaje de datos”, por cuanto se trata de información 
comunicada a través de un medio electrónico, en este caso la pantalla 
de un computador que opera como dispositivo de salida. Asimismo, la 
emisión de este tipo de mensajes de datos puede considerarse un 
“acto de comunicación procesal”, por cuanto a través de ella se pone 
en conocimiento de las partes, de terceros o de otras autoridades 
judiciales o administrativas las providencias y órdenes de jueces y 
fiscales en relación con los procesos sometidos a su conocimiento3.  
Finalmente, es claro que los sistemas informáticos utilizados por los 
despachos judiciales para generar, enviar, archivar o procesar tales 
mensajes de datos configuran un “sistema de información” para los efectos 
de la Ley 527.  

 

15. La progresiva implementación de este tipo de mecanismos por parte de 
la rama judicial responde a la finalidad de hacer más eficiente el 
cumplimiento de sus funciones, racionalizando el uso del tiempo por parte 
de los empleados y funcionarios judiciales, pues con ayuda de aquellas 
herramientas se espera disminuir el volumen de usuarios que demanda el 
acceso directo a los expedientes. Igualmente contribuye a la publicidad 
de las actuaciones judiciales, al disponer de un sistema de información 

                                                            
2 Recogidas en el artículo 1, literales i) y j) del Acuerdo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura No. PSAA06-3334 de 2006, en los siguientes términos: Mensaje de Datos: Es la información generada, 
enviada, recibida, almacenada o comunicada por medios electrónicos, ópticos o similares, como  el correo 
electrónico e Internet.  Para efectos de la aplicación de este acuerdo la noción de mensaje de datos no aplica a 
documentos enviados vía fax.  Sistema de Información: Es todo sistema utilizado para generar, enviar, recibir, 
archivar, conservar o procesar de alguna otra forma mensajes de datos.  
3 El artículo 1, literal a) del Acuerdo de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura No. PSAA06-
3334 de 2006, define los “Actos de Comunicación Procesal” como “todos aquellos actos o actividades de 
comunicación definidas en la ley, que ponen en conocimiento de las partes, terceros o de otras autoridades 
judiciales o administrativas, las providencias y órdenes del juez o del fiscal, relacionadas con el proceso, así como 
de éstos con aquellos”. 
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que permite conocer a los ciudadanos la evolución de los procesos en 
cuyo seguimiento estén interesados. En definitiva, el recurso a estos 
sistemas de información constituye una herramienta que facilita a la 
administración de justicia el cumplimiento eficiente de sus cometidos, 
en particular de su deber de dar publicidad a las actuaciones 
judiciales, a la vez que facilita a los ciudadanos el acceso a la 
administración de justicia. 

 

16. Tan loables propósitos sólo se satisfacen si los datos registrados en 
dichos sistemas computarizados tienen carácter de información oficial, de 
modo tal que pueda generar confianza legítima en los usuarios de la 
administración de justicia.  De lo contrario, la implementación de tales 
sistemas además de no contribuir a lograr mayores niveles de eficiencia, 
publicidad y acceso a la administración de justicia, puede incluso resultar 
contraproducente para alcanzar tales fines. 

 

 (…) En definitiva, la utilización de los sistemas de información sobre el 
historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales sólo 
se justifica si los ciudadanos pueden confiar en los datos que en ellos 
se registran. Y ello puede ocurrir siempre y cuando dichos mensajes 
de datos puedan ser considerados como equivalentes funcionales de 
la información escrita en los expedientes. (…) 

 

18. Como antes se explicitó, la comunicación de datos relacionados con 
el historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales a 
través de la pantalla de los computadores de los juzgados tiene el 
carácter de un “acto de comunicación procesal”, por cuanto a través 
de ella se da noticia a los usuarios de la administración de justicia de 
la existencia de providencias y órdenes de jueces y fiscales en relación 
con los procesos sometidos a su conocimiento.  Sin embargo, este tipo 
de actos de comunicación procesal no se realiza a través del correo 
electrónico, sino de un dispositivo informático distinto, cual es una 
base de datos cuya información se da a conocer a través de la pantalla 
de un computador instalado en la propia sede de los despachos 
judiciales.  Este sólo argumento, de índole literal, bastaría para concluir que 
la norma contenida en la disposición que se transcribe no resulta aplicable al 
caso que ahora ocupa a la Corte.   

 

20. En segundo lugar, existen diferencias entre el tipo de información 
que se transmite y la finalidad que con ella se cumple. Los actos de 
comunicación procesal a los que se refiere el Acuerdo de la Sala 
Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura No. PSAA06-3334 
de 2006 son los actos a través de los cuales se realizan notificaciones 
por correo electrónico o se da a conocer el contenido íntegro de 
providencias judiciales4, más no, como ocurre en este caso, actos de 
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comunicación en los que simplemente se da a conocer el historial y la 
fecha de las actuaciones surtidas en un proceso.  Por tal razón, tiene 
sentido exigir de los primeros el que en ellos se utilice firma 
electrónica avalada por una entidad de certificación autorizada 
conforme a la ley. 

 (…)  

22. Dado que la regulación especial expedida por la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la Judicatura no aborda el caso específico que ahora 
ocupa a esta Corte, para establecer cuáles son las condiciones de 
equivalencia funcional que deben satisfacer los mensajes de datos 
que, a través de las pantallas de los computadores de los juzgados, 
dan a conocer al público el historial de los procesos y la fecha de las 
actuaciones judiciales, es preciso remitirse a la regulación general del 
uso de los mensajes de datos en la administración de justicia 
establecida en el artículo 95 de la Ley 270 de 1996, en la ley 527 de 
1999 y sintetizada por esta Corporación en la sentencia C-831/2001.  

 

Como quedó dicho antes, una interpretación sistemática de dichas fuentes 
lleva a entender que los criterios de equivalencia funcional que deben 
satisfacer los mensajes son los siguientes: (i) la información contenida en el 
mensaje de datos debe ser accesible para su posterior consulta; además de 
ello se debe garantizar (ii) la fiabilidad sobre el origen del mensaje; (iii) la 
integridad del  mensaje; (iv) la identificación y el ejercicio de la función 
jurisdiccional por el órgano que la ejerce; (v) la confidencialidad, privacidad, 
y seguridad de los datos de carácter personal que contengan tales mensajes 
de datos; (vi) el cumplimiento de los requisitos exigidos por las leyes 
procesales respectivas orientados a hacer efectivos el debido proceso y el 
derecho de defensa  (…). 

 

24. Del examen anterior puede concluirse que, de acuerdo a la legislación 
vigente y a la interpretación que ha hecho de ella la jurisprudencia 

                                                                                                                                                                                     
4 Dicho Acuerdo determina su ámbito de aplicación en sus artículos 2 y 17 a 19, del siguiente modo: 

“ARTÍCULO SEGUNDO.‐ AMBITO DE APLICACIÓN. El presente Acuerdo se aplicará en lo pertinente, a los procedimientos 

civil,  contencioso  administrativo,  laboral,  penal  y  disciplinario,  respecto  de  los  actos  de  comunicación  procesal, 

susceptibles de realizarse a través de mensajes de datos y método de firma electrónica, así como en lo relacionado con 

los  documentos  contenidos  en medios  electrónicos  y  su  presentación,  en  los  términos  de  los  respectivos  códigos  de 

procedimiento”. 

 ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO – EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. El presente Acuerdo 

se  aplicará  en  el  procedimiento  civil,  en  el  procedimiento  laboral,  así  como  en  el  contencioso  administrativo,  a  las 

comunicaciones que envíen  los Despachos  Judiciales; a  las citaciones que para efectos de notificación personal, deban 

hacerse a los comerciantes inscritos en el registro mercantil y a las personas jurídicas de derecho privado domiciliadas en 

Colombia; a las notificaciones del auto admisorio de la demanda, que por aviso deba efectuarse a las personas jurídicas 

de derecho privado con domicilio en Colombia y a la presentación y recepción de memoriales. 

ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO. EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. El presente Acuerdo se aplicará en el nuevo proceso penal, 

tratándose de las notificaciones que deban surtirse mediante correo electrónico; de las citaciones que deban surtirse en 

los términos de los artículos 171 y 172 de la Ley 906 de 2004. 

ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO – EN EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO. El presente Acuerdo se aplicará 
en el procedimiento disciplinario, en materia de las notificaciones que pueden surtirse a través de medios 
electrónicos, tal como se encuentran reguladas en su artículo 10 y en el artículo 102 de la Ley 734 de 2002. 
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constitucional en sentencias de constitucionalidad con efectos erga omnes, 
los mensajes de datos que informan sobre el historial de los procesos 
y la fecha de las actuaciones judiciales, a través de las pantallas de los 
computadores dispuestos en los despachos judiciales para consulta 
de los usuarios, pueden operar como equivalente funcional a la 
información escrita en los expedientes, en relación con aquellos datos 
que consten en tales sistemas computarizados de información.   

 

25. Es preciso introducir este último matiz, dado que no toda la 
información contenida en los expedientes se refleja en los historiales 
que aparecen en los sistemas de información computarizada de los 
despachos.  Por tanto, los mensajes de datos registrados en estos 
últimos sólo operan como equivalentes funcionales respecto de los 
datos que aparecen consignados en ellos.  En relación con la 
información que no aparece es claro que no se da tal equivalencia 
funcional, y por eso para consultarlos las partes deben dirigirse 
directamente al expediente. Así, en el historial de un expediente que 
aparece en el computador del juzgado puede registrarse que en una 
fecha determinada se profirió sentencia, o se expidió un auto que 
ordena la práctica de pruebas.  Para enterarse del sentido de la 
decisión adoptada en la sentencia, o de las pruebas ordenadas en el 
auto, es claro que las partes deben acudir directamente al expediente, 
puesto que el historial que aparece en los computadores del juzgado 
sólo serviría como equivalente funcional de tales providencias si 
registrara su contenido completo. Si el adelanto en la implementación de 
medios tecnológicos en la administración de justicia lleva en el futuro a una 
completa sistematización de la información contenida en los expedientes, no 
existiría razón para dejar de considerar tales mensajes de datos como 
equivalentes funcionales que reemplacen por completo la revisión directa de 
los expedientes o de los órganos tradicionales de publicidad oficial de dicha 
información, siempre que se adopten las debidas medidas de seguridad, de 
manera similar a como ocurre en la actualidad con las bases de datos de 
jurisprudencia de las Altas Cortes, los cuales han suplido de manera 
eficiente el recurso a la lectura de las Gacetas Judiciales.(…)” 

 

 

Sobre el deber de vigilancia de las actuaciones judiciales por los apoderados 

de las partes. 

 

En la sentencia en comento, se señaló respecto del deber de los apoderados de 

consultar las actuaciones surtidas en los procesos, se indicó que este deber se 

cumple cuando se consulta personalmente en medio físico el expediente, o cuando 

se consulta por medios electrónicos, siempre que estas anotaciones tengan 

equivalencia funcional, en los siguientes términos: 
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“(…) Es necesario que la Corte se ocupe de establecer si, dada la 
equivalencia funcional que cabe establecer entre los datos registrados 
en el sistema de información del juzgado relativos al historial del 
proceso y la fecha de las actuaciones judiciales y los datos que, en 
relación con estos mismos aspectos, constan por escrito en los 
expedientes, puede afirmarse que las partes y sus apoderados 
satisfacen su deber de vigilancia respecto de dicha información con la 
consulta de la pantalla del computador del despacho judicial, o si es 
preciso que además cotejen los datos que allí aparecen con los 
registrados en el expediente. 

 

Definir este punto es relevante para el caso que ahora ocupa a la Corte, 
dado que uno de los argumentos principales invocados, tanto por los jueces 
ordinarios como por los jueces de tutela que han conocido del mismo, es 
que el apoderado del señor Morales Parra descuidó su deber de revisión del 
proceso y, por tanto, que la presentación extemporánea de la respuesta a la 
demanda obedece en exclusiva a la falta de diligencia en el cumplimiento de 
sus deberes de abogado.   

 

29. En relación con el deber de vigilancia de las actuaciones judiciales 
a cargo de los apoderados de quienes toman parte en un proceso, el 
Código Disciplinario del Abogado (Ley 1123 de 2007) no define 
expresamente los alcances de dicho deber.  Tan sólo se limita a 
señalar, en su artículo 28 numeral 10, que es deber de los abogados 
“(a)tender con celosa diligencia sus encargos profesionales…” y en el 
artículo 37, numeral 1, que constituyen faltas a la debida diligencia 
profesional, “…dejar de hacer oportunamente las diligencias propias 
de la actuación profesional, descuidarlas o abandonarlas”. 

 

Así pues, es claro que una de las obligaciones propias de los 
abogados que actúan como apoderados en un proceso es estar al 
tanto de las actuaciones judiciales que se surtan en el mismo para así 
poder intervenir de manera oportuna en defensa de los intereses de 
sus representados.  Para cumplir con este deber de vigilancia los 
abogados reconocidos como apoderados en un proceso pueden acudir 
por sí mismos a los despachos judiciales para consultar el estado de 
los procesos, o delegar esta función en abogados suplentes o en 
dependientes, en todo caso asumiendo los primeros la responsabilidad 
por los actos de sus delegados, de acuerdo a lo establecido en el 
artículo 28, numeral 10, del Código Disciplinario del Abogado.   

 

30.  Lo que no aparece determinado es si este deber de vigilancia de 
las actuaciones judiciales sólo se satisface con la lectura directa de los 
expedientes, o si puede cumplirse mediante la consulta de los demás 
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mecanismos de información que utilizan los despachos judiciales para 
publicitar sus actuaciones.   

 

Si, como quedó establecido antes, los datos relativos al historial de los 
procesos y la fecha de las actuaciones judiciales registrados en los sistemas 
de información computarizada de los juzgados, constituyen equivalentes 
funcionales de la información escrita que reposa en los expedientes en 
relación con estos mismos datos, cabe concluir que los abogados 
satisfacen su deber de vigilancia, sólo en relación con estos datos, se 
insiste en ello, a través de su consulta en las pantallas de los 
computadores de los despachos judiciales. (…)”. 

 
De la anterior transcripción es dable concluir que el historial de los procesos 

(registrados en el sistema de información Siglo XXI) que pueden ser consultados 

en Internet y en el hardware dispuesto para el efecto en las Secretarias de los 

Despachos Judiciales tiene el carácter de un “mensaje de datos”.  

 

La emisión de este tipo de mensajes de datos puede considerarse un “acto de 

comunicación procesal”, porque a través de ella se pone en conocimiento de las 

partes, de terceros o de otras autoridades judiciales o administrativas las 

providencias y órdenes de jueces y fiscales. 

 

Se resalta entonces que la utilización de los sistemas de información sobre el 

historial de los procesos y la fecha de las actuaciones judiciales sólo se justifica si 

los ciudadanos pueden confiar en los datos que en ellos se registran.  

 

Sobre el deber de vigilancia de las actuaciones judiciales por los apoderados de 

las partes, la Corte entendió que este se satisface con el seguimiento a los 

procesos, a través de su consulta en las pantallas de los computadores de los 

despachos judiciales, sin tener que acudir al expediente, siempre y cuando la 

información registrada en los sistemas de información computarizada constituyan 

un equivalente funcional de la información que reposa en el proceso.  

 

Con todo, la Corte también resalta que la información no registrada en el Sistema 

debe ser revisada por el abogado directamente en el expediente. 
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Problema Jurídico 

 

Corresponde a la Sala establecer si el cambio de radicación de la demanda de 

reparación directa instaurada por el señor Marco Tulio Martínez Delgado y otros 

ciudadanos contra la Dirección Nacional de Estupefacientes en Liquidación, que no 

fue informado a la entidad vulneró el derecho fundamental al debido proceso de ésta 

última.  

 

Análisis del caso en concreto. 

 

De los hechos y consideraciones expuestos por la accionante en el escrito de tutela, 

observa la Sala que en síntesis la Dirección Nacional de Estupefacientes en 

Liquidación, plantea la vulneración de sus derechos fundamentales al debido 

proceso, defensa, buena fe y confianza legítima, por cuanto considera que el 

Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá, no le informó del 

cambio de radicación de la demanda de reparación directa instaurada por el señor 

Marco Tulio Martínez Delgado contra la entidad. 

 

Precisó la entidad accionante que en la diligencia de notificación por aviso del 3 de 

septiembre de 2012, se le dio a conocer que la demanda estaba siendo tramitada por 

el Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá con el radicado No. 2011-00228-

00, cuando en realidad estaba siendo gestionada por el Juzgado Diecinueve 

Administrativo de Descongestión de Bogotá, con el radicado No. 2012-00028-00, en 

virtud de la aceptación del impedimento manifestado por el titular del Juzgado Treinta 

y Tres para conocer del asunto. 

 

Destacó que debido a la anterior situación no se enteró de la fijación en lista el 

proceso, pues en el Sistema de Gestión Justicia Siglo XXI no aparecía tal actuación 

respecto del proceso 2011-00228-00, razón por la cual no pudo contestar la demanda 

y pedir pruebas para ejercer su derecho de defensa y contradicción.  

 

Agregó que las actuaciones concernientes al cambio de radicación del proceso y el 

despacho de conocimiento no fueron registradas en el Sistema de Gestión Judicial 

Siglo XXI, dentro del asunto 2011-00228-00, por lo que no tuvo conocimiento de 

dichas modificaciones, a efectos de actuar oportunamente en la defensa de sus 

intereses. 
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Por su parte el Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá al 

contestar la demanda de tutela, manifestó que no es cierto que a la Dirección 

Nacional de Estupefacciones se le dejaron de notificar todas las decisiones que por 

ley debían ponérsele en conocimiento, pues es claro que la entidad si fue notificada 

en legal forma del auto mediante el cual el Juzgado Treinta y Tres Administrativo de 

Bogotá admitió la demanda, proceso identificado en su momento con el radicado 

2011-00228-00. 

 

Señaló que una vez recibió el proceso, procedió a continuar con el trámite 

correspondiente bajo la radicación con la que le fue enviado, esto es, con el número 

2012-000028-00. 

 

Indicó el despacho accionado que en el expediente sólo obra una actuación de 

trámite emanada del Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo, pronunciándose 

acerca del impedimento, pero no se señala procedimiento alguno tendiente al cambio 

de radicación. 

 

Puso de presente que el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI contiene un módulo 

de actuación denominado “cambio de ponente”, previsto precisamente para los casos 

en que el proceso debe ser trasladado a otro despacho judicial por impedimento, por 

descongestión o por vencimiento de ponencia en casos de los jueces colegiados, sin 

embargo, los juzgados treinta y tres y treinta y cuatro y la oficina de apoyo, 

registraron la información en dicho módulo para la debida ilustración del usuario, así 

como tampoco existió una constancia clara de ese trámite en el expediente. 

 

Con base en los anteriores argumentos y con el fin de resolver el problema jurídico 

planteado, considera la Sala pertinente realizar las siguientes precisiones acerca de 

la utilización de los medios electrónicos en la administración de justicia. 

 

El Consejo Superior de la Judicatura, con el fin de adoptar los mecanismos 

necesarios para implementar la tecnología al servicio de la administración de 

justicia, tal y como lo dispone el artículo 95 de la Ley 270 de 1996 (Estatutaria de la 

Administración de Justicia), y con el propósito de realizar las consultas de los 
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procesos por medios electrónicos, implementó el sistema de gestión denominado 

Justicia Siglo XXI, a través del Acuerdo 1591 de 24 de octubre de 20025. 

 

Posteriormente, mediante Acuerdo No. 3334 de 2 de marzo de 2006 se reglamentó 

la utilización de los medios electrónicos e informáticos en el cumplimiento de las 

funciones de la administración de justicia, el cual fue adicionado por el Acuerdo 

4937 de 8 de julio de 20086, en los siguientes términos: 

 

 

“Artículo 4. (…) El Código Único de Radicación de Procesos está 
conformado por los doce (12) dígitos del Código Único de Identificación 
Geográfica del juzgado, seguido por once (11) dígitos correspondientes al 
Código de Identificación del Proceso.  

  

El código de identificación del proceso conserva la siguiente estructura: 

  

Cuatro (4) Dígitos, para el Año en que entra el proceso a primera o única 
instancia. 

Cinco (5) Dígitos para el Consecutivo de radicación, se reinicia con 1 en 
cada cambio de año. 

Dos (2) Dígitos para el Consecutivo de recursos del proceso, el cual variará 
conforme a los recursos interpuestos. 

  

El código único de radicación de procesos, lo establece el despacho Judicial 
al cual se reparte el asunto, en la primera ó única instancia, es único y su 
numeración es anual. 

  

Parágrafo: Con el propósito de garantizar la consulta de los procesos 
judiciales cuando éstos cambien de despacho judicial, la Unidad de 
Informática de la Sala Administrativa incluirá como criterios de 
búsqueda en la página web de la Rama Judicial la cédula de ciudadanía 
y el nombre del demandante.”7 (Negrillas fuera del texto original)  

 

                                                            
5 El cual se puede consultar en: 
http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jsp/frames/index.jsp?idsitio=6&idseccion=167 
6 Al dar cumplimiento de la orden impartida por el numeral 5 de la parte resolutiva de la sentencia de12 de junio de 
2008 proferida dentro del trámite de tutela AC--00385 – 2008, por el Consejo de Estado, M.P. Ligia Lopéz Díaz  
7 http://www.ramajudicial.gov.co/csj_portal/jsp/frames/index.jsp?idsitio=6&idseccion=167 
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Así se tiene que para garantizar que los procesos que cambien de despacho 

judicial, puedan seguirse consultando se adicionaron los criterios de búsqueda 

referente a los datos del demandante y demandado, lo cual indica que  en la 

actualidad desde el año 20088, el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI, permite la 

consulta del proceso vía Internet o en los despachos Judiciales,  no sólo con el 

número único de radicación, sino también con los datos de las partes del proceso, 

lo que genera mayor facilidad en el acceso al sistema de información y permite 

realizar de manera ágil las consultas. 

 

De esta manera la información del historial de los  procesos que aparece 

registrada en los computadores de los juzgados  y en Internet, tiene el carácter de 

un mensaje de datos, por cuanto se trata de información comunicada a través de 

medios electrónicos, esto es la pantalla de un computador que opera como 

dispositivo de salida. 

 

Así mismo, se destaca que los mensajes de datos son actos de comunicación 

procesal, los cuales cumplen con la finalidad de dar publicidad a las actuaciones 

surtidas en los procesos, que son de interés no solo de las partes, del Ministerio 

Público sino de otras autoridades judiciales y administrativas.9   

 

En definitiva, estos sistemas de información constituyen una herramienta que 

facilita a la administración de justicia el cumplimiento eficiente de sus cometidos, 

en particular su deber de dar publicidad a las actuaciones judiciales, a la vez que 

facilita a los ciudadanos el acceso a la información del trámite que sigue un 

proceso, lo cual se traduce en verdadero acceso a la administración de justicia. 

 

Pero estos propósitos sólo se satisfacen si los datos registrados en dichos 

sistemas computarizados tienen carácter de información oficial, de modo tal que 

generen confianza legítima en los usuarios de la justicia. De lo contrario, el 

desarrollo de tales medios además de no contribuir a lograr mayores niveles de 

eficiencia, publicidad y acceso a la justicia, puede incluso resultar 

contraproducente para alcanzar tales fines. 

                                                            
8 Con posterioridad a  dictarse las sentencias de tutela por esta Corporación en el año 2008. 
9 Acuerdo 3334 de 2006 Artículo 1 literal a)  
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De este modo, la utilización de los sistemas de información sobre el historial de los 

procesos y la fecha de las actuaciones judiciales sólo se justifica si los ciudadanos 

pueden confiar en los datos que en ellos se registran, lo cual sucede, si dichos 

datos guardan una relación fidedigna de la información escrita en los 

expedientes10” 11. 

 

De otra parte, debe destacarse que los datos registrados en el Sistema de Gestión 

Justicia Siglo XXI, generan en las partes y en general en los usuarios de la 

administración de justicia una confianza legítima12, pero se insiste que lo que no se 

encuentre registrado en él, debe ser consultado directamente en el expediente 

contentivo del proceso. 

 

Dicho esto, y en aras de analizar si el juzgado accionado incurrió en una 

vulneración al debido proceso de la entidad tutelante, procede la Sala a destacar 

las siguientes actuaciones surtidas dentro del proceso de reparación directa 

instaurado contra la Dirección Nacional de Estupefacientes en Liquidación; de lo 

cual se infiere lo siguiente: 

 

 Los señores Marco Tulio Martínez Delgado, Teobaldo Martínez Delgado y 

Asdrúbal Martínez Delgado, instauraron demanda de reparación directa 

contra el Ministerio de Justicia y del Derecho y la Dirección Nacional de 

Estupefacientes en Liquidación, por los presuntos daños y perjuicios 

causados con ocasión del fallecimiento del señor Gerardo Martínez, cuando 

éste se encontraba realizando unas reparaciones locativas en una bodega 

administrada por la entidad en liquidación (fls 11 – 29). 

 

 El proceso fue repartido al Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá 

otorgándole como número de identificación el 11001-33-31-033-2011-

00228-00, y este juzgado mediante auto de 8 de noviembre de 2011, 

                                                            
10 Así lo consideró también la Corte Constitucional en la sentencia T-686 de 2007 
11 Sentencia  de 4 de septiembre de 2008, proferida por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo, Sección Cuarta, M.P. Ligia López Díaz Rad. 110010315000200800051901. 
12 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Sentencia de 4 de agosto de 2008, 
proferida por, C.P. María Inés Ortiz Barbosa Rad. 11001031500020080071700. 
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admitió la demanda y ordenó notificar a las entidades demandas para que 

contestaran la misma (fls 9). 

 

 Con posterioridad y mediante auto de 17 de enero de 2012 el titular del 

Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá se declaró impedido para 

conocer del asunto y ordenó remitir el expediente al despacho que le seguía 

en turno para que decidiera si aceptaba o no el impedimento (fls 127 vto). 

 

 Mediante auto de 21 de febrero de 2012 el Juzgado Treinta y Cuatro 

Administrativo de Bogotá, aceptó el impedimento manifestado por el titular 

del Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá (fls 12913). 

 

 El 6 de marzo de 2012 el Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo de Bogotá 

remitió el proceso a los juzgados de descongestión correspondiéndole por 

reparto al Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá, 

bajo el radicado 11001-33-31-034-2012-000-28-00 (fls 129). 

 

 La notificación por aviso fue realizada el 3 de septiembre de 2012, 

informando a la Dirección Nacional de Estupefacientes en Liquidación, del 

auto de 8 de noviembre de 2011 y el contenido de la demanda de 

reparación directa (fls 8). 

 

  La información contenida en el aviso de notificación, es la siguiente (fl 8):     

 

“PROVENIENTE DEL JUZGADO: JUZGADO 033 ADTIVO DEL CIRCUITO 

DE BOGOTA  

NATURALEZA: ACCIÓN DE REPARACION DIRECTA 

EXPEDIENTE: 11001-33-31-033-2011-00228-00 

DEMANDANTE: C.C. 87025440 MARCO TULIO MARTÍNEZ DELGADO” 

 

                                                            
13 Actuación registrada en el Sistema de Gestión Judicial Siglo XXI de la Rama judicial, dentro del 
proceso identificado con el radicado No. 11001-33-31-034-2012-00028-00. 
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 A partir del 5 de octubre de 2012 se da inicio por el Juzgado Diecinueve 

Administrativo de Descongestión de Bogotá al término de fijación en lista del 

proceso de reparación directa (fls 128 vto), sin embargo no existe anotación 

alguna que permita inferir que se le hubiera comunicado a la Dirección 

Nacional de Estupefacientes el cambio no solo de radicado del proceso, 

sino del juez de conocimiento. 

 

 Por auto de 29 de enero de 2013 proferido por el Juzgado Diecinueve 

Administrativo de Descongestión de Bogotá, se da inicio a la etapa 

probatoria (fls 128 vto), y se expiden los oficios Nos. 149 y 150 de 9 de 

marzo de 2013 solicitándole a la Dirección Nacional de Estupefacientes en 

Liquidación, copia de algunos documentos para anexarlos como pruebas al 

proceso (fls 82 - 83). 

 

De acuerdo con lo anterior, se advierte que dentro de las anotaciones registradas 

en el radicado No. 11001-33-31-033-2011-00228-00, figura que la demanda de 

reparación directa se admitió mediante auto de 8 de noviembre de 2011, que el 17 

de enero de 2012 el titular del Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá 

manifestó su impedimento para conocer del asunto, y que el proceso se notificó 

por aviso a la Dirección Nacional de Estupefacientes el 5 de septiembre de 2012, 

siendo éstas las únicas actuaciones registradas en el sistema de gestión judicial 

para el mencionado radicado, sin que se pueda evidenciar una anotación sobre el 

cambio de radicación y de juzgado de conocimiento.  

 

Así pues, teniendo en cuenta lo manifestado por la accionante en el escrito de 

tutela y conforme a los documentos aportados en el mismo, se evidencia que la 

diligencia de notificación por aviso, se llevó a cabo el 3 de septiembre de 2012 y en 

esta se dejó constancia que el proceso de reparación directa instaurado por los 

señores Marco Tulio Martínez Delgado, Asdrubal Martínez Delgado y Teobaldo 

Martínez Delgado contra la entidad, correspondía al radicado No. 11001-33-31-

033-2011-00228-00, cuyo trámite se estaba adelantado en el Juzgado Treinta y 

Tres Administrativo de Bogotá, haciéndole además entrega del auto admisorio de 

la demanda de fecha 8 de noviembre de 2011, proferido por el referido despacho 

judicial. 
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También se colige que el Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de 

Bogotá, mediante oficios 149 y 150 de 9 de marzo de 2013, requirió a la entidad 

actora en tutela, para que aportara copia de ciertos documentos a efectos de que 

obren en el expediente como prueba, y ante la incertidumbre del procedimiento 

que se estaba surtiendo con el radicado que se le citaba, la accionante procedió a 

verificar en el sistema de gestión judicial las actuaciones del mencionado radicado, 

enterándose por éste medio, que el proceso había sido remitido al Juzgado 

Diecinueve Administrativo, que se había surtido la fijación en lista a partir del 5 de 

octubre de 2012 y que se encontraba en la etapa probatoria. 

 

Por la anterior situación, la Dirección Nacional de Estupefacientes, formuló ante el 

Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá incidente de 

nulidad por indebida notificación, el cual se negó mediante auto de 28 de mayo de 

2013, aduciendo que el procedimiento se surtió en debida forma teniendo en 

cuenta que el auto de 8 de noviembre de 2011 proferido por el Juzgado Treinta y 

Tres Administrativo de Bogotá, gozaba de plena validez. (fls 84 -101). 

 

Conforme a lo expresado advierte la Sala, que debido al impedimento manifestado 

por el titular del Juzgado Treinta y Tres Administrativo de Bogotá para conocer del 

asunto, el proceso de reparación directa instaurado por Marco Tulio Martínez 

Delgado, y radicado con el No. 11001-33-31-033-2011-00228-00 se remitió al 

Juzgado Treinta y Cuatro Administrativo de Bogotá, quien una vez lo aceptó 

procedió a enviarlo a los juzgados de descongestión, y en el nuevo reparto que se 

hizo del expediente, éste correspondió al Juzgado Diecinueve Administrativo de 

Descongestión de Bogotá, con otro número de radicado, esto es, el 11001-33-31-

034-2012-000-28-00. 

 

El Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá, continuó con 

el trámite del proceso hasta la etapa probatoria, sin advertir que el cambio de 

radicación no había sido informado a la parte demandada, y que las actuaciones 

que había adelantado se ingresaron al sistema de gestión judicial bajo el nuevo 

radicado, el cual era desconocido por la Dirección Nacional de Estupefacientes, 

desatendiendo de este modo los derechos al debido proceso, acceso a la 

administración de justicia y el principio de publicidad e información que debe regir 

en todas las actuaciones judiciales. 
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De esta manera, la falta de comunicación que le informara a la Dirección Nacional 

de Estupefacientes del nuevo número de radicado, no le permitió conocer las 

providencias dictadas por la Juez Diecinueve Administrativo de Descongestión de 

Bogotá, dentro del proceso identificado con el radicado No. 11001-33-31-034-

2012-00028-00, ni enterarse del inicio del término de fijación en lista, lo cual le 

impidió contestar oportunamente la demanda y solicitar las pruebas en ejercicio de 

su derecho de defensa, así como tampoco conoció el auto que abrió la etapa 

probatoria, pues como lo advierte la accionante, sólo tuvo conocimiento de estas 

actuaciones cuando la oficiaron solicitándole documentos para anexarlos al 

proceso. 

 

Cabe precisar, que la anterior situación desconoce además el principio de 

confianza legítima ya que la actora confió en el sistema de información de la rama 

judicial, pues la última actuación que se registró en el radicado No. 11001-33-31-

033-2011-00228-00 fue la notificación por aviso que se le practicó, sin advertir que 

el proceso se había repartido a los juzgados de descongestión y que el mismo le 

había correspondido al Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de 

Bogotá, con un nuevo número de radicación. 

 

Es importante señalar que al interior del trámite de esta acción constitucional no 

obra prueba alguna que permita inferir que la mencionada novedad, esto es, el 

cambio de radicación, se haya comunicado a las partes, en especial a la entidad 

actora en tutela, lo cual como ya se manifestó imposibilitó el cumplimiento de la 

carga procesal que le correspondía en ejercicio de su legítimo derecho de defensa 

y contradicción, concerniente a contestar oportunamente la demanda y solicitar las 

pruebas que estimara necesarias para desvirtuar los supuestos que se le atribuía 

por los demandantes en el proceso de reparación directa. 

 

Para la Sala, el deber de comunicar el cambio de radicación de un proceso cuando 

éste ha sido objeto de un nuevo reparto garantiza los derechos fundamentales al 

debido proceso y acceso a la administración de justicia de las partes, por ello la 

importancia de que esa actuación sea de pleno conocimiento de los sujetos 
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procesales, pues sólo de esta manera se garantiza y permite su intervención activa 

en el proceso en procura de la defensa de sus intereses jurídicos. 

 

De este modo, la información que las autoridades judiciales suministran a los 

ciudadanos a través de los diferentes medios de comunicación debe brindar 

confianza y seguridad a las partes so pena de defraudar el principio constitucional 

de la buena fe. 

 

En este punto, es del caso indicar que si bien los sujetos procesales de una 

actuación judicial tienen el deber de hacerles seguimiento a los asuntos en los que 

son partes para verificar las decisiones que toman los jueces al respecto y actuar 

oportunamente en defensa de sus intereses, también es cierto que las autoridades 

judiciales deben velar por el respeto y las garantías procesales de los sujetos, 

procurando asegurar los derechos al debido proceso, acceso a la administración 

de justicia y defensa de los ciudadanos, que en este asunto se traduce en el deber 

de comunicar el cambio de radicación del proceso, en virtud del nuevo reparto del 

cual fue objeto la acción de reparación directa. 

 

Lo anterior porque en el momento en que el Juzgado Diecinueve Administrativo de 

Descongestión de Bogotá avocó el conocimiento del proceso ordinario debió 

informar a la entidad actora en tutela sobre el cambio de radicación y juez de 

conocimiento, a efectos de que las anotaciones registradas en el nuevo número de 

identificación que se le asignó al proceso después de haberse resuelto el 

impedimento del Juez Treinta y Tres Administrativo de Bogotá, fueran consultadas 

por la Dirección Nacional de Estupefacientes.  

 

De esta manera, pese a que la tutela es un mecanismo sumario y preferente 

creado para la protección de los derechos fundamentales, que se caracteriza por 

tener un carácter residual o supletorio, obedeciendo a la necesidad de preservar 

las competencias atribuidas por el legislador a las diferentes autoridades judiciales 

a partir de los procedimientos ordinarios o especiales, en los que también se 

protegen derechos de naturaleza constitucional, estima la Sala que en el presente 

asunto se hace necesaria la intervención del juez de tutela, habida cuenta que en 

el plenario se evidencia que la entidad demandante agotó los recursos ordinarios 
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para buscar la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso y 

defensa, y estos no fueron suficientes para advertir la flagrante vulneración de lo 

cual fue objeto, al no informársele por el Juzgado Diecinueve Administrativo de 

Descongestión de Bogotá el cambio de radicación del proceso de reparación 

directa y el juez de conocimiento del mismo 

 

Así pues, aunque el proceso ordinario se encuentra en etapa probatoria, considera 

la Sala que es procedente el amparo de tutela para la protección inmediata de los 

derechos fundamentales de la Dirección Nacional de Estupefacientes a efectos de 

evitar la configuración de un perjuicio irremediable. 

 

Conforme a los anteriores planteamientos, la providencia impugnada será 

revocada y en su lugar, la Sala amparará los derechos fundamentales al debido 

proceso y el acceso a la administración de justicia de la Dirección Nacional de 

Estupefacientes en Liquidación, para lo cual se anulará todo lo actuado por el 

Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá, a partir del auto 

de 5 de octubre de 2012 que fijó en lista el proceso de reparación directa 

impetrado por el señor los señores Marco Tulio Martínez Delgado, Asdrubal 

Martínez Delgado y Teobaldo Martínez Delgado, identificado con el numero de 

radicación 11001-33-31-034-2012-000-28-00, y se ordenará a la accionada que en 

el término máximo e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir 

de la notificación de este fallo, disponga lo pertinente para rehacer las actuaciones 

judiciales anuladas.  

 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia en nombre de 

la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

FALLA 

 

REVÓCASE, por las razones expuestas en la parte motiva, la providencia 

impugnada. En su lugar se dispone: AMPÁRANSE los derechos fundamentales al 

debido proceso y de acceso a la administración de justicia de la Dirección Nacional 

de Estupefacientes en Liquidación. En consecuencia: 
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DECLÁRASE la nulidad de todo lo actuado por el Juzgado Diecinueve 

Administrativo de Descongestión de Bogotá, a partir del 5 de octubre de 2012, 

inclusive, que fijó en lista el proceso de reparación directa impetrado por los 

señores Marco Tulio Martínez Delgado, Asdrubal Martínez Delgado y Teobaldo 

Martínez Delgado, identificado con el número de radicación 11001-33-31-034-

2012-000-28-00. 

 

ORDÉNASE al Juzgado Diecinueve Administrativo de Descongestión de Bogotá 

que en el término máximo e improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas contadas 

a partir de la notificación de este fallo, disponga lo pertinente para rehacer las 

actuaciones judiciales anuladas.  

 

Envíese copia de este fallo al Despacho de origen. 

 

CÓPIESE Y NOTIFÍQUESE.  Remítase a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión. 

 

Discutida y aprobada en sesión de la fecha. 

 

 

GERARDO ARENAS MONSALVE 

 

 

GUSTAVO EDUARDO GOMEZ ARANGUREN (E)  

 

 

BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ 

130



  

  

  

Fecha de Consulta : Lunes, 23 de Enero de 2023 - 08:27:50 A.M.

Número de Proceso Consultado: 11001310500420220042300

Ciudad: BOGOTA, D.C.

Corporacion/Especialidad: JUZGADOS LABORALES DEL CIRCUITO DE BOGOTA

Datos del Proceso
Información de Radicación del Proceso

Despacho Ponente
004 Circuito - Laboral FLOR STELLA CIFUENTES SANCHEZ

Clasificación del Proceso
Tipo Clase Recurso Ubicación del Expediente

Declarativo Ordinario Sin Tipo de Recurso Secretaria - Términos

Sujetos Procesales
Demandante(s) Demandado(s)

- MIGUEL ALEXANDER BELTRAN CHITIVA - ASIMEC INGENIERIA SAS

Contenido de Radicación
Contenido

DEMANDA ORDINARIA-CONTRATO

Actuaciones del Proceso
Fecha de
Actuación Actuación Anotación Fecha Inicia

Término
Fecha Finaliza

Término
Fecha de
Registro

20 Jan 2023 FIJACION ESTADO ACTUACIÓN REGISTRADA EL 20/01/2023 A LAS 12:15:39. 23 Jan 2023 23 Jan 2023 20 Jan 2023

20 Jan 2023
AUTO DA POR NO
CONTESTADA LA

DEMANDA
AUTO TIENE POR NO CONTESTADA LA DEMANDA EN EL TERMINO LEGAL 20 Jan 2023

20 Jan 2023 AL DESPACHO CON ESCRITO DE CONTESTACION.TLC 20 Jan 2023

23 Nov 2022 CONSTANCIA
SECRETARIAL

SE DEJA CONSTANCIA DE LA NOTIFICACION REALIZADA EL DIA 22 DE NOVIEMBRE DE 2022, EN TERMINOS
HASTA EL 9 DE DICIEMBRE DE 2022 23 Nov 2022

16 Nov 2022 FIJACION ESTADO ACTUACIÓN REGISTRADA EL 16/11/2022 A LAS 08:18:30. 17 Nov 2022 17 Nov 2022 16 Nov 2022

16 Nov 2022 AUTO ADMITE
DEMANDA ADMITE DEMANDA, ORDENA NOTIFICAR. 16 Nov 2022

28 Sep 2022 AL DESPACHO PARA ESTUDIO DE ADMISION.NMC 28 Sep 2022

27 Sep 2022 RADICACIÓN DE
PROCESO ACTUACIÓN DE RADICACIÓN DE PROCESO REALIZADA EL 27/09/2022 A LAS 14:35:50 27 Sep 2022 27 Sep 2022 27 Sep 2022
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23/1/23, 14:27 Gmail - CONTESTACIÓN DE DEMANDA 2022-00423 ASIMEC INGENIERIA S.A.S.

https://mail.google.com/mail/u/2/?ik=99a311885d&view=pt&search=all&permthid=thread-a%3Ar-3117381991415546665&simpl=msg-a%3Ar-3122339… 1/1

Mauricio Torres Consultor <consultorjuridicomauricio@gmail.com>

CONTESTACIÓN DE DEMANDA 2022-00423 ASIMEC INGENIERIA S.A.S.
1 mensaje

Mauricio Torres Consultor <consultorjuridicomauricio@gmail.com> 9 de diciembre de 2022, 16:58
Para: "Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C." <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: abogado.jaimedevia@gmail.com
CCO: nestor mauricio torres trujilllo <nematt2003@gmail.com>, ASESORIA ANGELA <asesoriajuridicaangela@gmail.com>

Bogotá D.C., 9 de diciembre de 2022
 
 
Señores:
JUZGADO CUARTO LABORAL DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C.
Correo electrónico: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co
Ciudad
 
REFERENCIA: PROCESO ORDINARIO No. 2022-00423
DEMANDANTE: MIGUEL ALEXANDER BELTRAN CHITIVA
DEMANDADO: ASIMEC INGENIERIA S.A.S.
 
ASUNTO: CONTESTACIÓN DE DEMANDA
 
Respetados doctores,
 
NESTOR MAURICIO TORRES TRUJILLO, actuando en calidad de apoderado especial de la sociedad ASIMEC INGENIERIA S.A.S.,
domiciliada en la ciudad de Bogotá, identificada con NIT 901.272.291-1, conforme el poder que me fue otorgado por su representante
legal LUIS ALEJANDRO LOZANO REYES, que se aporta, estando dentro de la oportunidad legal, conforme a la notificación personal
realizada al demandado el 22 de noviembre de 2022, como indica la constancia secretarial, RADICO escrito de contestación a la
demanda.
 

TÉRMINO DE LA CONTESTACIÓN
 

Fecha de envío de la
notificación

Dos días hábiles
siguientes (Art. 8
Ley 2213 de 2022)

Término para
contestar (10 días

hábiles)

Fecha en que se
radica la presente

contestación

22 de noviembre de
2022

23-24 de noviembre
de 2022

25 de noviembre al 9
de diciembre de 2022

9 de diciembre de
2022

 
ANEXOS: Escrito de contestación de demanda, anexos y pruebas en único archivo PDF unificado.

Se copia del presente al apoderado de la demandante.

SOLICITO RESPETUOSAMENTE AL DESPACHO QUE ME SEA CONFIRMADO EL RECIBIDO.

Atentamente,
www.mauriciotorresconsultor.com

Contestación demanda y anexos 2022-00423 ASIMEC INGENIARIA.pdf
6895K
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Mauricio Torres Consultor <consultorjuridicomauricio@gmail.com>

Respuesta automática: CONTESTACIÓN DE DEMANDA 2022-00423 ASIMEC INGENIERIA
S.A.S.
Juzgado 04 Laboral - Bogotá - Bogotá D.C. <jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co> 9 de diciembre de 2022, 16:59
Para: Mauricio Torres Consultor <consultorjuridicomauricio@gmail.com>

Su correo electrónico ha sido recibido satisfactoriamente. El mismo será sujeto de verificación por la Secretaría del Despacho.

Cordialmente,

ANGIE LISETH PINEDA CORTES
Juzgado 4 Laboral del Circuito de Bogotá D.C.
Secretaria

PARA RADICACIÓN DE MEMORIALES: Remi�rlos al correo electrónico: jlato04@cendoj.ramajudicial.gov.co
Horario: Lunes a viernes de 8:00 a.m a 5:00 p.m.

PARA OTRAS SOLICITUDES: Visite la Secretaría Virtual en el siguiente link: https://cutt.ly/UimZurZ
Horario: Lunes a viernes de 8:00 a.m a 5:00 p.m.

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de Colombia. Si no es el
destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato, respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que
pueda tener del mismo. Si no es el destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le corresponde mantener reserva
en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita.
Antes de imprimir este correo, considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
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